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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y el señor Subsecretario de Planificación, don Gonzalo Arenas Valverde.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 11 señores Senadores.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 58ª y 59ª, ordinarias, en 16 y 17 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).


--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha rechazado el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Prokurica, señora Matthei y señores Horvath, Núñez y Orpis, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería (boletín Nº 4.741-08) (Véase en los Anexos, documento 1), y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Minería y Energía para que integren la referida Comisión Mixta.


Con el segundo comunica que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado del proyecto de ley que modifica el Código de Minería, con el objeto de mantener la existencia de los Boletines Oficiales de Minería (boletín Nº 4.728-08), y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 669-01) (Véase en los Anexos, documento 2), con excepción de las que indica, y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



--Se toma conocimiento y si le parece a la Sala se designará a los Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath, Naranjo y Navarro para que integren la referida Comisión Mixta.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Para los efectos de esta proposición, he tomado nota de la correlación de fuerzas que hay al interior de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Como se trataba de designar a los representantes de entre los miembros de ambas Comisiones, me pareció lógico respetar la correlación de fuerzas existente al interior de ambos órganos técnicos. 



Creo que lo propuesto cumple con ese objetivo.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me puede repetir los nombres de los Senadores nominados, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Honorables señores Andrés Allamand, Juan Antonio Coloma, Antonio Horvath, Jaime Naranjo y Alejandro Navarro.



Como no pueden ser más de cinco los representantes del Senado en la Comisión Mixta, es indudable que hay exclusiones. Pero no había otra manera de proceder.



Si le parece a la Sala, se designará a los señores Senadores nombrados.



--Así se acuerda.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra de los artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695, de 1979.


--Se toma conocimiento.



Dos del señor Contralor General de la República, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a la actuación de la Oficina Nacional de Emergencia en el manejo de los riesgos enfrentados en la Undécima Región con motivo del fenómeno sísmico de Aisén, y a los costos que ha significado para el Estado el proceso sísmico en esa Región.



Dos de la señora Ministra de Planificación:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los proyectos de saneamiento sanitario de los distintos poblados de la Región de Aisén.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a los resultados de la encuesta CASEN aplicada en las zonas indígenas de las Regiones que indica.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Letelier, Longueira, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez, sobre la enajenación del Hospital Militar.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, referido a las transferencias de los predios e instalaciones que indica, en favor de los ex funcionarios de EMAZA.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Pérez Varela, relativo al efecto de la temperatura en la comercialización de los combustibles líquidos que señala.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referente a la seguridad con que se prestan los servicios de taxis y de transporte público en el Aeropuerto Arturo Merino Benítez.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Nuevo segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.507-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Novoa, que modifica la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica (boletín Nº 4.720-15) (Véase en los Anexos, documento 4).



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (boletines Nºs. 4.266-07 y 4.267-07, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 5).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (boletín Nº 4.670-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.
)----------(

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa dos informes: uno, de la Comisión de Hacienda, y otro, de la de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (boletín Nº 5.383-04) (Véase en los Anexos, documentos 7 y 8)


--Quedan para tabla.
)----------(
El señor OMINAMI.- (Vicepresidente).- Continúa la cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Mociones



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, prohibiendo la subcontratación y el suministro de trabajadores para realizar faenas peligrosas para la salud (boletín N° 5.448-13) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional, respecto de las actuaciones y atribuciones de los parlamentarios en materias laborales (boletín N° 5.449-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Senadores señores Bianchi y Kuschel, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, prohibiendo la aplicación del procedimiento abreviado en los delitos contra las personas en que la víctima es una mujer (boletín N° 5.450-07) (Véase en los Anexos, documento 11)


De los Senadores señores Bianchi y Kuschel, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo relativo a la circunstancia agravante de la responsabilidad criminal de los que cometen delitos en contra de funcionarios públicos (boletín N° 5.451-07) (Véase en los Anexos, documento 12)


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Permiso constitucional


El Senador señor Navarro, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 60 de la Carta Fundamental y 7º del Reglamento del Senado, solicita autorización para ausentarse del país a contar del 31 de octubre del presente año.


--Se accede. 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la   palabra Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, deseo que recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios vaya a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

El señor LONGUEIRA.- Pero si está en la tabla.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Señor Senador, el proyecto a que usted hace referencia se halla en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de hoy.

)----------(

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para que ingrese el señor Gonzalo Arenas, Subsecretario de Planificación.



--Se accede.

)----------(

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Antes de entrar a la Orden del Día, quiero saludar a las personas que nos acompañan en las tribunas. 



Todos los Senadores estamos conscientes de la importancia del proyecto que se comenzará a discutir a continuación: el que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios. Además, esta Corporación ha realizado un trabajo importante para su despacho. 



Les expreso mi agradecimiento por el esfuerzo que ustedes han hecho para estar presentes en este debate. 



Asimismo, debo señalarles que, de acuerdo con nuestro Reglamento, los asistentes a las tribunas deben guardar silencio y abstenerse de hacer manifestaciones. Esa es una norma básica que garantiza el adecuado funcionamiento del Senado.

V. ORDEN DEL DÍA
Creación de espacio costero marítimo 
para pueblos originarios

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3968-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 48ª, en 13 de diciembre de 2005.


Informes de Comisión:


M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007.


M. Ambiente y B. Nacionales (segundo), sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Discusión:



Sesión 21ª, en 5 de junio de 2007 (se aprueba en general).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La presente iniciativa fue aprobada en general en sesión del día 5 de junio del año en curso. 



La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, que el artículo 16, referido al reglamento de la ley, no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones y, por tanto, conserva el mismo texto con que fue despachado en general. De conformidad con el artículo 124 de nuestro Reglamento, debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlo a discusión y votación.



--Se aprueba.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo saber cuáles son las normas que requieren quórum orgánico constitucional.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Yo las indicaré oportunamente, señor Senador.

El señor NOVOA.- Conforme.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La  Comisión describe en aquel documento las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general, dos de las cuales fueron acordadas solo por mayoría, las que serán puestas en votación oportunamente por el señor Presidente.



Asimismo, el Senador señor Allamand ha pedido votación separada para otra norma. En consecuencia, habrá que efectuar tres votaciones.



Respecto de las enmiendas aprobadas por unanimidad, cabe tener presente lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento en orden a que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas. El inciso sexto del artículo 13 y el inciso tercero del artículo 14 -y con esto respondo la pregunta del Honorable señor Novoa- tienen el rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas que transcriben, respectivamente, el texto aprobado en general por el Senado; las modificaciones que propone introducir la Comisión en su segundo informe, y el texto definitivo que resultaría si ellas fueran acogidas.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Correspondería dar por aprobadas todas las normas despachadas unánimemente por la Comisión y que no han sido objeto de indicaciones renovadas.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Quiero solicitar votación separada para una norma del artículo 13, cuya letra c), inciso primero, tal como deja constancia el informe, fue aprobada en forma unánime en la Comisión. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿En qué página del texto comparado está?

El señor ÁVILA.- En la página 15.

El señor LONGUEIRA.- En esa disposición hubo dos votaciones divididas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, la letra c) se va a votar separadamente de todas maneras porque fue aprobada por mayoría en la Comisión.

El señor LONGUEIRA.- En el artículo 13 hubo dos normas que no alcanzaron unanimidad. Una fue aprobada por mayoría y la otra terminó siendo despachada en forma unánime porque el Honorable señor Navarro y el Senador que habla nos sumamos a la otra posición para quebrar el empate que se había producido, pero dejando constancia -y el informe así lo señala de modo claro- de que lo hacíamos exclusivamente para no dilatar la tramitación del proyecto, aun estando en contra del precepto. 



Me estoy refiriendo al inciso...

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Al que dice: “Asimismo, se pondrá término a la destinación del espacio costero marino de pueblos originarios”, etcétera?

El señor LONGUEIRA.- Si me espera, se lo puedo contestar en un instante.



Mientras tanto, señor Presidente, ¿podría precisar lo que dice el Reglamento en cuanto a la posibilidad de argumentar acerca de las normas que se ha pedido votar separadamente? Me imagino que así debería ser, lo mismo que respecto de aquellas que han sido objeto de indicaciones renovadas, las cuales pido a la Secretaría distribuir.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No hay indicaciones renovadas, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- O sea, sólo habrá votaciones separadas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cuatro, hasta este momento.

El señor LONGUEIRA.- ¿Puede señalar los preceptos sobre los cuales recaen?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera se refiere al inciso tercero, nuevo, que se intercala en el artículo 6º y que dice: “El reglamento establecerá, respecto de cada tipo de uso, la periodicidad de las prácticas o conductas.". Y agrega: “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso.". Esta norma deberá votarse separadamente porque así lo ha pedido el Honorable señor Allamand.



En seguida, habrá que votar el inciso segundo, nuevo, que la Comisión propone agregar al artículo 8º, que señala: “Para establecer el uso consuetudinario, la Conadi solicitará informes a organismos públicos, centros universitarios o de investigación.". Esta disposición debe ser votada porque solo fue aprobada por mayoría en la Comisión.



Luego, deberá votarse la letra c), nueva, que dicho organismo sugiere agregar al artículo 13. Ello, igualmente, en razón de haber sido aprobada por 3 votos a favor y uno en contra.



Y, por último, habrá que pronunciarse sobre la norma que Su Señoría ha pedido votar separadamente.

El señor LONGUEIRA.- La letra c) fue aprobada por tres votos contra uno. Por eso tiene que ser votada ahora en la Sala. ¿No es así?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Pero yo estoy pidiendo votar en forma separada el inciso séptimo, nuevo, del artículo 13, que viene despachado de la Comisión por unanimidad.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Su Señoría se refiere al inciso que comienza diciendo: “No podrá la comunidad o asociación de comunidades indígenas"?

El señor LONGUEIRA.- Correcto.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En consecuencia, se votará también en forma separada el precepto indicado por el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- ¿Cuál es la cuarta votación que según usted, señor Secretario, habría que realizar?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Justamente la que Su Señoría acaba de indicar.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Por lo tanto, quedan claras las cuatro votaciones que se deberán efectuar.



En cuanto a las normas despachadas por unanimidad en la Comisión, se darán por aprobadas, exceptuado el inciso séptimo, nuevo, del artículo 13, que el Senador señor Longueira ha pedido votar separadamente.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos constitucionales relativos al quórum, de que concurren a la aprobación 19 señores Senadores.

El señor VÁSQUEZ.- Antes de comenzar las votaciones, señor Presidente, quiero consultar si el inciso segundo que se agrega al artículo 8º fue propuesto a través de una moción o de una indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde a la indicación 41 ter, que figura en el boletín que Sus Señorías tienen a la vista.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, el precepto establece: “Para establecer el uso consuetudinario, la Conadi solicitará informes a organismos públicos, centros universitarios o de investigación.". Y tengo dudas acerca de su constitucionalidad, debido a que estaría otorgando facultades especiales.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Le propongo a Su Señoría que analicemos el punto cuando se vote la disposición correspondiente.

El señor VÁSQUEZ.- Lo hago presente porque es usted quien debe pronunciarse, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Abriré discusión sobre la materia en ese momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Quiero informar al Senador señor Vásquez que la 41 ter es una indicación presentada por el Ejecutivo y concordada por todos los miembros de la Comisión. De manera que cuenta con el patrocinio necesario.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Senador.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- A continuación, entonces, se realizarán las cuatro votaciones mencionadas por el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera se refiere al inciso tercero, nuevo, del artículo 6º, que dice: “El reglamento establecerá, respecto de cada tipo de uso, la periodicidad de las prácticas o conductas.". Y concluye con la siguiente frase final: “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso".



El Senador señor Allamand pidió votar separadamente esta última frase.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo justificar por qué solicité votar en forma separada esa parte del inciso.



Si se coteja el texto que en este minuto está conociendo la Sala con aquel que aprobamos en general, comprobaremos que el trabajo efectuado por la Comisión fue muy intenso, extraordinariamente fructífero y, en algunas oportunidades, bastante polémico. Pero no hay ninguna duda de que el resultado final representa una contribución al proyecto. Además, la mayoría de las disposiciones fueron aprobadas por unanimidad.



Desde el punto de vista personal, para mí fue bien importante que en el debate legislativo se aclararan algunos aspectos relevantes. Por ejemplo, se despejó la aprensión en orden a que -se desprende claramente de la discusión y de las indicaciones- el uso consuetudinario de los espacios costeros no es considerado en la iniciativa como fuente de derecho sino como un requisito previo para la concesión de derechos por parte del Estado. Así queda meridianamente demostrado al establecerse aquí una figura de destinación y también al estatuirse con precisión que el derecho preferente consagrado en favor de los pueblos originarios podrá ejercerse, en definitiva, en la medida en que no existan otros derechos previamente constituidos.



Ahora, específicamente en relación con la norma que pedí votar en forma separada, quiero hacer presente lo siguiente. 



En verdad, en la Comisión estuvimos a punto de resolver satisfactoriamente el debate sobre el artículo 6º, que tiene que ver con lo que paso a exponer. 



El inciso segundo de dicha disposición señala que “Se entenderá por uso consuetudinario las prácticas o conductas realizadas por la generalidad de los integrantes de la asociación de comunidades", etcétera. El problema es que el uso consuetudinario podría haberse efectuado en un tiempo remoto, inmemorial. En consecuencia, resulta fundamental establecer que, para poder ejercer el derecho, debe haber una suerte de habitualidad o de permanencia en las prácticas o conductas realizadas por una comunidad. De alguna manera esto se reconoce en el inciso final del artículo, que expresa: “El reglamento establecerá, respecto de cada tipo de uso, la periodicidad de las prácticas o conductas.”.



Sin embargo, llamo la atención de la Sala sobre la última frase, que expresa: “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso.”. 



En rigor, esa frase final es una de dos cosas: o incoherente o ininteligible. Por tanto, resulta absurdo mantenerla. 



Lo que ocurrió fue lo siguiente.



En algún minuto, en la Comisión, al analizar el inciso segundo del artículo 6°, donde dice “Se entenderá por uso consuetudinario las prácticas o conductas realizadas por la generalidad de los integrantes”, discutimos la idea de poner “actualmente”. Pero entonces lo importante era precisamente colocar en la última frase que ese “actualmente” no debería, en los casos en que hubiera una interrupción involuntaria, mantenerse como requisito. Y lo que sucedió finalmente fue que, como en definitiva no se incorporó el adverbio “actualmente”, la última parte del inciso tercero quedó descompensada o desajustada del sentido natural que tenía.



En consecuencia, lo que corresponde ahora -y ese es el propósito de mi solicitud de votar en forma separada-, para hacer coherente o inteligible la norma, es eliminar la frase “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso.”, porque sencillamente, en aquel contexto, no tiene coherencia ni justificación alguna.



Y hago presente que la mencionada frase venía con una redacción distinta, en la idea de haber puesto en el inciso segundo del artículo 6° el adverbio “actualmente”. 



Por eso se produce esta, más que diferencia conceptual, disconformidad en el proceso legislativo. 



Señor Presidente, esas son las razones por las cuales creo que el inciso queda mucho mejor, mucho más coherente y mucho más razonable si se elimina la frase “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso.”. 



He dicho. 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, siendo la ley en proyecto la segunda legislación referente a los pueblos originarios, después de la Ley Indígena, ha de ser entendida teniendo como telón de fondo el proceso social e histórico concerniente a la presencia de aquellos en la República de Chile previa conquista, antes de la colonización, etcétera. 



Para ser estrictos, debemos considerar que a los pueblos originarios, como lo reconocen distintos organismos y declaraciones internacionales, les asisten derechos fundados en el uso. El problema estriba en que el respectivo Estado -en este caso, el de Chile- debe reconocerlos. Por consiguiente, se trata de armonizar el ordenamiento jurídico de la república con tales derechos. 



Entonces, no es que los pueblos originarios carezcan de derechos: tienen derechos basados en el uso consuetudinario que no han sido reconocidos por la ley chilena. 



Esta iniciativa establece un procedimiento por el cual nuestro Estado reconoce aquellos derechos. 



Ahora, resulta evidente que el problema que plantea el Senador señor Allamand existe. Pero, por otra parte, nadie puede negar que, cuando se establece la exigencia de un uso de manera habitual, se entiende que de alguna forma el uso por las comunidades indígenas debe tener cierta permanencia en el tiempo. ¿Cuánta? No se dice. ¿Puede ser remota? Difícil; porque sería bastante complejo que alguien reivindicara algo muy remoto. Pero tampoco puede ser tan actual, pues en nuestra república los pueblos originarios, desgraciadamente, muchas veces se han visto forzados en sus derechos, los cuales no han sido reconocidos, y en numerosas ocasiones las comunidades indígenas no han podido continuar de modo habitual con todos los usos a que tienen derecho. Por ejemplo, en este caso no sería tan infrecuente que alguna de ellas hubiera sido obligada por la fuerza a no ejercer sus derechos consuetudinarios. 



Por eso, en la Comisión se puso primero que tiene que haber un requisito de habitualidad; o sea, no debe ser algo esporádico, sino que ha de mediar cierta permanencia en el tiempo. Pero, en segundo lugar, se dispuso que, de haber una interrupción -por ejemplo, si, por fuerza mayor, una comunidad no ha podido ejercer esos derechos-, ella no significa que no exista habitualidad. 



Por eso, al Ejecutivo le parece adecuada la forma como quedó redactado el inciso tercero del artículo 6°. Se trata de una mezcla prudencial entre la habitualidad y las interrupciones que haya podido tener en el tiempo el uso consuetudinario para fines pesqueros, rituales, culturales, religiosos, etcétera. 



Gracias, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez. 

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto tiene como fundamento el reconocimiento de las culturas de los pueblos originarios que viven a la orilla del mar. 



Ese es el primer elemento que debemos considerar durante todo el debate transversal que efectuemos en torno a los artículos que se someterán a votación aquí, en la Sala. 



Lo dice de manera expresa por lo demás, en mi criterio, el artículo 3º cuando establece que se crea el espacio costero marino de los pueblos originarios, cuyo objetivo es resguardar el uso consuetudinario de él, y coloca la razón por la cual se preocupa de preservarlo: “a fin de mantener las tradiciones y el uso de los recursos naturales por parte de las comunidades vinculadas al borde costero”. 



Por consiguiente, aquí tenemos una definición que separa la parte productiva -la forma habitual o tradicional de alimentación y aprovechamiento de los recursos naturales provenientes del borde costero- de lo que es incluso más vinculante: mantener las tradiciones de los pueblos costeros, su cultura, sus ritos, sus creencias, sus divinidades -de haberlas-; en definitiva, mantener la identidad de dichos pueblos. Y eso tiene que dar su impronta básica, por cierto, a lo que es este proyecto de ley.



También, sin duda alguna, estamos hablando en términos de una proposición de ley que, por supuesto con terminología jurídica, se refiere a cuestiones ancestrales. 



En definitiva, el uso consuetudinario se halla determinado con el fin de constituir una costumbre como fuente de derecho. Y, seguramente, los pueblos originarios jamás entendieron que ese uso tenía como razón la generación de una fuente de derecho.



De allí que, incuestionablemente, hay que conseguir articular ambos conceptos. Y por ello entiendo que lo expresado por el Ministro señor Viera-Gallo es correcto. Porque, si nos vamos a la definición jurídica de lo que es costumbre -el uso habitual y permanente de una conducta determinada con el fin de satisfacer necesidades jurídicas-, podemos encontrarnos con una interpretación distinta. Y de lo que se trata aquí es de perseverar con esta conducta tradicional, habitual, propia, identitaria de los pueblos originarios.



En consecuencia, lo que yo entiendo de la frase final del inciso tercero del artículo 6° es que precisamente el que no se exija como habitualidad el requisito en comento indica al reglamento la necesidad de una norma específica sobre cómo debe establecer respecto de cada tipo de uso la periodicidad de las prácticas o conductas. Y, en consecuencia, señala: “¡Cuidado!, esto de habitualidad tiene una suerte de limitación que no queremos que exista en el reglamento”. 



Creo que, desde tal perspectiva, ese es para el reglamento un mandato legal adecuado y, más aún -yo diría- necesario. 



Por ello, concuerdo con la tesis sustentada por el Ejecutivo en cuanto a que es imprescindible mantener la frase en cuestión, con el fin de impedir que el día de mañana entremos en disquisiciones jurídicas que puedan desvirtuar la naturaleza misma del proyecto.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, quiero puntualizar que esta iniciativa legal beneficia a todos los pueblos indígenas costeros de nuestro país: changos, huilliches, chonos, kawashkar, yaganes, pascuenses. Todos tienen derecho, por esta vía, a optar al reconocimiento del uso consuetudinario y a que se les asocie el territorio del borde costero que en ella se indica.



¿Por qué digo eso? Porque uno de los elementos fundamentales del debate de la iniciativa, el cual tomó bastante tiempo en la Comisión, fue asegurar la debida armonización con otros usos -previos, paralelos, en fin-, de manera que ello se hiciera de modo pacífico, sobre todo por la conveniencia y la oportunidad histórica de que las etnias originarias puedan manifestar sus usos consuetudinarios y constituir un elemento de gran riqueza para la vida cultural y la identidad del pueblo chileno.



Justamente en la línea de la armonización, se prevé la participación de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero, lo cual permite asegurar las áreas y las prácticas, de modo que no se vayan topando, y el respeto a las actividades ya legalmente constituidas, planteamiento que los mismos dirigentes, en particular lafquenches, formularon en nuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



En tal sentido, el reglamento va a establecer la periodicidad de las prácticas o conductas. De manera que ahí ya estarán cubiertas las posibles interrupciones, sean forzadas, por razones climáticas, por falta de acceso, etcétera.



Por lo tanto, creo que este no es un casus belli.



Y me parece que está de más la frase “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso”, porque ello se encuentra cubierto en la oración anterior. 



Solo quería aclarar eso, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la separación de este inciso constituye un impacto no menor frente a la solicitud de muchas comunidades o asociaciones de comunidades a propósito del borde costero.



No es poco significativo, entonces, eliminar la frase en cuestión.



En el artículo 6º estamos definiendo la esencia del proyecto, que es el uso consuetudinario del borde costero, lo cual debe ser acreditado por las distintas comunidades.



Y quiero recordar la idea de legislar: establecer prioridad frente al territorio que pedirán los pueblos originarios del país, lo cual solo es factible acreditando el uso consuetudinario.



La norma pertinente se originó en una indicación presentada por el Ejecutivo, fruto del debate habido en la Comisión. Y, finalmente, se dispuso que un reglamento determinara en forma más adecuada las periodicidades, los tipos de conductas, en fin. Porque los usos son muy variados. Se puede acreditar, por ejemplo, un uso religioso con prácticas anuales o durante períodos más extensos. También hay prácticas de extracción de mariscos, las cuales tendrán otra periodicidad, por cierto.



Por lo tanto, el uso consuetudinario que deben acreditar las distintas comunidades es de muy diverso origen. Y existe todo un mecanismo para los efectos de las solicitudes correspondientes.



Aquí hay un punto fundamental, señor Presidente: si eliminamos la referida frase, muchas comunidades y asociaciones de comunidades no podrán acreditar el uso consuetudinario del borde costero. ¡Así de simple!



Cuando señalamos que las interrupciones del uso no afectarán la habitualidad, requisito esencial para acreditar dicho uso, lo único que hacemos es manifestar la voluntad del legislador en el sentido de que las comunidades puedan efectuar la acreditación correspondiente.



Por eso, dado que en muchas comunidades la habitualidad de muchos años en el uso consuetudinario del borde costero ha sido interrumpida por las más diversas razones, la eliminación de la frase cuestionada provoca un efecto no menor: se restringe notablemente la cantidad de comunidades y de asociaciones de comunidades que podrán acogerse a los beneficios de la ley en proyecto.



En consecuencia, estimo fundamental que se mantenga el texto sugerido por la Comisión, pues está mejor redactado, en la idea de que el reglamento se debe hacer cargo de las características del uso consuetudinario propias de cada comunidad: periodicidades, prácticas, conductas, etcétera.



Por lo expuesto, soy partidario de conservar el texto tal como lo propone la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solo quiero fundamentar mi posición discrepante de la planteada por el Senador señor Allamand.



Como señaló el señor Ministro, el artículo 6º en su conjunto es bastante coherente, y podría ser un mal precedente eliminar la última frase del inciso tercero. Porque es evidente que puede haber interrupciones en el uso consuetudinario, por razones voluntarias, involuntarias, etcétera. De modo que si en la votación final de este artículo, que es la norma esencial del proyecto, suprimiéramos “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso”, podríamos dar lugar a interpretaciones de la ley en una línea exactamente contraria a lo que deseamos.



Entiendo, asimismo, que “habitualidad” no se refiere a usos completamente desvinculados de los tiempos presentes, por así decirlo, en un sentido más lato.



Por consiguiente, si votáramos como nos pide el Honorable señor Allamand, daríamos una muy mala señal respecto a lo que deseamos afirmar -lo señaló el Ministro señor Viera-Gallo- en cuanto a dar valor de derecho a los usos consuetudinario, que es, a mi juicio, el elemento jurídico y cultural más central del proyecto.



En tal virtud, soy completamente contrario a eliminar la referida frase del inciso tercero.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, seré muy breve.



¡No entiendo cómo un reglamento puede establecer periodicidad para un derecho consuetudinario!



Creo que ello es altamente peligroso. Porque si un reglamento fuera a determinar qué es consuetudinario, estaríamos incorporando un elemento particularmente raro, por lo menos en términos jurídicos.



¡Lo que es consuetudinario -valga la redundancia- es consuetudinario! Es decir, se halla determinado por la habitualidad, por ciertas prácticas que se mantienen en el tiempo.



Yo no comparto lo del reglamento. Estoy de acuerdo, sí, con la última frase de este inciso, que dice: “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso”. Porque eso es lo fundamental.



Ahora, en nuestro país, las interrupciones derivan principalmente de atropellos de que han sido víctimas los pueblos originarios. Pero también, de la falta de habitualidad -como se sostiene aquí-, durante mucho tiempo, de prácticas religiosas o económicas.



En mi opinión, la frase “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso” debiera permanecer, porque es clave.



Reitero: estimo peligroso que un reglamento vaya a establecer en este caso cuál es el derecho consuetudinario. Este se define por sí solo; no es necesario que un reglamento diga qué es.



En consecuencia, me parece que, si procediéramos a ese respecto por la vía reglamentaria, estaríamos innovando el Derecho de manera extraordinariamente creativa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el Senador señor Núñez tiene razón: el artículo se halla mal estructurado.



La frase en cuestión debería ir al final del inciso anterior, donde se habla de habitualidad. Y aquí se trata de que las interrupciones del uso habitual no produzcan efecto.



Por lo tanto, sugiero colocar la oración después de la palabra “cultura” y dejar al reglamento lo que le corresponde. Con eso se resolverá lo planteado por el Senador señor Núñez, por cuanto no será ese último texto el que establecerá el punto en cuestión, el cual quedará definido en una norma de Derecho.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, me parece -y tal vez para dar satisfacción al Honorable señor Núñez- que el Senador señor Longueira se halla en lo cierto. En efecto, existen distintos usos, que, a su vez, generan distintas prácticas: algunas pueden ser religiosas; otras, económicas; en ciertos casos, solo ceremoniales, y también las hay culturales. Entonces, lo que el reglamento va a determinar no es el uso consuetudinario -tiene razón el Senador señor Núñez en cuanto a que es algo anterior a la ley, como su nombre lo indica-, sino cuál debe ser la periodicidad de las prácticas o conductas para que sean consideradas habituales. Porque, evidentemente -como lo mencionó el Honorable señor Longueira-, si se extraen mariscos una vez cada cinco meses, por ejemplo, alguien podrá decir que eso no es habitual. Sin embargo, si una ceremonia religiosa se celebra una vez al año, ese hecho configura su habitualidad.



Perdonen, Sus Señorías, si lo anterior parece una cosa alambicada, pero la explicación es esa.



Gracias.

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- La tiene, señor Senador.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en la misma línea de clarificar el sentido de la discusión a que estamos abocados, deseo manifestar que quizá no me expliqué adecuadamente en mi primera intervención.



Lo que ocurre es lo siguiente.



En la Comisión de Medio Ambiente no tuvimos ninguna duda de que el uso consuetudinario debía presentar cierta vigencia. No podía tratarse de una actividad realizada 300 años atrás y posteriormente interrumpida -ese fue el ejemplo que se dio en ese órgano técnico-, porque el concepto tiene que ver con la idea de habitualidad.



Entonces, ¿por qué surge la oración que nos ocupa? Por el propósito de reforzar esa última noción, ya contemplada en el proyecto desde su origen. Y por eso se pensó en establecer, en definitiva, que las conductas se realizaran actualmente.



Tal como lo expresó el Ministro señor Viera-Gallo, el punto radica en qué ocurriría si una comunidad indígena fuera violentada en la posibilidad de ejercer el uso consuetudinario. Y, por ello, la frase que calzaba bien era: “No afectará la habitualidad las interrupciones involuntarias del uso.”. Eso fue lo que se analizó.



Sin embargo, sucedió, en definitiva, que se rechazó la incorporación de la palabra “actualmente” después de la expresión “conductas realizadas”. Como, en la práctica, todas las modificaciones las fuimos realizando virtualmente por unanimidad y se fueron incorporando en la medida en que definíamos un texto, la última frase quedó inconexa.



Por consiguiente, para resguardar lo que señala el Ministro señor Viera-Gallo, no habría inconveniente -ese fue el sentido de lo conversado en la Comisión; y está presente el señor Subsecretario de Planificación- en que se estableciera, por ejemplo: “No afectará la habitualidad las interrupciones involuntarias del uso”. Con ello, la frase tendría sentido.



Soy consciente de que estamos en la discusión particular y de que no es el minuto de rehacer la redacción, pero aquí no se trata de una cuestión de restringir o no y de dar acceso o no al ejercicio de una actividad, lo cual es lo que se consagra. Lo que sucede es que, básicamente, se presentó un problema de redacción, sobre la base de que se iba a incorporar un concepto, lo cual no ocurrió, y la frase quedó -por así decirlo- trunca e incoherente, para exponerlo en forma objetiva.



He dicho.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero destacar que la disposición propuesta es clarísima.



En la Comisión se sugirió hacer referencia a las prácticas o conductas realizadas “actualmente”, palabra que no se incluyó, porque algunos nos opusimos considerando que muchas comunidades no iban a poder acreditar, entonces, el uso consuetudinario.



Por otra parte, la norma fue recogida como un grado de consenso frente a modificaciones que se introdujeron. Pero creo que a cualquier Senador le salta a la vista que bastaría con eliminar la frase en cuestión para que muchas comunidades no pudieran acreditar la habitualidad por las interrupciones del uso. Por lo tanto, el efecto es más que evidente.



Ahora, con respecto a lo aseverado por el Honorable señor Núñez, pienso que está bien puesto lo relativo al reglamento, donde no se pretenderá definir el uso consuetudinario. Creo que el Ministro señor Viera-Gallo lo explicó bien. Lo que ocurre es que las comunidades deben seguir una serie de procedimientos, y los usos que han de acreditar, al igual que su periodicidad, son muy variados, del mismo modo que las conductas. Entonces, dicho texto tendrá que establecer lo pertinente, a fin de que las comunidades sepan qué deben justificar ante la CONADI para poder solicitar el espacio costero marítimo. Ha de existir un ordenamiento que fije la periodicidad de las prácticas o conductas concernientes a los usos consuetudinarios.



Por consiguiente, como son fundamentales la habitualidad y la periodicidad de las prácticas o conductas, es necesario que la norma contemple lo relacionado con el reglamento. Su eliminación se vincularía a la esencia del proyecto y no sería algo menor. Es evidente que muchas comunidades no podrían acreditar la habitualidad precisamente porque en algún momento habría mediado una interrupción, voluntaria o involuntaria, del uso.



El Senador señor Núñez me está pidiendo una interrupción, señor Presidente, que le concedo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Con la venia de la Mesa, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, si lo que se acaba de plantear es tal cual se ha expresado, entonces estoy de acuerdo.



La cuestión radica en que, desde el punto de vista de la lógica -antropológica, por lo demás-, lo que conforma el Derecho consuetudinario de un pueblo son sus usos, prácticas y costumbres. Esa es la base de su permanencia cultural en una sociedad. Dentro de sus costumbres, por cierto, se hallan su religiosidad y su modo de producir o de obtener la riqueza, que es el fundamento sobre el cual la comunidad se sostiene económicamente.



Pero si solo se trata de definir exactamente la periodicidad de esas prácticas, que no se diga que a través del reglamento se determinará lo consuetudinario, porque eso me parece un absurdo total. El Derecho consuetudinario es el que se encuentra establecido más allá de la ley escrita. A eso me quería referir.



Si ese es el sentido, concuerdo con lo recién expuesto por el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Así es.

El señor ÁVILA.- Pero Su Señoría lo explicó mal.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en verdad, este no es el momento para ponernos a redactar el informe; pero, ciertamente, me hace mucha fuerza lo observado por el Honorable señor Gómez en el sentido de que si la frase que tanto discutimos, que dice: “No afectará la habitualidad las interrupciones del uso”, estuviera al final del inciso anterior, se resolvería en forma más clara lo que le preocupa al Senador señor Núñez. Porque el reglamento, en efecto, se ocupará en la periodicidad, y lo consuetudinario quedará contemplado en forma previa.



A lo mejor, ello sí se podría hacer si todos estuviéramos de acuerdo.



Y estimo del todo interesante lo relativo a las interrupciones “involuntarias”. Esta última palabra no deja de ser importante si vamos a entrar en un proceso de revisión del texto.



Por consiguiente, apoyo la proposición del Honorable señor Gómez.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Señores Senadores, primero se votará separadamente la frase en cuestión, antes de lo cual le concederé la palabra al Honorable señor García.



Luego, en el supuesto de que sea aprobada, recabaré la unanimidad de la Sala para los efectos de trasladarla al final del inciso anterior.




Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me siento mucho más interpretado por las opiniones de los Senadores señores Gómez y Arancibia en orden a agregar en el inciso segundo, después del punto seguido, la frase "No afectará la habitualidad las interrupciones involuntarias del uso".



Como inciso tercero quedaría lo demás: "El reglamento establecerá, respecto de cada tipo de uso, la periodicidad de las prácticas o conductas.”.



Me parece que esa redacción dejaría conformes a mis Honorables colegas Núñez, Gómez, Arancibia...

El señor ALLAMAND.- A mí, también.

El señor GARCÍA.- ... y Allamand, y podríamos lograr una norma bastante unánime, aun cuando no es tarea de la Sala entrar a la redacción de los artículos.



Lo anterior sería bastante bueno para el despacho de la iniciativa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se pondrá en votación, entonces, la frase final del inciso tercero del artículo 6º: "No afectará la habitualidad las interrupciones del uso".



Con posterioridad se determinará si se mantiene donde se encuentra y si existe unanimidad para introducirle alguna corrección, como han solicitado algunos señores Senadores.

El señor NOVOA.- ¿Me permite exponer una moción de orden, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Resulta importante el lugar en el que se ubique ese texto. Porque, si se aprueba como viene en el informe, la interrupción de la habitualidad se contradice, por definición, con el Derecho consuetudinario.

El señor PROKURICA.- Tiene toda la razón.

El señor NOVOA.- Eso es algo elemental. El Derecho consuetudinario se basa en el uso sostenido.



Entonces, la única posibilidad de ponernos de acuerdo es cambiar la redacción y dejar la norma de esta manera: "No afectará la habitualidad las interrupciones involuntarias del uso".

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Lo que pasa, señor Senador, es que ahora no podemos introducir una enmienda.



Se ha pedido votación separada respecto de la frase. Y, salvo que se retire la solicitud, no podemos votar sobre la ubicación de algo que ha sido cuestionado.

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quizás no me expresé bien en mi intervención inicial, pero creo que estamos volviendo a lo que habría resuelto el problema desde el primer minuto.



Si el propósito, como se ha planteado en la Sala, es precisar que no afectarán la habitualidad las interrupciones "involuntarias" del uso -ese fue el contexto de la discusión; y el señor Subsecretario de Planificación se halla presente en la Sala- y trasladar la frase al inciso anterior, en este mismo momento retiro mi petición de votación separada, pues ello soluciona la dificultad, despeja las aprensiones que aquí se han señalado y zanja adecuadamente el asunto.



Debo recordar que el concepto de "interrupción involuntaria" lo hizo presente el Ejecutivo durante la discusión legislativa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Por de pronto, señor Senador, ya se anunció que se procederá a la votación.



Ahora bien, Su Señoría está formulando dos planteamientos correlativos: uno tiene que ver con la ubicación de la frase, y el otro, con la incorporación de la idea de la voluntariedad.



Tengo la sensación de que puede existir acuerdo para el primero, pero no para el segundo. Entonces, no me resulta posible poner en votación ambas propuestas en conjunto. La salida más lógica es ir en orden.



Por lo tanto, insisto en que primero se pondrá en votación, conforme a la petición que Su Señoría hizo al inicio del debate, la mantención o no de la frase de que se trata.



Luego veremos qué mejoramientos se pueden introducir. Hasta el momento se han presentado dos: uno tiene que ver con la ubicación del inciso dentro del artículo, y el otro, con la introducción del concepto de "involuntariedad".



En votación electrónica la mantención de la frase final del inciso tercero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la mantención de la frase final del inciso tercero, nuevo, del artículo 6º propuesto por la Comisión de Medio Ambiente (15 votos a favor, 6 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Chadwick, Escalona, Espina, García, Gómez, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Kuschel, Novoa y Prokurica.


Se abstuvieron los señores Romero y Pizarro.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En seguida, recabaré la unanimidad de la Sala para los efectos de que la frase recién aprobada sea trasladada al final del inciso segundo, es decir, a continuación de las palabras "como manifestaciones de su cultura".

El señor ALLAMAND.- Perdón, señor Presidente. ¿Se incorporaría el concepto de "involuntariedad"?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- No, señor Senador.



Simplemente, estoy planteando lo relativo al cambio de lugar de la frase que se acaba de acoger.

El señor ALLAMAND.- ¿Y no se agregaría la modificación propuesta?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Para ello se requiere unanimidad.

El señor LONGUEIRA.- No hay acuerdo.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, para que quede claro, sugiero traspasar al inciso anterior la frase referida, con el agregado de la palabra "involuntarias" después del término "interrupciones".



Si existen inconvenientes para ello, dejemos la disposición tal como está.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, para hacer más corto el trámite, deseo precisar que no voy a dar la unanimidad para agregar esa palabra. Me parece que introducir lo relativo a la involuntariedad solo significará litigios y se prestará para cuestionar si la interrupción tuvo o no tal carácter.



La redacción de la norma propuesta -que contó con el consenso de la Comisión, según se consigna, y es muy clara- no se refiere al punto.



Por lo tanto, no daré la unanimidad para incorporar el término -repito-, que únicamente introducirá un elemento de conflictividad.



No veo para qué perdemos más tiempo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- La Mesa coincide en que no existe unanimidad para incorporar otra modificación. Por eso, debiéramos pasar a la votación siguiente.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo sobre la base del mejor trabajo de la Corporación y de que la técnica legislativa utilizada no se cuestione posteriormente, me parece que lo razonable es que la frase aludida quede en el inciso anterior.



Como el Senador señor Allamand propone agregar la palabra "involuntarias", lo lógico es someterla a votación.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Ello no es posible.

El señor LONGUEIRA.- No hay acuerdo.

El señor NARANJO.- No doy mi acuerdo.

El señor ÁVILA.- Yo, tampoco.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- No es una materia que se pueda resolver sobre la base de mayorías o minorías.

EL señor GÓMEZ.- Solo formulo la observación con miras a una mejor forma de legislar.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- No se registra unanimidad en la Sala.



En consecuencia, queda resuelto el asunto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, en el artículo 8º del proyecto, la Comisión recomienda agregar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:



"Para establecer el uso consuetudinario, la Conadi solicitará informes a organismos públicos, centros universitarios o de investigación".


Lo anterior fue aprobado con los votos de los Senadores señores Ávila, Horvath y Navarro. Se pronunció en contra el Honorable señor Longueira.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no creo que la votación en el órgano técnico haya sido como dijo el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así está en el informe, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- En todo caso, rechacé la proposición, en efecto, y quiero ir al fondo del porqué lo hice.



A mi juicio, el que la CONADI, para establecer el uso consuetudinario, pudiera solicitar informes a organismos públicos y a centros universitarios o de investigación redundaría en una burocracia fantástica que no tendría nada que acreditar, porque ya se ha dicho que se trata de prácticas o conductas habituales. Por tanto, la CONADI tendría absolutamente claro cómo se determinan tales usos y la ley dispondría precisamente cómo proceder al respecto.



No abrigo ninguna duda de que, si se mantiene la norma, podré mostrar a Sus Señorías -lo adelanto- que todos los estudios que se soliciten van a concluir que se acreditan los usos consuetudinarios.



Entonces, para qué agregar más burocracia; para qué dilatar el plazo en que deben entregarse las concesiones a las comunidades o a una asociación de comunidades.



Haríamos un gran favor si elimináramos burocracia y evitásemos pedir informes innecesarios, que solamente llevarían a gastar más plata del Fisco para dar cuenta de algo que la CONADI tendría claro.



En consecuencia, considero absolutamente innecesaria esta exigencia y creo que es más práctico suprimirla. Pero no conté con mayoría para eso en la Comisión. Espero que la Sala tenga más sabiduría que ella.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, no siendo un punto muy trascendente, parece que el Senador señor Longueira tiene razón. Porque el procedimiento ya es sumamente complejo: hay que ir a la Subsecretaría de Pesca, a la CONADI, a MIDEPLAN. Además, se requiere el pronunciamiento de un organismo intersectorial costero. O sea, son muchas etapas e intervienen diversas autoridades. El mecanismo es, de por sí, bastante dificultoso.



Ahora, si la CONADI quiere, pedirá un informe. ¿Pero por qué se la obliga? La norma dice: “solicitará”. 



¿Y qué pasa si nadie puede elaborar ese informe? Al final, esto se va a convertir o en un gastadero de plata o en un trámite formal. Porque, si dicha Corporación no encuentra a otra entidad que sepa, tendrá que acudir a cualquier organismo público, al que esté más cerca -el Registro Civil, el municipio-, para que le haga un informe, a fin de seguir el trámite.



Esta norma no es muy trascendente. Por lo mismo, podría eliminarse. Eso sería lo mejor.



Gracias.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, creo que debiéramos subir un poquito el nivel de la discusión, pues en nuestro país sí hay organismos -universitarios, públicos y no gubernamentales- que pueden dar información al respecto -y de manera sustantiva- a fin de fundamentar mejor las decisiones de la autoridad.



En otro punto, pido a los Honorables colegas leer el informe, porque a partir de él es posible obtener un diagrama de flujo del procedimiento previsto para establecer el uso consuetudinario de los pueblos originarios en las áreas costeras marinas. Y la verdad es que los plazos mínimos y máximos ya están definidos; por tanto, no dependen de los informes en cuestión, para nada. Estos no atrasan ni dilatan el procedimiento. Lo único que hacen es fundarlo en mejor forma.



En ese sentido, quiero hacer un llamado. Si deseamos que los pueblos originarios se establezcan en forma pacífica, tranquila, armoniosa en lo que legítimamente les corresponde, debemos respaldar la posibilidad de que la autoridad se asista y tenga un buen fundamento para tomar su decisión.



Insisto: esto no afecta ni dilata ninguna parte del procedimiento.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, según entiendo, este inciso se introdujo en el texto del proyecto ante la eventualidad de que dos o más comunidades reclamen el mismo borde de mar como uso consuetudinario. Y yo, que represento a la Araucanía Sur, sé que eso muchas veces ocurre. Es frecuente que dos comunidades -o más- aleguen tener derechos sobre un mismo territorio. Es más, en algunos casos se han producido conflictos, e incluso enfrentamientos, por ese motivo.



Frente a eso, ¿qué debe hacer la CONADI? En mi opinión, tiene que pedir antecedentes e informes a organismos públicos, centros universitarios o de investigación.



Ahora, si se deseara mejorar la redacción y hubiera unanimidad en la Sala para ello, sugeriría aprobar el inciso en la forma siguiente: “Para establecer el uso consuetudinario, la CONADI, cuando lo estime necesario, solicitará informes a organismos públicos, centros universitarios o de investigación.”. La idea es que pueda recurrir a ellos cuando se genere el conflicto, la pugna entre dos o más comunidades que aleguen derechos preferentes sobre un mismo borde costero. 



De esa forma se establece la voluntariedad de la solicitud y se permite que aquella Corporación la efectúe cuando realmente necesite el informe y no en los casos en que tenga la convicción de que el derecho consuetudinario existe en favor de determinada comunidad o asociación de comunidades.



Esa es mi sugerencia, señor Presidente. 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, probablemente la idea contenida en este inciso no sea descabellada; pero tampoco resulta imprescindible.



Pienso que, tal como aquí se ha señalado, esta norma efectivamente podría retardar todo el proceso, que ya de por sí es largo y contempla diversas instancias. Si se suscitare un litigio, una interpretación dispar entre comunidades, estas podrán exponer sus fundamentos en la etapa posterior, donde la iniciativa sí dispone que se puedan requerir informes a instituciones externas.



Entonces, dejemos que los solicitantes utilicen las distintas instancias que se consagran y que la última, que viene siendo el Ministerio de Planificación, resuelva definitivamente con el apoyo de algún organismo externo, si lo estima conveniente o adecuado. 



Sin embargo, si el procedimiento en debate, que es esencialmente burocrático, se mantiene en su ubicación actual, creo que solo estaremos contribuyendo a producir un retardo en el trámite.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la verdad es que la redacción del inciso contradice la conclusión a que se llegó colectivamente en el debate anterior. Su sentido literal es autoexplicativo. Dice: “Para establecer el uso consuetudinario”. O sea, primero se reconoció aquí que este derecho es anterior a la ley, y ahora se indica que para establecerlo vamos a consultar a terceros organismos, sean centros universitarios o de investigación. Entonces, ¿es consuetudinario o no?



Este inciso introduce una duda profunda en todo el articulado.



Yo entiendo que busca resolver un problema instrumental: la necesidad de interpretar el uso consuetudinario cuando haya litigio entre dos comunidades que soliciten el mismo espacio costero.



Pero la redacción de dicha norma no es acorde con el sentido ni con el espíritu del conjunto de la ley en proyecto.



Este punto me parece incluso delicado. En las Regiones Décima y Undécima, por ejemplo, se han otorgado concesiones acuícolas. Y, en verdad, no me parecería adecuado que un asunto tan complejo como el del derecho consuetudinario que muchas comunidades pueden reclamar en espacios costeros donde hoy existen tales concesiones fuera resuelto arbitrariamente por una tercera entidad. Eso es muy riesgoso.



Por tanto, señor Presidente, adhiero a la idea del Senador señor Longueira en el sentido de que el proyecto queda mejor sin este inciso.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Están inscritos para intervenir los Senadores señores Allamand, Gómez, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo formular varias consideraciones con relación a esta norma.



En primer lugar, respecto de lo señalado por el Senador señor Escalona, debo manifestar que el punto no parece ser exactamente el que Su Señoría ha puesto sobre la mesa. Porque, en definitiva, el uso consuetudinario siempre será una cuestión de hecho que tendrá que ser objeto de verificación. De manera que aquí no estamos ante una discusión jurídica. Tal uso debe acreditarse de alguna manera, probarse y hacerse efectivo. Por lo tanto, aquí no existe un problema jurídico, sino de simple constatación.



En segundo lugar, aunque siempre se pueden caricaturizar los argumentos y sostener que esto va a alargar los plazos, lo cierto es que tal situación, como señaló el Senador señor Horvath, no sucederá, porque los informes requeridos deberán emitirse dentro del plazo de la tramitación. En esto no habrá ninguna dilatación.



Pero, ¿cuál es el sentido de esta disposición? Otra vez traigo a colación lo que se indicó en el debate de la Comisión. La inclusión de este inciso en parte se pensó -tal como lo expresó el Honorable señor García- considerando la posibilidad de que diversas comunidades indígenas planteen derechos antagónicos. 



Además, establecimos -y así va a quedar en la ley porque fue aprobado por unanimidad y no fue objeto de indicaciones- un conjunto de publicaciones para informar a la comunidad, en atención a que terceros pueden estimar que sus derechos se han visto afectados.



Entonces, ¿cuál es la lógica de requerir esos informes? Robustecer las resoluciones que adopta la CONADI. Si esta tiene que decidir por sí y ante sí frente a eventuales conflictos entre comunidades o con terceros, se quedará sin ningún resguardo. Sin embargo, si resuelve teniendo a la vista un informe especializado, su decisión estará mucho más fortalecida, más respaldada.



En consecuencia, lo que se quiso hacer aquí es exactamente lo contrario de lo que algunos han señalado. Y no se produce ningún alargamiento de plazos, pues solo se trata de la opinión de un tercero que constata una cuestión de hecho.



¿Quién se ve beneficiado en los hechos con estos informes, que -entre paréntesis- no son obligatorios? Es obvio que, con un informe, por ejemplo, de la Universidad Austral o de la Universidad de Temuco o de la Universidad de La Frontera o de un centro de investigación o de una ONG que se dedique al tema, las resoluciones de la CONADI serán mucho más firmes que una simple decisión administrativa.



Se podrá acoger o no acoger este argumento, pero lo que pensamos quienes votamos a favor de este inciso es precisamente lo que acabo de señalar: que cuando la CONADI establezca el uso consuetudinario, lo haga debidamente fortalecida para que tal decisión no sea impugnada. 



Por lo tanto, esto no extiende los plazos y fortalece la resolución administrativa.



Ese es el sentido que tiene la norma en debate.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el Senador señor García ha hecho una propuesta: que esto no sea obligatorio. En la forma como está redactado el inciso, en mi opinión, se establece la obligatoriedad a la CONADI para pedir los informes del caso.



Por lo tanto, una fórmula de solución es que sea facultativo. En tal sentido, el inciso nuevo debería decir: “podrá solicitar informes a organismos públicos”.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- ¿Hay acuerdo unánime para reemplazar, en el inciso segundo nuevo del artículo 8º, el término “solicitará” por “podrá solicitar”? Con ello, evitaríamos buena parte de la discusión que se ha suscitado.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lo que pretendemos es beneficiar a las comunidades indígenas. Y si nosotros le entregamos la decisión a la CONADI sin que haya un informe técnico, vamos a generar un acto administrativo que puede terminar perjudicando a los pueblos originarios. Se le pide resolver con parámetros técnicos la superposición de peticiones.



Entonces -como aclaró el Senador señor Allamand-, aquí no se trata de alargar los plazos, porque estos ya están establecidos. Se busca decir: “La comunidad tanto tiene derecho a esto sobre otra, porque el informe técnico lo dispone claramente así”. Que no decida un burócrata de la CONADI, solo con su lápiz, qué comunidad tiene derecho.



Eso es lo que yo entiendo y de ese modo se resuelve el problema.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Entonces no hay unanimidad en la Sala para realizar el cambio planteado.



En todo caso, la idea sería que, en los casos en que el uso resulte evidente, la CONADI no requiera los informes respectivos, y solo los solicite cuando sea del caso.



Pero, bueno, continuemos la discusión y veamos si podemos llegar a acuerdo durante al transcurso de ella.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este inciso lo único que hace es burocratizar la forma como la CONADI debe acreditar el uso consuetudinario.



Creer que dicha Corporación no va a dictar una resolución fundada porque no está obligada a pedir un informe a una ONG o a un organismo público o a un centro universitario, me parece, a lo menos, poco serio.



En segundo lugar, obviamente aumenta el plazo. En el inciso primero del artículo 8º, se establece con claridad que la CONADI, ante una solicitud, debe acreditar el uso antes de un mes. Si nosotros obligamos a este organismo a pedir un informe a una universidad, a un organismo público o a un centro de investigación, claramente dicho plazo será inviable para resolver de forma adecuada.



Vuelvo a insistir: las resoluciones de la CONADI, como las de todos los organismos públicos, deben ser fundadas. En el caso de una petición que implique elementos conflictivos, complejidades o ambigüedades, dicha Corporación, conforme a las normas generales, sin duda va a solicitar toda la ayuda técnica necesaria.



Por lo tanto, en mi opinión, no existen razones para mantener el inciso propuesto. Lo único que logrará es burocratizar y hacer más lento el procedimiento. O sea, va por un camino absolutamente contrario o distinto de lo que verdaderamente se desea establecer.



El Senador señor Longueira me ha pedido una interrupción, que le concedo, con la venia de la Mesa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero aclarar a los señores Senadores que este artículo no se refiere a aquellos casos donde hay conflicto.

El señor VÁSQUEZ.- Exacto.

El señor LONGUEIRA.- En realidad, nada más increíble que argumentar en tal sentido, porque el artículo 8º comienza precisamente señalando que se aplica cuando no existen esos inconvenientes.

El señor VÁSQUEZ.- Así es.

El señor LONGUEIRA.- ¡Por qué no leen el artículo!



Cuando existen solicitudes superpuestas, estas se resuelven en el plan de manejo, el cual debe permitir que las comunidades que acrediten el uso consuetudinario tengan derecho al territorio pedido.



Por lo tanto, tal situación está resuelta en la forma.



El proyecto establece en otras disposiciones cómo se procede cuando dos o más comunidades reclaman el uso de un mismo territorio.



Entonces, por lo menos, seamos coherentes. 



Los informes a que se refiere este inciso no se requerirán solo cuando haya conflictos, sino siempre, incluso cuando nadie más solicite un mismo borde costero. En tal caso, la Subsecretaría -como lo dispone el inciso primero del artículo 8º- remitirá la petición a la CONADI para que emita un informe que acredite el uso consuetudinario. Y esta tendrá la convicción de ello. 



¿Y me van a decir que esto no implica más tiempo, en circunstancias de que hay que esperar un informe? ¡Obviamente que se alargará el plazo! O sea, más plazo, más burocracia. ¿Para qué? Para una situación que -leamos el artículo 8º- nadie más está solicitando. Lo único que cabe entonces es que la CONADI acredite el uso consuetudinario.



¿Se necesitan informes para dicha acreditación, teniendo presente que el reglamento establecerá lo relativo a la periodicidad, como ya lo discutimos?



Por lo tanto, quiero aclararles el panorama a los señores Senadores que pensaban que estos informes tenían sentido si había conflictividad entre comunidades sobre un mismo territorio. Cualquier solicitud que se haga, conforme a este inciso, requiere que la CONADI pida los informes correspondientes en forma obligatoria. Por eso, es burocrático e innecesario. El uso consuetudinario no precisa ser explicitado mediante ley, como aquí ya se ha dicho. Además, dicha Corporación es la responsable de acreditarlo.



 En todo caso, que quede claro que esta norma no se aplica cuando hay superposición con concesiones de acuicultura o áreas de manejo otorgadas, o conflicto entre comunidades indígenas que reclaman un mismo uso consuetudinario.



Quiero señalar al Senador señor Escalona que, de cualquier modo, esta norma regiría solamente para aquellas áreas del borde costero no entregadas.



Considero muy importante que esto se diga aquí, porque las comunidades de pueblos originarios, especialmente los lafquenches, han entendido que, tal vez, tendrán que renunciar a algunos territorios ya asignados. Pero, en  aras de que esta iniciativa legal pueda ser despachada a la brevedad, se respetan las concesiones ya vigentes. Todas. De modo que una concesión acuícola o de otro tipo no puede terminar. Y en las que se soliciten simultáneamente con la vigencia de la ley, tendrán prioridad los usos consuetudinarios de los pueblos originarios.



Pero esto no tiene nada que ver con una doble solicitud en un mismo borde costero.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, con las aclaraciones hechas,  parece bastante razonable establecer a lo menos tres o cuatro ideas centrales, las  que debemos tener claras para no seguir repitiendo argumentaciones que al final no resultan lógicas ni productivas.



La primera es que, por definición -si estamos de acuerdo en ello- debemos entender que el uso consuetudinario no necesita ley para que tenga tal característica, lo que sería antinómico. La normativa que discutimos señala cómo él  se fija, a la luz de la realidad de cada país y, en el caso del nuestro, de la legislación vigente.



Señor Presidente, después de todo lo discutido, no debería establecerse que el uso consuetudinario se dispone por ley.

El señor PROKURICA.- Se reconoce.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Se reconoce, de cualquier manera.



De modo que, para resolver la aplicación del uso consuetudinario, eso es lo primero que propondría.



La segunda modificación que sugiero dice relación a que en esta materia debería decidir la CONADI. Porque para eso se crean los organismos especializados. Eso es  obvio. No me gusta esto de que cada vez que generamos un ente relacionado con etnias, él tenga que pedir informe para todo.



Sé que es una cuestión difícil. Por eso llevamos tanto rato entrampados en ella. No es fácil encontrar una solución al respecto.



Pero también tengo que prevenir que el exceso de consultas -lo señalo, no a propósito de este tema, sino en general y para cualquier Gobierno- termina siendo oneroso, burocrático y, de repente, sesgado -lo digo con franqueza-, en la medida en que solo se recurre a ciertas instituciones para obtener los informes.



Por otro lado, resulta igualmente cierto -nada es negro o blanco- que la CONADI, a pesar de lo señalado, en algún momento puede tener una duda o  una cuestión que discutir. Porque esto será de difícil aplicación. Quienes somos Senadores de zonas como Arauco o de la Región de La Araucanía tenemos esa permanente visión.



Entonces, para ser más simple, dejaría el inciso como sigue: “Para establecer el uso consuetudinario, la CONADI podrá...”. Me parece que lo más lógico es que esta pueda solicitar informes cuando lo considere pertinente. De lo contrario, estaríamos de alguna manera llevando la ley casi a convertirse en reglamento, lo que constituye una mala norma.



Tampoco soy partidario de que se especifique que se trata de informes de organismos públicos, centros universitarios o de investigación.



¿Y qué pasaría si el centro que sabe más en nuestro país acerca de la materia no es universitario, o si los centros de investigación no poseen información al respecto?



Cuando uno enumera, termina excluyendo, pudiéndose generar una terrible discusión. En este punto, lo lógico sería disponer que la CONADI podrá solicitar informes a los organismos que ella estime pertinentes.



Es lo que quería plantear, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En su momento solicité la unanimidad de la Sala justamente para aceptar lo que Su Señoría propone, pero no hubo acuerdo. De modo que esperaremos a que los señores Senadores terminen de intervenir para resolver el punto.



Hago presente a la Sala que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos está citada para las 18:30. Por lo tanto, esta sesión se levantará antes de esa hora. Y lo ideal  sería dejar despachado el proyecto.

El señor LONGUEIRA.- ¿Cuántas votaciones quedan, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Dos, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero que se asegure que la iniciativa será despachada hoy. Lo señalo por respeto a la numerosa asistencia de los representantes de los pueblos originarios que han venido de todo el país.



Creo que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos bien podría empezar a sesionar un poco más tarde.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Estamos actuando conforme al Reglamento, y no sobre las buenas intenciones del señor Ministro.

El señor LONGUEIRA.- ¡A lo mejor los pueblos originarios que han asistido a esta sesión desean concurrir nuevamente, señor Ministro! Habría que ver qué quieren ellos. En una de esas, prefieren estar dos días aquí, en Valparaíso.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En todo caso, me parece que si nos ajustamos rigurosamente a los tiempos fijados, podremos despachar el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, cedo mi tiempo en beneficio de la pronta aprobación de la iniciativa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, solo quiero agregar un punto.



A mi entender, el problema mayor de este inciso -además de lo señalado por el Senador señor Longueira-, es que rigidiza el proceso, porque no solo obliga a pedir informe, sino, además, a solicitarlo a determinados organismos, en circunstancias de que los usos consuetudinarios pueden probarse por muchos otros medios distintos de los informes de las instituciones que aquí se determinan.



Ese solo antecedente hace necesario no aprobar el inciso.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, estoy absolutamente de acuerdo con su eliminación. Porque la CONADI no está para establecer el derecho consuetudinario, sino para respetarlo y fortalecerlo. De lo contrario, ¿para qué la Ley Indígena y la CONADI?



Este es el organismo madre en este sentido. Y la propia ley mencionada señala que, frente a alguna duda, podrá recurrir a quien estime conveniente para los efectos de resolver.



En Chile no existen dudas. Porque, a diferencia de otros lugares del mundo, en nuestro país no hay comunidades que puedan entrar en conflicto desde el punto de vista del uso de la costa. Hay grupos dentro de ellas que pueden tenerlos. Pero los pueblos originarios están absolutamente bien repartidos. Históricamente así ha ocurrido. Y si no, el huinca ya los instaló dentro de los valles. Es el caso de los diaguitas, que ocupaban la costa desde hace dos siglos. Están en los valles de Copiapó, en los de Huasco y en los de otros lugares.



Entonces, el inciso propuesto está absolutamente de más; no tiene sentido. Para eso está la CONADI. Y si ahora sostenemos que esta deberá pedir informes, ello no solo va a rigidizar el proceso, sino que generará conflictos del todo innecesarios.

El señor GÓMEZ.- ¡Votemos!

El señor GAZMURI.- ¡Sí, señor Presidente!

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En votación la norma correspondiente.

El señor GAZMURI.- ¿Los que estamos por eliminar el inciso votamos “no”?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse respecto del último inciso del artículo 8º.

El señor GAZMURI.- No, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Es el inciso segundo del artículo 8º.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI.- La tiene, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero que se precise qué se vota.



Yo solicité votación separada para eliminar el párrafo. De modo que -según entiendo-, debemos votar “sí” quienes somos partidarios de eliminarlo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador. No se trata de la norma que Su Señoría solicitó votar separadamente. Sobre la que nos ocupa cabe pronunciarse, porque fue aprobada solo por mayoría en la Comisión.



Votar “sí” significa aprobar el informe de la Comisión, que propone el inciso.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Entonces, para eliminarlo habría que votar “no”.



En votación el inciso segundo, nuevo, del artículo 8º del proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso segundo, nuevo, del artículo 8º del proyecto (14 votos contra 5 y 2 abstenciones).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Escalona, Gazmuri, Gómez, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Espina, García, Horvath y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Kuschel y Romero.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, en el artículo 13, la Comisión propone lo que sigue:



"Agregar la siguiente letra c), nueva:



"c) Por haber sido la asociación de comunidades o comunidad asignataria del área respectiva sancionada reiteradamente en los términos establecidos por el artículo 15 de la presente ley. Se entenderá que existe la reiteración indicada cuando se hayan aplicado tres sanciones por resolución ejecutoriada en el término de un año.". 



Tal norma fue aprobada por los Honorables señores Allamand, Horvath y Navarro, con el voto en contra del Senador señor Longueira.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, voté en contra de esta disposición porque soy absolutamente partidario de que las concesiones tengan un concepto lo más cercano posible al de propiedad privada. Es decir, que las comunidades puedan hacer uso de ellas en la forma en que lo estimen adecuado.



Gran parte de la discusión en la Comisión fue sobre el uso del borde costero una vez entregado a una de ellas o a una asociación de comunidades de pueblos originarios. Fue un largo debate el producido durante varias sesiones. Por fortuna, se mantuvo mi punto de vista en cuanto a que siempre que, una vez acreditado el uso consuetudinario de acuerdo con la ley en proyecto, las comunidades puedan disponer del territorio para hacer lo que quieran. La práctica del uso consuetudinario implica que -como lo dije-, si quieren vender papas fritas a los turistas, que lo hagan y ganen sus "lucas".



Por lo tanto, deseo dejar muy en claro que, a mi juicio, tienen el legítimo derecho de hacer uso de la propiedad privada de una concesión para lucrar en beneficio de sus integrantes en la forma más adecuada. 



El artículo 13 establece el término del espacio costero marino de pueblos originarios. Por lo tanto, junto con establecerse a quién se asigna, la normativa señala la manera en que podría perderse en el transcurso del tiempo. 



De acuerdo con el Ejecutivo, eran dos las causales para el término del uso del espacio costero marino, contenidas en las letras a) y b), que Sus Señorías pueden ver en el texto comparado. Sin embargo, la Comisión estimó conveniente agregar una tercera. Como soy partidario de que las restricciones sean las menos posibles, por instinto me resté a darles mi apoyo.



No creo que se deba poner término a una concesión, sino multar. Me inclino por la idea de que, cuando se comete una infracción a la ley, se castigue al que incurra en ella, y si hay reiteración, se vuelva a hacerlo.



Las causales de término establecidas en las letras a) y b) me parecían más que suficientes para que los pueblos originarios perdieran el espacio costero asignado de acuerdo con la futura ley.



No obstante, se agrega una letra c) que dice: "Por haber sido la asociación de comunidades o comunidad asignataria del área respectiva sancionada reiteradamente en los términos establecidos por el artículo 15 de la presente ley.". 



El artículo en cuestión, referido a las infracciones, consigna las situaciones que pueden ser de frecuencia u ocurrencia normal.



Si alguien quiere, por ejemplo, que se caduque la concesión asignada a un pueblo originario, bastará formar una comitiva y tratar de negar el paso por el borde costero de una asociación de comunidades. De prohibir esa posibilidad, serán amonestadas. Si son más de tres las sanciones planteadas en un año, perderán la concesión.



Para ser honesto, debo declarar que no estoy de acuerdo en que por tres causales se pierda la concesión. Como lo señalé en la Comisión, estoy a favor de multiplicar las multas o que se castigue en forma onerosa. Pero no me parece apropiado que la suma de tres de las sanciones contenidas en el artículo 15 den origen a la caducidad del espacio costero.



La letra b) es bastante obvia, porque al disolverse la comunidad se acaba la asignación.



La letra a) es muy clara también: en el fondo, establece como causal de término el contravenir el plan de administración o manejo, que es el eje. Y lo señalo para conocimiento de los señores Senadores que no han leído la norma.



Se trata de artículos aprobados de manera unánime en la Comisión. Por eso no fueron discutidos en la Sala.



El plan de manejo, entonces, es lo que deben cumplir las comunidades. Allí también se resuelve si en su origen hubo dos de ellas que solicitaban el mismo espacio costero. 



En consecuencia, estimo que los argumentos son bastante elementales. Como dije, no soy partidario de que tres causales ameriten el término de una concesión.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, los argumentos que he escuchado constituyen la peor defensa que se puede hacer de las comunidades indígenas. 



En primer lugar, porque creo que no estamos hablando de propiedad privada. Aquí no se trata de entregar algo para que se vendan papas fritas o lo que se quiera, sino de reforzar la identidad y las prácticas del uso consuetudinario de los pueblos originarios. No nos olvidemos de eso.



A mi juicio, aquí hay un eje diametralmente distinto al discurso que acabo de escuchar.



En segundo término, si uno revisa los antecedentes, comprobará que se alude a tres infracciones reiteradas y ejecutoriadas en un año. Estamos hablando de comunidades indígenas que no tienen nada que temer en este sentido. Al contrario, si alguien incurre en ese tipo de prácticas tres veces  en un año y es sancionado y ejecutoriado por los tribunales, obviamente va a perder la concesión porque no lo está haciendo bien.



En mi concepto, no solo las comunidades indígenas no deben tener recelos, sino que el artículo les da garantías ante el derecho chileno de que las cosas se van a hacer bien.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, está claro que las papas fritas no constituyen un rasgo ancestral de nuestras comunidades originarias. Tampoco nadie les va a dar, obviamente, una concesión para que vendan tal producto. ¡Eso tendría que pasar por la vía de un McDonald's en ese sitio…!



Sin embargo, creo que la letra c) es completamente innecesaria en la medida en que los aspectos sustantivos están reglados en las anteriores. Y lo único que se logra con la inclusión de este requisito u obligación es dar pie a eventuales arbitrariedades e interpretaciones que no necesariamente van en la línea del espíritu del proyecto.



Por lo tanto, creo que sería necesario omitirla y aprobar el artículo con todas las demás disposiciones, menos esta.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Antes de  iniciar la votación, tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, pensé que íbamos a discutir más tiempo este punto; pero no vale la pena si se trata  de despachar en forma rápida la iniciativa, en lo que estoy de acuerdo.



En relación con el artículo que nos ocupa, anuncio que lo votaré en contra en su totalidad, pues creo que origina confusión. 



Aquí estamos hablando de una asignación de tierras y, al mismo tiempo, discutimos la forma de concederla o de quitarla. Nos referimos a un derecho consuetudinario y, por tanto, no es admisible que se prive de él a esas comunidades. Ese es el punto.



Por eso aquí surge una confusión que provoca que tengamos tantas dificultades para ponernos de acuerdo.



En tal virtud, anuncio que votaré en contra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En votación la letra c), nueva, del artículo 13.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 8 votos por la negativa, 7 por la afirmativa y 4 abstenciones.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Gazmuri, Longueira, Ominami, Orpis, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, García, Horvath, Kuschel, Naranjo, Núñez y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Escalona, Gómez, Muñoz Aburto y Vásquez.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Las abstenciones influyen en el resultado. Debe repetirse la votación.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar la norma, 9 votos; en contra, 9 votos y 2 abstenciones.



Si se diera por repetida con igual resultado, quedaría para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- ¿Es posible dirimirla ahora?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Entonces, quedaría para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

El señor NARANJO.- Se votaría en la sesión siguiente.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, ¿la Mesa podría buscar alguna solución y pedir la unanimidad de la Sala para zanjar ahora el asunto?

El señor LONGUEIRA.- Que se vuelva a repetir. Votemos por tercera vez, señor Presidente.

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me sumo a la petición del Ministro señor Viera-Gallo. 



Propongo que nosotros demos la unanimidad para votar por tercera vez.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento unánime de la Sala para proceder a votar por tercera vez la norma en cuestión.

El señor ÁVILA.- Muy bien.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Acordado.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la propuesta de la Comisión para agregar una letra c), nueva, al artículo 13 (11 votos contra 9 y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Naranjo, Núñez, Prokurica y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Gazmuri, Longueira, Muñoz Aburto, Ominami, Orpis, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



Se abstuvo el señor Sabag.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por último, corresponde pronunciarse sobre el inciso séptimo, nuevo, que la Comisión propone agregar al artículo 13, que el Senador señor Longueira solicitó votar separadamente y que expresa: 



“No podrá la comunidad o asociación de comunidades indígenas, titulares del convenio de uso que haya sido dejado sin efecto, ni las personas naturales que las integren, solicitar dentro del plazo de dos años, la declaración de la misma área como espacio costero marino de pueblos originarios.”.



Esta norma es de quórum simple.

El señor ÁVILA.- ¿La Comisión la aprobó por unanimidad?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En discusión.

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero precisar que, efectivamente, en el informe este inciso aparece aprobado en forma unánime. La verdad es que al votarlo se produjeron dos empates sucesivos, por cuanto el Honorable señor Navarro y quien habla nos opusimos a él. Sin embargo, para no dilatar la tramitación del proyecto nos sumamos a la mayoría, lo cual consta en la parte pertinente de aquel. Por eso, al inicio de esta sesión solicité votarlo separadamente.



Advierto a los señores Senadores que no tuvieron oportunidad de asistir a la Comisión que el efecto de esa norma, en conexión con otra, es muy perjudicial, ya que establece lo siguiente: “No podrá la comunidad y asociaciones de comunidades indígenas, titulares del convenio de uso que haya sido dejado sin efecto, ni las personas naturales que las integren, solicitar dentro del plazo de dos años la declaración de la misma área como espacio costero marino de pueblos originarios.”. Además, es vinculante con la letra c), nueva -que la Sala acaba de aprobar por mayoría-, del mismo precepto, que agrega otra causal para el término de los convenios de uso, pues transcurridos seis meses desde que caduquen las concesiones, se gatillan todas las otras.



Por lo tanto, si una comunidad o una asociación de comunidades pierde, por cualquiera de las razones anteriores, el espacio costero que le fue asignado, no podrá volver a solicitarlo dentro del plazo de dos años, pero, en la práctica, nunca más. 



Es muy importante aclarar el punto, si así se pretende legislar, porque en otra norma anterior se dispone que transcurridos seis meses desde la caducidad de una concesión, ella puede ser solicitada por particulares o, eventualmente -lo que resultaría bastante curioso-, por otras comunidades originarias.



En el fondo, lo que deseo destacar es que respecto de la misma área sobre la cual anteriormente una comunidad acreditó su uso consuetudinario, en el hecho, con motivo del lapso de dos años, se gatillan otros plazos. Por ejemplo, uno de seis meses más, en el que postulan a la concesión todos los que se encuentran en lista de espera, el que implica también el cumplimiento de una serie de exigencias -entre ellas, la publicación de las solicitudes pertinentes- que se incorporaron en la iniciativa y que son muy sanas, pero que finalmente se traducen en que nunca más a una comunidad o asociación de comunidades le sea factible recuperar ese territorio. 



Tal situación se agrava más aún con lo dispuesto en la letra c) incluida en el segundo informe, la cual -como dije- agrega una causal de término del convenio de uso mucho más amplia que las contempladas en el texto original.



Esa fue la razón por la cual en la Comisión voté en contra del inciso séptimo, nuevo, que nos ocupa, ya que, a mi juicio, lo único que va a generar es conflictividad. Sería preferible que se estableciera directamente que las comunidades indígenas que se hallen en la situación indicada no podrán volver a requerir nunca más el territorio costero al cual tuvieron derecho por la vía de la acreditación de su uso consuetudinario.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me sumo a lo expresado por los Senadores señores Longueira y Ruiz-Esquide en el sentido de que mediante la disposición en debate  negamos la posibilidad de solicitar de nuevo el uso de un espacio costero a personas que a lo mejor no tuvieron responsabilidad en el término del convenio. 



Cabe recordar que la comunidad indígena es una persona jurídica y que, por tanto, son sus dirigentes quienes incurrieron en la infracción. Entonces, me parece absurdo que al resto de sus integrantes, que no tuvieron responsabilidad en ese hecho, se les impida solicitar de nuevo el reconocimiento de un derecho basado en el uso consuetudinario. 



En consecuencia, la norma en cuestión no debe ser aprobada porque significa denegar en forma automática tal derecho en caso de que por algún motivo se hubiera caducado la concesión anterior. Esto me parece extraordinariamente grave e incluso pugna con el concepto central del proyecto.



Por eso, me pronunciaré en contra. 

El señor GÓMEZ.- Votemos, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, hemos escuchado interpretaciones muy distintas respecto de las disposiciones  propuestas por la Comisión.

Voy a explicitar cuál fue el objetivo de la norma en discusión y el Senado decidirá si es correcto o incorrecto.



Aquí ocurre lo siguiente: cuando en definitiva colisionan -por así decir- las peticiones acerca de determinado espacio por parte de una comunidad indígena y de un particular no indígena, el efecto instantáneo que ello provoca -como en toda la lógica de la iniciativa, pues ese es el sentido que tiene- es que se prefiera el derecho del pueblo originario. En la práctica, se paraliza la solicitud del particular no indígena que la haya formulado.



Lo único que se quiso hacer con esta disposición -también arduamente debatida en la Comisión- fue impedir que esta suerte de reiteración de peticiones inhibiera en forma permanente la solicitud que formulara un privado no indígena respecto de un espacio costero marítimo.



Ese fue el único sentido de la norma.



Ocurre que, por la vía del funcionamiento del resto de la normativa, se produce esta inhibición que podríamos llamar “paralizante”.



En la práctica, ello significa que nunca podrá ser considerada la solicitud de ese tercero al hallarse en colisión con tal derecho.



¿Cuál es la lógica de la ley en proyecto? Si se produce una colisión entre una solicitud indígena y una solicitud no indígena, debe preferirse y prevalecer, cuando se fundamente, la que corresponde al pueblo originario.



El problema radica en que cuando aquella no es fundada, en el hecho, mediante el mecanismo señalado se inhibe de modo permanente la solicitud que efectúe el particular no indígena.



Eso es todo lo que se ha pretendido hacer en esta oportunidad.



En consecuencia, se tendrá que resolver sobre la base de dicha lógica. Por algo se incorporó el precepto que nos ocupa. Y la Sala tendrá que ver qué estima correcto o incorrecto.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no podemos legislar de manera tal que en una misma sesión entremos en una contradicción tan absurda.



Resulta que con anterioridad aprobamos otro inciso, que provocó una gran discusión en la Sala, que dice: “El reglamento establecerá, respecto de cada tipo de uso, la periodicidad de las prácticas o conductas. No afectará la habitualidad las interrupciones del uso.”.



Por lo tanto, si aprobáramos la norma en debate, estaríamos contradiciendo la que acabamos de votar a favor.



Creo que el inciso séptimo, nuevo, no debiera ir en la normativa, a efectos de darle sentido al texto aprobado anteriormente en el artículo 6º.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, entiendo la explicación del Senador señor Allamand. Pero, en verdad, de la lectura del inciso no se desprende la misma interpretación.



El texto me deja la sensación de que si a una comunidad o asociación de comunidades se le rechaza la petición de un espacio costero marítimo por cualquier razón, no podrá volver a solicitarlo hasta que pasen dos años. Eso me parece un contrasentido. ¿Por qué? Porque sucede lo mismo que -perdónenme la comparación- cuando uno va a pedir una patente comercial. Tal vez me pueden decir: “No se la damos ahora porque le falta tal certificado o completar un antecedente”. Pero, una vez conseguido el documento, no existe inhabilidad de tiempo para presentar de nuevo la solicitud. Es más: considero que debería quedar habilitado para formularla nuevamente. Eso, en virtud del derecho a la libertad de trabajo.



No entiendo el texto en la forma como lo concibe el Senador señor Allamand.



También soy partidario de eliminar el inciso porque, con franqueza, no lo comprendo en el sentido que aquí se ha señalado.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



En votación el inciso séptimo, nuevo, que la Comisión sugiere agregar al artículo 13.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Votar “sí” significa aprobar el texto propuesto por la Comisión, y “no”, rechazarlo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso séptimo, nuevo, del artículo 13 propuesto por la Comisión (16 votos en contra y 5 a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Longueira, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Horvath, Kuschel, Naranjo y Prokurica.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero agradecer en nombre del Gobierno a los señores Senadores por el empeño puesto en la discusión y elaboración de este importante proyecto, que vendría a ser la segunda ley indígena, después de que hace más de diez años se dictara la anterior.



Deseo resaltar además que los Senadores de la Oposición han planteado una reforma constitucional tendiente a reconocer la existencia de los pueblos indígenas, lo cual nos hace esperar que podamos dar un paso sustantivo en el reconocimiento constitucional de tales etnias.



Y ojalá también este mismo espíritu se expresara en la aprobación del Convenio Nº 169 de la OIT.



A ellos, a la identidad lafquenche que se halla en tribunas -en especial, los señores Adolfo Millabur, Domingo Rain, Iván Carilao y la señora Pércida Cheuquenao- y a todos los presentes les digo: chal tu mai, chal tu mai, en nombre del Gobierno.



--(Aplausos en tribunas).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Gracias, señor Ministro.



Deseo, en nombre del Senado, agradecer la forma en que desde las tribunas han seguido el debate.



--(Aplausos en tribunas).
MEJORAMIENTO DE NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTOS LABORALES CONTENIDAS EN LEY Nº 20.087

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley Nº 20.087, que establece un nuevo procedimiento laboral, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4814-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es el mejoramiento de los procedimientos laborales regulados en la ley Nº 20.087, que sustituye el procedimiento regulado en el Libro V del Código del Trabajo, profundizando los principios de celeridad y concentración, entregando al juez del trabajo las herramientas que le permitan conocer directamente la controversia que debe resolver y simplificando los procedimientos monitorio y de reclamación de multas.



La Comisión de Trabajo discutió solo en general el proyecto y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que los números 4 y 18 del artículo único tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes de 19 señores Senadores.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Deseo recabar el asentimiento unánime de la Sala para aprobarlo en general sin discusión, fijando plazo para formular indicaciones.



--Se aprueba en general el proyecto y se deja constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron a favor 19 señores Senadores.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Propongo establecer como plazo para presentar indicaciones el lunes 26 de noviembre.

El señor GÓMEZ.- Pido la palabra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, podríamos acortar un poco dicho plazo, pues resulta muy largo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se fijará el 19 del mismo mes.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la verdad es que estamos analizando otros proyectos bastante importantes en la Comisión de Trabajo.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el 26 de noviembre corresponde a la semana de trabajo en Regiones. Por lo tanto, la iniciativa no se podrá discutir en esa fecha.



Lo cierto es que requiere tramitación rápida, ya que se deben poner en vigencia las normas en los tribunales laborales.



Por eso, lo razonable sería que el plazo fuera menor, a fin de presentar las indicaciones y discutir el proyecto con prontitud.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- No hay acuerdo, señor Senador.



--Se fija como plazo para presentar indicaciones al proyecto el lunes 26 de noviembre.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma Reglamentaria.

)-------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



A la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Región de Los Ríos, solicitándole antecedentes sobre INFORMES TÉCNICOS EXISTENTES Y SUMARIOS SANITARIOS EMPRENDIDOS; al señor Director de CHILEDEPORTES de la Región de Los Lagos, requiriéndole información acerca de SOLICITUD DE CESIÓN DE BIEN RAÍZ A CLUB DE TENIS DE VALDIVIA; al señor Director subrogante de la CONAMA, pidiéndole antecedentes sobre FISCALIZACIÓN, OPERACIÓN Y PAGO DE MULTAS DE  VERTEDERO INDUSTRIAL DE LA UNIÓN; al señor Director del Servicio de Salud de Valdivia, solicitándole información referente a UBICACIÓN PROYECTADA DE NUEVO CENTRO COMUNITARIO DE SALUD FAMILIAR DE MEHUÍN, y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, requiriéndole respuesta sobre CUESTIONAMIENTOS A OBRAS DE REPARACIÓN DE VÍA FÉRREA ENTRE ANTILHUE Y VALDIVIA.


Del señor CHADWICK:


A la señora Ministra de Salud, solicitándole INVESTIGACIÓN SOBRE NEGLIGENCIA DE SAMU-RANCAGUA ANTE EMERGENCIA DE MENOR ANYELA CRUZ MUÑOZ, DE RENGO, y al señor Contralor de la Sexta Región, pidiéndole AUDITORÍA A MUNICIPALIDAD DE NANCAGUA POR EVENTUALES IRREGULARIDADES. 



Del señor ESPINA:



A los señores Ministros de Relaciones Exteriores, de Hacienda y de Agricultura, recabándoles información en torno a proyecto sobre ELIMINACIÓN DE BANDAS DE PRECIOS DE TRIGO Y HARINA Y FIJACIÓN DE DERECHO ESPECÍFICO PARA IMPORTACIONES DE ESTOS PRODUCTOS; a los señores Ministro de Obras Públicas y Alcalde de Melipeuco, requiriéndoles RED DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO PARA LONCOTRIUQUE; a los señores Ministro de Obras Públicas, Alcalde de Melipeuco y Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, a fin de solicitar PAVIMENTACIÓN DE CAMINO MELIPEUCO-ICALMA, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para requerir PAVIMENTACIÓN DE CALLES DE SECTOR EL CAÑÓN, ANGOL (todos de la Novena Región).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, pidiéndole INSTALACIÓN DE CAJA NACIONAL DE CRÉDITO PRENDARIO EN AISÉN.



Del señor NARANJO:


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole información en cuanto a PROTECCIÓN LEGAL PARA VECINOS POR CONSTRUCCIONES EN ENTORNO.


Del señor NÚÑEZ:



A los señores Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y Director de la CONAMA de Atacama, relativo a RAZONES PARA SUSPENSIÓN DE PROYECTO DE PARQUE EÓLICO “SEÑORA GABRIELA” EN COMUNA DE CALDERA (Tercera Región).


Del señor PÉREZ VARELA:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole información sobre ADOPCIÓN DE MEDIDAS RESPECTO DE CAMPAMENTOS EN LOTA.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole informar sobre DENUNCIA DE UNIÓN COMUNAL DE JUNTAS DE VECINOS DE SAN PEDRO EN CUANTO A ERROR EN DISEÑO DE PUENTE SAN ISIDRO EN COMUNA DE QUILLOTA; a los señores Ministro de Agricultura y Director Nacional del INDAP, con el objeto de que consideren EXENCIÓN A AGRICULTORES DE COMUNAS DECLARADAS EN EMERGENCIA Y ZONA DE CATÁSTROFE DE APORTE PARA OBRAS DE RIEGO MENOR; a los señores Director General de la Policía de Investigaciones de Chile y Subsecretario de Investigaciones, a fin de plantearles FACTIBILIDAD DE PREFECTURA EN QUILLOTA Y DE UNIDAD POLICIAL EN QUINTERO, y al señor Secretario Ejecutivo de Comisión Nacional de Riego, solicitándole CREACIÓN DE CONCURSO ESPECIAL DE RIEGO EN COMUNAS DE PETORCA, CABILDO, LA LIGUA, NOGALES, HIJUELAS Y PUTAENDO (todas de la Quinta Región).
)-------------(
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:19.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 58ª, ORDINARIA, EN MARTES 16 DE OCTUBRE DE 2.007.


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Ominami.


Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones quincuagésima sexta y quincuagésima séptima, ambas ordinarias, de 9 y 10 de Octubre de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA
Mensajes



Siete de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con los seis primeros retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (Boletín Nº 4.321-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (Boletín N° 4.814-13).



Con el último, retira y hace presente la urgencia “simple” respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, estableciendo obligación que indica (Boletín N° 5.044-01) y remite la nómina  de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.464, y otorga otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.085-04).



-- Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



Con el tercero, solicita el acuerdo del Senado para archivar, a solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, el proyecto de ley que exime del cumplimiento de los requisitos establecidos en el Código de Aguas para cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, durante el plazo que indica (Boletín N° 5.152-09).



-- Se accede al archivo solicitado. 



Con el cuarto, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (Boletín N° 4.915-19).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el último, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.012-03).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia de la sentencia dictada en relación con la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad  formulada en contra de la letra d) del artículo 17 y el artículo 19 de la ley N° 18.216.



-- Se toma conocimiento.  



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los temas tratados por el Grupo Parlamentario de Amistad Chileno Japonés.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo al aporte que realiza el personal activo del Ejército de Chile a favor de la defensa judicial de militares que están siendo procesados por violaciones a los derechos humanos.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Vásquez, Escalona y Muñoz Barra, referido a la necesidad de enviar a tramitación un proyecto de ley para desafectar tierras indígenas y otorgar facultades al Director de la CONADI, en las materias que indican.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros, contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, al abastecimiento de combustible en el aeropuerto de Balmaceda, a la conexión vial entre Puerto Chacabuco y Quiltralco, en la XI Región, y a la regularización de derechos de agua para las pisciculturas de la XI Región.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativo a las obras de conservación en caminos de las Islas Huar y Puluqui, Región de Los Lagos.



Con el quinto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, respecto de la participación de los regantes en los beneficios económicos de las centrales hidroeléctricas asociadas al embalse Ancoa, en la provincia de Linares.



Con el sexto, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al embalse Río Purén.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual contesta un oficio remitido enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, relativo al subsidio para ampliación y reparación de viviendas del sector rural.



De la señora Ministra de Agricultura subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al proyecto de construcción del “Embalse Río Purén”, en la Región de La Araucanía. 



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el funcionamiento de la Agencia Regional de Desarrollo Productivo (ARDP) de la XI Región.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a denuncias que afectarían a la línea aérea Sky.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a información sobre las bandas o pandillas delictuales que actúan en las diversas comunas del país.



Del señor Gerente General de la Empresa Portuaria de Arica, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la situación actual y futura del puerto de Arica.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (Boletín N° 4.065-08).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado (Boletín N° 3.620-13).



De las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.742-13).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, con el objeto de corregir la falsedad en la información declarada (Boletín Nº 5.043-01).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en los siguientes proyectos de ley, respectivamente: el que modifica la Ley de Tránsito, en materia de carreras ilegales de vehículos motorizados (Boletín Nº 4.507-15); el que modifica la ley N° 18.290, Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar la sanción por conducir vehículos a alta velocidad de acuerdo al exceso en que se incurra (Boletín N° 5.088-15); el que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por conducir a exceso de velocidad (Boletín N° 5.124-15), y el que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, y otros cuerpos legales, incorporando como infracción gravísima conducir vehículos en competencia con otros, estableciendo el comiso de los mismos (Boletín N° 5.144-15).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, recaído en los siguientes proyectos de ley, respectivamente: el que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas y el relativo al cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas (Boletines N° s 4.838-09 y 4.840-09, refundidos), y el que se refiere al término de procedimiento de cobro de deudas ante Juzgados de Policía Local, en caso que señala (Boletín Nº 4.826-07).



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece procedimiento de saneamiento y regularización de loteos (Boletín Nº 4.981-14).



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.030-04).



-- Quedan para tabla.
Moción



De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica, a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no puedan procurárselas por sí mismas (Boletín N° 5.408-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Declaración de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que fija el 21 de septiembre de cada año como feriado para la provincia de Chiloé y para la Región de Magallanes y Antártica Chilena.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Solicitud de Desarchivo



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual solicita el desarchivo del proyecto de ley que dispone la obligación de dar cuenta anual de la actividad parlamentaria (Boletín N° 1.812-07).



-- Se accede al desarchivo solicitado y el proyecto vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En relación con el desarchivo anteriormente acordado, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro.

____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Retirar del Orden del Día de esta sesión, incorporándolo en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 4 de diciembre del año en curso, el proyecto signado con el número 1, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones (Boletín Nº 5.187-03).


2) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de las siguientes iniciativas legales, hasta las 12:00 horas del día lunes 29 de octubre en curso:


a) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y de los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, sobre juegos de azar ilícitos (Boletín Nº 3.935-07).


b) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín Nº 4.627-19) (con urgencia calificada de “simple”).


3) Autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (Boletín Nº 268-07).

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor  Chadwick, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, correspondiente al Boletín Nº 4.438-07, hasta las 12 horas del próximo lunes 29 de octubre del año en curso.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien reitera los planteamientos que efectuara en la sesión 57ª, ordinaria, de 10 de octubre recién pasado, en relación con su desacuerdo con el trámite que se da a los proyectos de acuerdo que son presentados por los señores Senadores y en especial, porque se le indicó en esa oportunidad por la Mesa que este tema sería tratado por los Comités, lo cual, hasta la fecha, no ha ocurrido.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Coloma, Vásquez, Novoa, Ávila y Letelier.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Coloma hace presente la necesidad de que la Mesa determine cuáles son las atribuciones y obligaciones que tienen las Comisiones técnicas en relación con los proyectos de acuerdo.



Por su parte, el Honorable Senador señor Vásquez recordó que los Comités acordaron este procedimiento en razón de las dudas que existían respecto de la constitucionalidad de estos proyectos de acuerdo, luego que la Cámara de Diputados manifestara su objeción por entender que con ellos el Senado estaba ejerciendo labores de fiscalización.



Al intervenir, el Honorable Senador señor Novoa planteó, además de lo señalado por el Honorable Senador señor  Vásquez, que la decisión que adoptaron los Comités en esta materia, se fundó en el hecho que, de manera creciente, se fueron presentando proyectos de acuerdo que no eran analizados debidamente y en muchas oportunidades no se podían dar por aprobados por falta de quórum y añadió que tradicionalmente los acuerdos del Senado se reservaban para temas de bastante importancia, lo cual no ocurría en la actualidad.
- - -



Durante su intervención, además, el Honorable Senador señor Novoa solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Así se acuerda.

- - -



En relación con el procedimiento para la tramitación de los proyectos de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien explica que la resolución que adoptaron los Comités sobre el particular estableció que los proyectos de acuerdos presentados por los señores Senadores, luego del examen de admisilidad constitucional efectuado por la Mesa, fueran enviados a la Comisión técnica respectiva para ser informado como cualquier iniciativa. 



Finalmente, el señor Presidente anuncia su compromiso de tratar este tema en la próxima reunión de Comités e insta a los señores Senadores que asistan a ella con proposiciones concretas para abordar este tema.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Arancibia, Larraín y Prokurica y de los ex Senadores señores Boeninger y Silva Cimma, que concede beneficios a condenados y procesados por delitos que indica, con informe de la Comisión de Derechos 

Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Socialista solicitó segunda discusión en la sesión 57ª, ordinaria, de 10 de Octubre del año en curso.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede beneficios a condenados y procesados por delitos que indica, correspondiente al Boletín Nº 3.983-07.


Agrega que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan en el acta de la sesión precedentemente señalada. 

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia, Prokurica, Letelier, Larraín, Gómez, Gazmuri y Ávila.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gómez, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 135 del Reglamento del Senado y en representación del Comité Partido Radical Social Demócrata, solicita aplazamiento de la votación de esta iniciativa.



Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri, de conformidad a lo dispuesto en el Nº 1 del artículo 131 del Reglamento del Senado, formula indicación para aplazar la discusión de este asunto.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala, en atención a la naturaleza del asunto respecto del cual se ha solicitado el aplazamiento de la discusión, que ella se continué la última semana de octubre.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien señala que durante esa semana algunos señores Senadores se encontrarán fuera del país y agrega que debería recabarse el acuerdo de la Sala para dar por cerrado el debate respecto de este asunto de manera de que sólo quede pendiente su votación, proponiendo que ella se realice, por lo señalado precedentemente, la primera semana de noviembre del año en curso. 



En seguida, el señor Presidente propone a la Sala que la votación de este proyecto se efectúe el día miércoles 7 de noviembre, declarando cerrado el debate respecto de este asunto.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien consulta acerca de la convocatoria a una sesión especial para analizar el tema relativo a la distribución del ingreso y la concentración de la riqueza.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que la decisión en esa materia le corresponde a los Comités.

_____________

Proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Núñez, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título profesional de Geólogo entre aquéllos que requieren el grado de licenciado universitario, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Núñez, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título profesional de Geólogo entre aquéllos que requieren el grado de licenciado universitario, correspondiente al Boletín Nº 5.037-04.


Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por tratarse de un proyecto de artículo único y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.


Finalmente, el señor Secretario General hace presente que esta iniciativa tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 Nº 11 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en  ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



En primera discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El proyecto queda para segunda discusión.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien se refiere a la necesidad de que se adecue el trabajo de la Cámara de Diputados y del Senado durante la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos, planteando la posibilidad de que durante ese período ambas Cámaras suspendan la sesiones ordinarias de comisiones y  de Sala.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis y agrega que sería conveniente que este tema fuera abordado, antes del despacho del proyecto, por la Comisión Mixta Especial de Presupuestos, con el objeto de que adopte una decisión al respecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha llegado la hora de término del Orden del Día de esta sesión.

___________

INCIDENTES



El señor Secretario General subrogante informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Subsecretario de Educación, solicitando información acerca del estado de avance de las obras de reposición de la escuela de Antilhue, en comuna de Los Lagos, Región de Los Ríos.



Del Honorable Senador señor Bianchi a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la XII Región, solicitando que informe acerca del procedimiento existente para la fijación de los turnos de atención de las farmacias de la Región y de las características y obligatoriedad de los mismos.



De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina, requiriendo la instrucción de un sumario con el objeto de investigar las circunstancias en que se practicó la autopsia al menor Ignacio Chamorro Cuevas, asesinado en el mes de Agosto de 2.007.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los problemas de abastecimiento de agua potable y de suministro eléctrico que afecta a la Escuela Francisco Coloane, ubicada en la Isla Santa María, comuna de Coronel y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Obras Públicas y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coronel, para que informen sobre el particular. 


Asimismo, el señor Senador se refiere a los problemas de electrificación que, en su conjunto, afectan a dicha Isla y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, a la señora Intendenta de la VIII Región y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coronel, requiriendo información acerca de los proyectos existentes para dotar a la Isla Santa María de una adecuada red eléctrica y de si existen iniciativas para esa localidad basadas en la energía eólica.



Luego, el Honorable señor Senador reitera el oficio dirigido, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo la ejecución del proyecto de construcción de un camino entre Puerto Sur y Puerto Norte, en la Isla Santa María.



En seguida, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la llegada al país de cien familias palestinas provenientes de los campamentos de las zonas de Siria e Irak y solicita reiterar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que informe acerca de las condiciones bajo las cuales se desarrollará esta iniciativa.



A continuación, el señor Senador expresa su preocupación por el anunciado corte de suministro de agua potable para los próximos días que afectará a las ciudades de Concepción y Talcahuano - por un período de 48 horas- y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Superintendente de Servicios Sanitarios y al señor Gerente General de la Empresa Essbio, para que se disponga la postergación de la medida y la realización de las labores de reparación necesarias, de manera de minimizar sus efectos para la población de dichas ciudades. 


Luego, el Senador señor Navarro se refiere a la veda de la merluza dispuesta en la VIII Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Subsecretario de Pesca y Director del Servicio Nacional de Pesca, para que dispongan la entrega de los informes emitidos por el Instituto de Fomento Pesquero acerca de esta medida.



Finalmente, el señor Senador se refiere a las brigadas de tránsito de los establecimientos educacionales de la Octava Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, para que informe acerca de su funcionamiento y financiamiento.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a los problemas que ha ocasionado en la población de la comuna de Montepatria el funcionamiento de la empresa generadora de electricidad “Elektra 6 S.A.”, debido al intenso ruido que provocan sus motores y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director de la Comisión Regional de Medio Ambiente de la IV Región, para que informe sobre el particular y, en especial, sobre las condiciones técnicas bajo las cuales funciona dicha empresa.



A continuación, la señora Senadora se refiere al retiro del servicio de  Internet a la escuela rural del sector denominado La Isla, en la comuna de Combarbalá  y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la IV Región y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de esa Comuna para que informen acerca de esta decisión. 


Luego, la Senadora señora Matthei se refiere a los problemas ambientales que se producen por la gran cantidad de desperdicios que dejan los feligreses, el primer domingo de mayo de cada año, con motivo de la fiesta religiosa que se celebra en la localidad de La Isla, de la comuna de Combarbalá y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de esa Comuna, para que adopte las medidas correspondientes.



En seguida, la señora Senadora se refiere a la situación que afecta a los habitantes de la localidad de la Isla, quienes no obstante no ser propietarios de sus viviendas, pagan contribuciones y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la IV Región para que efectúe el respectivo estudio de títulos, de manera de esclarecer esta situación. 



Finalmente, la Honorable Senadora señora Matthei solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Contralor General de la República para que informe sobre la calidad de los medicamentos que se están suministrando en la Ilustre Municipalidad de Combarbalá y disponga una investigación acerca de los dineros que administra el Departamento de Salud de esa Comuna.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo, el Comité Partido Demócrata Cristiano, el Comité Mixto Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente y el Comité Partido Renovación Nacional e Independiente.


Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
SESION 59ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 17 DE OCTUBRE DE 2.007.

Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Ominami y de los Honorables Senadores señores Núñez y Gazmuri, en calidad de Presidentes accidentales.

Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Asisten, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima sexta y quincuagésima séptima, ambas ordinarias, de 9 y 10 de Octubre de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA
Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira la urgencia que había hecho presente al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).


-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios


Seis del señor Ministro del Interior subrogante:


Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos, respectivamente, a la adquisición de un equipo para una mejor fiscalización del narcotráfico en el control fronterizo de Chacalluta, y a los estudios acerca de la disminución de la tasa de natalidad que se observa en el país.


Con los dos siguientes, contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a los costos que ha debido asumir el Estado como consecuencia  de los eventos sísmicos que han afectado a la XI Región, y a los créditos a los que pueden acceder los pequeños empresarios y comerciantes de la XI Región.


Con el quinto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la ayuda que se debe otorgar a los habitantes de la localidad de Lonquimay, como consecuencia de las inclemencias climáticas que afectaron a dicha zona del país.


Con el último, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, mediante el cual solicitó que se declarara Zona de Catástrofe y Emergencia Agrícola a las provincias de Petorca, Quillota, San Felipe y Los Andes, como consecuencia de las heladas que afectaron a dichas zonas.


Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los créditos a los que pueden acceder los pequeños empresarios y comerciantes de la XI Región.


De la señora Ministra de Salud, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la atención que se otorga, en los Centros Comunitarios de Salud Mental Familiar (COSAM), a las víctimas de delitos.


Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio del Honorable Senador señor Espina, referido a los problemas de aguas servidas en la comuna de Los Sauces, de la IX Región.


Informe de la Delegación de Parlamentarios que concurrió a la 117a Asamblea de la Unión Interparlamentaria, efectuada entre el 8 y el 10 de octubre del año 2007, en Ginebra, Suiza.


-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Minería con el objeto de mantener la existencia de los Boletines Oficiales de Minería (Boletín Nº 4.728-08).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.080-11).


-- Quedan para tabla.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Escalona, Muñoz Aburto, Navarro y Núñez, mediante el cual se condena la represión efectuada por la Junta Militar que gobierna Myanmar, y se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Relaciones Exteriores para que el embajador de Chile ante la Organización de Naciones Unidas, realice gestiones para la adopción de medidas que eviten un mayor sufrimiento al pueblo birmano (Boletín N° S 1.017-12).


-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz (Boletín N° 5.417-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que declara el día 21 de septiembre de cada año, como “Día del Navegante Chilote y del Territorio Chileno Austral” (Boletín N° 5.416-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Frei, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 29 de octubre del presente año.


-- Se otorga el permiso solicitado.

Comunicaciones 


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual propone el archivo del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Gómez, Espina y Larraín, que modifica el Código Penal, estableciendo sanciones específicas, para proteger la labor de los fiscales del Ministerio Público (Boletín Nº 4.872-07), pues la materia de que trata dicho proyecto fue regulada con mayor latitud y precisión en el proyecto de ley que brinda protección a los Fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública, en el ejercicio de sus funciones (Boletín N° 5.103-07), iniciativa que ya fue aprobada por esta Corporación.


-- Se toma conocimiento y se accede a la petición de archivo indicada.


Del Honorable Senador señor Ominami, mediante la cual solicita el retiro de tramitación del proyecto de ley de su autoría, que modifica el Código Civil y el Código de Procedimiento Civil, en materia de bienes inembargables (Boletín N° 5.264-07).


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa una comunicación del Honorable Senador señor Flores, mediante la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 18 de octubre del presente año.


-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -


En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé; para ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica, correspondiente al Boletín N° 5.080-11, respecto del cual se ha dado cuenta del informe de la Comisión de Hacienda, sea incluido en el primer lugar de la Tabla del día de hoy. 


Consultada por el señor Presidente la opinión de la Sala para discutir la iniciativa como si fuera de Fácil Despacho, así se acuerda.

______________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica, con informe de la Comisión de 

Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga facultades para la creación del Servicio de Salud Chiloé, ordenar el traspaso del Hospital Hanga Roa al Servicio de Salud Metropolitano Oriente y modificar las leyes de planta que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.080-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.

Agrega que este proyecto fue aprobado en general por la Sala en sesión 53ª, ordinaria, de 2 de octubre del año en curso y, al no haberse formulado indicaciones respecto de esta iniciativa de ley, correspondía darlo por aprobado en particular. Sin embargo, añade, el proyecto requería informe de la Comisión de Hacienda, la cual le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag, en los mismos términos en que lo aprobó en general el Senado, es decir, tal como lo despachó la Honorable Cámara de Diputados. 

- - -


A continuación, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto de ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley despachado por el Senador es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para crear, en la Región de Los Lagos, el Servicio de Salud Chiloé, que será el continuador legal del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena, con los mismos derechos y obligaciones que a éste correspondían en la provincia de Chiloé.


El Servicio de Salud Llanquihue Chiloé Palena pasará a denominarse Servicio de Salud del Reloncaví.

Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Fijar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Chiloé.


Asimismo, en el ejercicio de dicha atribución, podrá establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de la ley Nº 19.882, la fecha de vigencia de la planta, la dotación máxima de personal y todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije.  En todo caso la dotación de personal que se determine podrá incluir una expansión de hasta sesenta y tres cargos regidos por la ley N° 18.834 y ciento treinta y dos horas semanales regidas por la ley Nº 19.664.


La planta que se fije incluirá los cargos que, a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren asignados o sean desempeñados en los establecimientos de salud que dependen del Servicio Llanquihue-Chiloé-Palena que se transfieran al nuevo Servicio de Salud Chiloé, correspondiendo a este último sólo aquellos que pertenezcan a dichos establecimientos, con sus mismos grados de la Escala Única de Sueldos o número de horas de las leyes Nº 19.664 y Nº 15.076, según corresponda. Del mismo modo, la dotación que se fije a dicho servicio considerará todos los empleos que a esa fecha estén asignados a los establecimientos mencionados.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente de la República, podrá crear, además, hasta dieciocho cargos en la planta de directivos del Servicio de Salud de Chiloé, los que se proveerán conforme a la normativa legal que corresponda a sus niveles jerárquicos.


En el caso del cargo Director de Hospital, asignado al Hospital de Castro, podrá adecuarse el grado fijado en la Escala Única de Sueldos accediendo, por el solo ministerio de la ley,  el funcionario que lo sirva en calidad de titular a la fecha de publicación del decreto con fuerza de ley a que se refiere esta letra, al nuevo grado que se determine en este acto administrativo.


b) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata desde el Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena al Servicio de Salud Chiloé, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del Servicio de Salud Llanquihue-Chiloé-Palena.


c) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud del Reloncaví, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior. 


d) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


i) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado y del que no se traspase.


ii) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado y del que no se traspase. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


iii) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


iv) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


v) Los nuevos requisitos que se fijen para la planta del Servicio de Salud Chiloé no serán aplicables al personal que se traspase por aplicación de esta ley.


e) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena ubicados en la provincia de Chiloé, al Servicio de Salud Chiloé. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para anotarlo en el correspondiente Registro. 


Artículo 3°.- Sustitúyese el texto del párrafo décimo del inciso primero del artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido,  coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469, por los siguientes párrafos décimo y undécimo, nuevos:


“Uno en la Región de los Ríos: Valdivia.


Tres en la Región de Los Lagos: Osorno, del Reloncaví y Chiloé.”.


Artículo 4°.- Por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, se conformará el presupuesto del Servicio de Salud del Reloncaví y el del Servicio de Salud Chiloé, y traspasará a este último los fondos del Servicio de Salud Llanquihue - Chiloé - Palena necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo 5°.- El nuevo Servicio de Salud entrará en funciones el primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley que lo cree. En la misma fecha entrará en vigor el artículo 3º de esta ley. 


Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata, que se desempeñan en el Hospital Hanga Roa en la provincia Isla de Pascua, desde el Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio al Servicio de Salud Metropolitano Oriente, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular  de planta, y de los cargos que se sirven, se efectuará en el mismo grado y jornada de trabajo semanal que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta del servicio de origen.


b) Readecuar la planta y la dotación de personal del Servicio de Salud Valparaíso – San Antonio y del Servicio de Salud Metropolitano Oriente, como consecuencia del ejercicio de la atribución otorgada en el literal anterior.


c) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las mismas restricciones que las señaladas en la letra d) del artículo 2º de esta ley. 


d) Disponer la transferencia de todos los bienes muebles e inmuebles pertenecientes al Servicio de Salud Valparaíso - San Antonio, ubicados en la comuna de Isla de Pascua, al Servicio de Salud Metropolitano Oriente. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se deberá individualizar los bienes muebles e inmuebles que se traspasen.  La transferencia de los bienes inmuebles se efectuará mediante inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces con el sólo mérito de una copia autorizada del decreto supremo indicado. De la misma manera se procederá al traspaso de vehículos motorizados para su anotación en el correspondiente Registro.


Artículo 7°.- 
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007 será de hasta la cantidad de $ 919.476 miles, considerando para su efecto el año completo y se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.

A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que, respecto del primer asunto del Orden del Día de esta sesión, esto es, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables, correspondiente al Boletín Nº 4.030-04, el Ejecutivo ha retirado la urgencia calificada de “simple”, por lo que corresponde comenzar con la iniciativa que figura en el segundo lugar, es decir, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional, correspondiente al Boletín Nº 4.742-13.
- - -

Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Núñez, quienes solicitan que se recabe el acuerdo de la Sala para que el asunto que figura en el cuarto lugar del Orden del Día de esta sesión, esto es, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, correspondiente al Boletín Nº 4.065-07, sea discutido inmediatamente, como si fuera de Fácil Despacho.


Así se acuerda.

________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, con segundo informe de la Comisión de Minería y 

Energía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado precedentemente por la Sala.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, correspondiente al Boletín Nº 4.065-07.

Agrega que la Comisión de Minería y Energía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones: Artículos 1, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 permanentes y los artículos primero segundo y tercero transitorios.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 3, 4, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13 y 14.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 17.


4.- Indicaciones rechazadas: Indicación N° 15.


5.- Indicaciones retiradas: Indicaciones números 1, 6, 11, y 16.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hubo.


El señor Secretario General añade que todas las modificaciones efectuadas por la Comisión de Minería y Energía al proyecto aprobado en general, fueron acordadas por unanimidad, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.

- - -


A continuación, el señor Presidente, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado, declara aprobadas todas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, esto es, los artículos 1, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 permanentes y los artículos primero, segundo y tercero transitorios.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las modificaciones efectuadas al texto aprobado en general, que fueron acordadas unánimemente, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

“Titulo I

Del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras


Artículo 1º.- Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras. Créase un Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en adelante “el Registro”, en el cual se podrán inscribir todas aquellas personas que cumplan con los requisitos y condiciones que señala esta ley y su reglamento.


Este Registro será administrado por la Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, en adelante la “Comisión Minera”, a que se refiere el Título II de esta ley.


Artículo 2º.- Personas que pueden inscribirse en el Registro. Quien se inscriba en el Registro se denominará para los efectos de esta ley, “Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras”. Deberá ser persona natural y cumplir con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias que se dicten para tal efecto.


Artículo 3º.- Requisitos de inscripción. Las personas que deseen inscribirse en el Registro deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Poseer un título profesional de alguna de las carreras relacionadas con las ciencias vinculadas a la industria minera.


b) Tener una experiencia de a lo menos 5 años.


El procedimiento, la forma, plazos y demás condiciones necesarias para inscribirse en el Registro, serán establecidos en el reglamento a que se refiere el artículo 1º precedente.


Tratándose de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras inscritas en un Registro Extranjero que haya sido reconocido por la Comisión Minera, para que éstas puedan válidamente suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos, bastará con que acrediten tal inscripción mediante un certificado debidamente emitido por la entidad extranjera a cargo del Registro correspondiente, sin necesidad de proceder a su inscripción en el Registro a que se refiere el presente Título. Para los efectos del reconocimiento de un Registro Extranjero de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, la Comisión Minera tomará en consideración el trato que aquellos Registros dan a los chilenos, bajo condiciones similares a las contempladas en esta ley y su reglamento.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por informe técnico todo documento elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, cuyo objeto sea proveer de información científica o técnica concerniente a las actividades de exploración, desarrollo y producción de una propiedad minera. Asimismo, se entenderá por reporte público cualquier declaración verbal o escrita, cuyo destinatario final sea una entidad reguladora, inversionistas o el público en general, con independencia del medio de comunicación utilizado, efectuada por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, y que se refiera a las características generales de uno o varios yacimientos minerales, en especial, a los resultados de las labores de exploración realizadas en los mismos.


Artículo 4º.- Prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades. No podrán inscribirse en el Registro, ni podrá encomendárseles labores de estimación, categorización, y evaluación de recursos y reservas mineras, a las siguientes personas:


a) Las personas afectas a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los números 1º y 3º del artículo 35° y números 1º, 2º y 4º del artículo 36° de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas. La inhabilidad que afecta al fallido cesa desde que es rehabilitado.


b) Los que hayan sido sancionados por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia en su caso, conforme a las causales descritas en el artículo 20 de esta ley o por los ilícitos contenidos en los artículos 61 y 164 y siguientes de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.


c) Los funcionarios y empleados del Banco Central de Chile y de las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo 5º.- Certificación de vigencia. La Comisión Minera deberá certificar la vigencia de la inscripción de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras en el Registro a que se refiere este Título, siempre que ésta haya dado cumplimiento, a esa fecha, a las obligaciones que le impone esta ley, su reglamento y las normas complementarias que se dicten para tal efecto. Para todos los efectos legales, la certificación de vigencia tendrá una validez sólo para la gestión solicitada.

Título II

De la Comisión Calificadora de Competencias

en Recursos y Reservas Mineras


Artículo 6º.- Comisión Minera. Funciones. Autorízase al Instituto de Ingenieros en Minas de Chile, al Colegio de Geólogos de Chile A.G., al Colegio de Ingenieros de Chile A.G., a la Sociedad Nacional de Minería y al Consejo Minero, para concurrir conjuntamente a la formación de una persona jurídica de derecho privado denominada Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, que se regirá por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley y su reglamento.


La Corporación que se cree en virtud de la autorización concedida en el inciso anterior tendrá las siguientes funciones privativas:


a) Administrar el Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras a que se refiere el Titulo I de esta ley, y emitir los certificados a que se refiere esta ley y su reglamento.


b) Dictar el Código para informar sobre la estimación, categorización y evaluación de Recursos y Reservas Mineras, en adelante el "Código", como asimismo aprobar sus modificaciones y actualizaciones conforme a los avances tecnológicos y económicos que la industria minera vaya experimentando, y a los estándares contenidos en los Códigos internacionales existentes sobre la materia.


c) Proporcionar asistencia técnica en materias de su competencia a la Superintendencia de Valores y Seguros, a otras entidades reguladoras o a los Tribunales de Justicia, cuando éstos lo requieran.

d) Solicitar para su revisión en cualquier tiempo, de oficio o a petición fundada de parte interesada, un informe técnico o reporte público preparado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para los fines descritos en esta ley. Dicha revisión tendrá por objeto determinar si el informe o reporte se ajusta a las normas, metodologías y procedimientos establecidos en el Código y demás normas técnicas que se hayan dictado al efecto, conforme a sus facultades legales.


e) Dictar las normas y criterios de carácter especial o particular para la confección y presentación de los informes técnicos y reportes públicos que vayan a ser preparados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.


f) Establecer estándares o códigos de buenas prácticas de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras para la estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras.


g) Realizar en forma directa o indirecta estudios y análisis sobre la certificación de prospectos, recursos y reservas mineras, así como la capacitación de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras y de todas aquellas otras personas que tengan un interés en el área de la industria minera.


Artículo 7º. Composición de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera, cuya formación se autoriza por esta ley, deberán señalar que la administración y dirección superior de ésta deberá estar a cargo de un Directorio compuesto de cinco integrantes, personas naturales, que serán designados por las instituciones a que hace referencia el inciso primero del artículo precedente.


Deberán establecer, además, que el ejercicio de las funciones de los integrantes del Directorio será ad-honorem, y que no podrán percibir remuneraciones o compensaciones de ninguna naturaleza por ellas.


Los estatutos deberán hacer expresa mención del domicilio, de los derechos y obligaciones de los miembros de la Comisión, de las condiciones de incorporación y de la forma y motivos de exclusión de éstos, así como también de la composición, funcionamiento, atribuciones y deberes del Directorio, y del reemplazo de los integrantes de éste, el cual deberá efectuarse por parcialidades.


Articulo 8°. Presidente y Vicepresidente de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera deberán expresar que su Presidente lo será de ésta y de su Directorio; que éste deberá ser elegido por mayoría en sesión a la cual deberán concurrir los cinco integrantes en ejercicio del Directorio de la Comisión Minera, en votación secreta, y que durará en dicho cargo tres años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.


Asimismo, se deberá señalar que el mismo procedimiento se aplicará para designar al Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


Articulo 9°. Funcionamiento del Directorio de la Comisión Minera. Los estatutos precisarán que el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar con la asistencia de a los menos tres de sus integrantes, y que adoptará los acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión, sin perjuicio de aquellas materias que, de conformidad con la ley, requieran de un quórum especial de aprobación. Los estatutos señalaran que en caso de empate, decidirá el voto del que presida la reunión.


Los estatutos deberán disponer además que el Directorio de la Comisión Minera deberá designar a un Secretario Ejecutivo, quién representará judicial y extrajudicialmente a la Comisión y tendrá la calidad de ministro de fe de las actuaciones, deliberaciones y acuerdos del Directorio.


Las normas estatutarias deberán establecer que el Directorio de la Comisión Minera se reunirá en forma ordinaria, dos veces al año, en las épocas que para tal efecto fije el propio Directorio, o en forma extraordinaria, en cualquier tiempo, a simple requerimiento de dos o más de sus integrantes o de su Presidente.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar, además, en el evento de la interposición del escrito de reconsideración a que se refiere el artículo 21 de esta ley.


Artículo 10. Cesación de los miembros de la Comisión Minera. Los estatutos deberán señalar también que los miembros de la Comisión Minera podrán perder la calidad de tal por las siguientes causales:


a) Por renuncia;


b) Por extinguirse su personalidad jurídica;


c) Por caer en quiebra o insolvencia;


d) Por exclusión, al dejar de cumplir sus obligaciones pecuniarias para con la Comisión, durante más de seis meses, y 


e) Por causar grave daño de palabra o de obra a los intereses de la Comisión.


Señalarán además, que le corresponderá al Directorio resolver sobre la exclusión de uno o más de los miembros de la Comisión de acuerdo a las causales antes descritas, requiriéndose para ello el voto conforme de a lo menos los dos tercios de los integrantes del Directorio.


Los estatutos determinarán que al Directorio le corresponderá, con el voto conforme de la mayoría absoluta de sus integrantes, reemplazar a la institución miembro que perdiera su calidad de tal.


Artículo 11. Duración, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los integrantes del Directorio de la Comisión Minera. Deber de abstención. Los estatutos dispondrán que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán durar en sus funciones tres años, pudiendo ser nuevamente designados por una sola vez y por igual período.


Las normas estatutarias deberán señalar también que para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera será necesario ser Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras y estar inscrito en el Registro. Sin perjuicio de ello, señalarán además que los integrantes del Directorio no podrán suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos mientras estén en posesión de su cargo.


Se deberá dejar constancia, además, de que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera que, de conformidad al artículo 82º de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores, sean personas con interés en una emisión de valores cuyos informes técnicos o reportes públicos estén siendo conocidos o investigados por la Comisión Minera, no podrán participar en el debate y en la adopción de cualquier acuerdo relativo a dichos informes o reportes, debiendo retirarse de la respectiva sesión.


Para los efectos previstos en el artículo 82º de la citada ley, los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán prestar, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, una declaración jurada que acredite que no tienen interés en los asuntos que han llegado a conocimiento de la Comisión Minera en virtud de su mandato legal.


Artículo 12. Cesación en el cargo de Director. Los estatutos de la Comisión Minera deberán establecer normas relativas a la cesación en el cargo de director, precisando que sólo cesarán anticipadamente en su cargo en caso de fallecimiento, renuncia, inhabilidad, incompatibilidad o inasistencia injustificada a cuatro sesiones consecutivas o a seis dentro de un año calendario.


Los estatutos deberán disponer que, habiendo cesado un director en su cargo, se deberá designar un reemplazante por la institución que haya designado al Director que deba reemplazarse, por el resto del período que le faltare cumplir al reemplazado.


Se deberá establecer además que éste procedimiento se aplicará en caso que, como consecuencia del ejercicio del deber de abstención a que se refiere el artículo precedente, no sea posible alcanzar los quórum establecidos para sesionar y adoptar acuerdos. En tal supuesto, los estatutos deberán señalar que los correspondientes reemplazos durarán sólo hasta que cese el conflicto de interés del integrante del Directorio reemplazado.


Artículo 13. Carácter reservado de la información. Sanciones. Los integrantes del Directorio de la Comisión Minera cuya constitución se autoriza por esta ley, como asimismo su Secretario Ejecutivo y toda otra persona que tome conocimiento en razón de sus funciones, deberán guardar reserva de la información, documentos y antecedentes que lleguen a su conocimiento, salvo que éstos sean requeridos por alguna autoridad pública con facultades legales para ello o por los Tribunales de Justicia.


Del mismo modo les estará prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de sus funciones, durante a lo menos 5 años una vez cesado en el cargo.


Las infracciones a estas obligaciones serán sancionadas con las penas de reclusión menor en cualquiera de sus grados e inhabilitación temporal para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena.


Artículo 14. Libro de Actas. Los estatutos de la Comisión Minera deberán prescribir que las deliberaciones y acuerdos del Directorio de la misma se escrituren en un libro de actas que al efecto deberá llevar su Secretario Ejecutivo.


Se entenderá aprobada el acta y por consiguiente los acuerdos que en ella consten, desde el momento mismo de su firma por parte de los asistentes a la reunión correspondiente. Si algún integrante quisiera salvar su responsabilidad por un acto o acuerdo del Directorio de la Comisión Minera, deberá hacer constar su oposición en el acta. Asimismo, el integrante asistente que estimare que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.


Artículo 15. Fiscalización. No obstante lo dispuesto en el artículo 6° de esta ley, los integrantes y miembros de la Comisión Minera estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que concierne al cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para tener tales calidades. Asimismo, la Comisión Minera estará sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que dice relación con la corrección legal y reglamentaria de sus procedimientos internos.


El Directorio de la Comisión Minera deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y al Ministerio de Minería copia autorizada de las citaciones a sus reuniones y de sus correspondientes antecedentes, así como de todos sus acuerdos, dentro de las 48 horas siguientes a su despacho o adopción, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento.


Previa consulta a la Comisión Minera, la Superintendencia de Valores y Seguros establecerá a través de una norma de carácter general, la información financiera que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores.

La Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Minería deberán coordinar sus actuaciones a fin de facilitar a aquella el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras. 


Artículo 16. Patrimonio y financiamiento. El patrimonio de la Comisión Minera estará formado por los aportes que de conformidad con los prescrito en esta ley, su reglamento, y los estatutos de la misma, hagan sus miembros, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, por el producto de sus bienes o servicios de conformidad a lo dispuesto en el reglamento y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y demás bienes que adquiera a cualquier título.


Las donaciones a que se refiere el inciso anterior no requerirán del trámite de insinuación judicial y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.


La Comisión Minera podrá exigir el pago de una tasa por el otorgamiento del certificado de vigencia de conformidad con lo establecido en el reglamento, así como de cualesquiera otros certificados que en cumplimiento de sus funciones se le solicite.


Los gastos que demande el funcionamiento de la Comisión Minera, como también del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, serán financiados por las instituciones señaladas en el artículo 6º de esta ley, en la forma y proporción que establezca el reglamento.


La Comisión Minera deberá publicar un balance auditado al 31 de diciembre de cada año, en la forma y periodicidad que la ley establece para las Sociedades Anónimas Abiertas.
Título III

De las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras

Artículo 17. Definición. Son Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras aquellas que se encuentran inscritas en el Registro y cumplen con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias.


Artículo 18. Facultades y deberes de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras registradas. Una oferta pública de valores de sociedades de exploración o explotación minera sólo podrá tener lugar si una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras debidamente registrada, hubiese suscrito o emitido previamente y para dicha oferta pública un informe técnico. Asimismo, sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras podrán suscribir o emitir reportes públicos. Sin embargo, toda otra persona que ejerza habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de un actual o potencial emisor de valores, solamente podrá divulgar reportes públicos si éstos han sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.


Para la elaboración de los informes técnicos y los reportes públicos, las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras deberán ceñirse estrictamente a las normas, reglas, criterios y procedimientos establecidos en el Código, como asimismo a todas aquellas otras normas de carácter técnico que la Comisión Minera dicte en uso de sus facultades legales.


Quienes no se encuentren inscritos en el referido Registro no podrán publicitar su carácter de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, ni usar membretes, planchas o distintivo alguno que los individualice como tales.


Artículo 19. Deber de proporcionar información transparente. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en el cumplimiento de las funciones descritas en esta ley, estarán obligadas a proporcionar, en forma transparente y no ambigua, toda la información necesaria para poder tomar decisiones de inversión en proyectos de esta naturaleza. En consecuencia, serán inoponibles ante terceros todo tipo de contratos, cláusulas u otro acto o acuerdo de confidencialidad suscritos por las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, que limiten o restrinjan de alguna manera la entrega completa, veraz y oportuna de la información antes señalada.


Artículo 20. Responsabilidad y Pena. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras responderán de culpa levísima en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere afectarles.


En el evento que un informe técnico o un reporte público hayan sido suscritos o emitidos por más de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, éstas responderán solidariamente de los perjuicios causados por sus actuaciones culposas o dolosas. Asimismo, serán solidariamente responsables de los perjuicios causados, el emisor de valores de oferta pública que hubiere encargado o presentado el informe técnico o divulgado el reporte público.


Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras que suscriban o emitan informes técnicos o reportes públicos falsos o dolosos, y las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 18 que divulguen reportes públicos sin que los mismos hayan sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo y multa a beneficio fiscal por un valor de hasta 4.000 unidades de fomento.


Cuando en el ejercicio de sus funciones la Comisión Minera tome conocimiento de hechos en los que haya participado una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, que pudieran ser constitutivos de crimen o simple delito, deberá denunciarlos a la Justicia Ordinaria.

Título IV

De la reconsideración


Artículo 21. Reconsideración de los acuerdos del Directorio de la Comisión Minera. Las personas o entidades que estimen que los actos o acuerdos que dicte la Comisión Minera no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar, podrán solicitar su reconsideración de acuerdo a lo establecido en el artículo siguiente.


Artículo 22. Petición de reconsideración. Se podrá solicitar al Directorio de la Comisión Minera la reconsideración de un acto o acuerdo de este último, siempre que en la petición se aporten nuevos antecedentes técnicos que no se conocieron al momento de dictarse el respectivo acto o acuerdo. La petición se formulará por escrito y contendrá en forma clara y precisa los hechos en que se fundamenta.


El plazo para la presentación del escrito es de veinte días, contados desde la notificación del respectivo acto o acuerdo. La Comisión Minera dispondrá de otros quince días para resolver, transcurridos los cuales, sin que la Comisión Minera se hubiere pronunciado, se entenderá que rechaza la reconsideración.


Si el escrito de reconsideración fuera rechazado, las personas que estimen haber sido afectadas por la resolución de la Comisión Minera, podrán recurrir a los tribunales ordinarios de justicia a fin de hacer valer sus derechos, conforme a las normas generales.

Título V

De los plazos y notificaciones


Artículo 23. Plazos. Los términos de días que establece esta ley se entenderán de días hábiles.


Artículo 24. Notificaciones. Las notificaciones que practique la Comisión Minera se harán por carta certificada, y los plazos a que ellas se refieran empezarán a correr a partir del tercer día después de enviada la notificación.


Artículo 25.- Las disposiciones de la presente ley en ningún caso podrán interpretarse como limitaciones al objeto y funciones de la Empresa Nacional de Minería, creada por el decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960.

Titulo VI

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- A los integrantes del primer Directorio no les será aplicable el requisito establecido en el artículo 11 de esta ley, respecto a la necesidad de poseer la calidad de Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera.


Sin embargo, deberán adquirir el carácter de tal dentro del plazo de seis meses contados desde la aceptación del cargo. Transcurrido dicho plazo, el integrante del Directorio de la Comisión Minera que no diere cumplimiento a la citada obligación deberá ser reemplazado por aquél que lo haya designado, por el resto del período que le faltare al reemplazado.


Artículo segundo.- Las personas jurídicas a que se hace referencia en el inciso primero del artículo 6°, deberán constituir legalmente la Comisión Minera dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho plazo se podrá prorrogar, por igual término, por una sola vez.

Artículo tercero.- El reglamento para la aplicación de esta ley, deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes a su publicación.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que perfecciona el sistema previsional, con informe de las Comisiones de Hacienda y de 

Trabajo y Previsión Social, unidas.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional, correspondiente al Boletín Nº 4.742-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Agrega que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, discutieron este proyecto solamente en general, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, recibiendo en audiencia a diversas entidades y a especialistas en la materia.


El señor Secretario General  añade que las Comisiones unidas le dieron aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, como miembro de ambas Comisiones, Escalona, Gazmuri, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.


Hace presente que los artículos 44, inciso tercero; 45, número 8; 79, números 29, 32, 35 y 77; el artículo 85 y los artículos transitorios trigésimo tercero y trigésimo quinto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto en los artículos 99 y 108 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.


Finalmente, el señor Secretario General señala que los artículos 1° a 32; el artículo 34, los artículos 64 a 70; el artículo 71, los artículos 72 a 78; los artículos 79, 82 y 86 y los artículos transitorios primero a décimo, vigésimo, vigésimo tercero, vigésimo cuarto, vigésimo sexto a trigésimo segundo, trigésimo cuarto, trigésimo sexto, trigésimo noveno y cuadragésimo tienen el carácter de normas de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, Nº 18 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República .

- - -

En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.

- - -


A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para que el Honorable Senador señor Núñez presida la sesión, en calidad de Presidente accidental, con el objeto de poder hacer uso de la palabra posteriormente.


Así se acuerda.

- - -


Prosiguiendo con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores  Muñoz Barra y Ominami.

- - -


Luego de su intervención, el Honorable Senador señor Ominani pasa a presidir la sesión.

- - -


En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para discutir en general y en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley Nº 19.464 y otorga otros beneficios que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.085-04.

Así se acuerda.

- - -


Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir la votación, en el entendido que los señores Senadores que se encontraban inscritos para intervenir mantengan el tiempo de 15 minutos que reglamentariamente corresponde.


Sobre el particular, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para abrir la votación y conceder a cada Senador, para fundamentar el voto, el término de 10 minutos.


En relación con esta proposición, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señor Allamand, quienes plantean que se establezca un tiempo de 15 minutos.


Así se acuerda y se declara abierta la votación, concediéndose un tiempo de 15 minutos para fundamentar el voto.

- - -


A continuación del fundamento de voto de la Honorable Senadora señora Matthei, el señor Presidente propone a la Sala, una vez concluida la votación en general y en caso de ser aprobado el proyecto por el quórum constitucional exigido, fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del días 12 de Noviembre del año en curso.



Así se acuerda.

- - -


Durante el fundamento del voto, el Honorable Senador señor Allamand formula expresa reserva de constitucionalidad en relación con los mecanismos de licitación de carteras que considera la iniciativa, ya que los fondos previsionales son de propiedad de los trabajadores y el procedimiento establecido para la licitación vulneraría las normas contenidas en el artículo 19, Nº 24 de la Constitución Política de la República.

- - -


Luego del fundamento de voto del Honorable Senador señor Allamand, el señor Presidente propone a la Sala disminuir el tiempo para ello a 10 minutos.


Así se acuerda.

- - -


Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 32 votos a favor de un total 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Letelier, Longueira, Navarro, Núñez, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones


Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante, “sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente título establece, el que será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez.


Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley, los conceptos que se indican a continuación tendrán los significados siguientes:


a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3°.


b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 16.


c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión autofinanciada de referencia del solicitante más las pensiones de sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980. Todos los montos serán expresados en moneda de curso legal.


d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.


e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga de dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima con aporte solidario.


f) Complemento solidario para determinar el aporte previsional solidario de vejez, es la cantidad que resulte de restar de la pensión básica solidaria de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.


g) Pensión autofinanciada de referencia o estimada para determinar la pensión base, es aquella que se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez  o invalidez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a dicha fecha. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. 


Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. De igual modo, se recalculará el complemento solidario y la pensión base cuando el beneficiario comience a percibir una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, y cuando procediere otorgar una pensión de sobrevivencia a un beneficiario de aquellos establecidos en el artículo 5° del citado cuerpo legal, que hubiese adquirido dicha calidad en forma posterior a la fecha del cálculo original.


h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario, a que se refiere el artículo 10.


i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo tercero del presente Título.


j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo quinto del presente Título.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez


Artículo 3°.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos siguientes:


a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad.


b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 28.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos, contados desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y, en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.


Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior, se entenderá que componen el grupo familiar, el eventual beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de dieciocho años de edad y los hijos mayores de dicha edad pero menores de veinticuatro años siempre que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de su grupo familiar en los casos que determine el reglamento.


Se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de la solicitud para acceder a los beneficios de este título. 


Artículo 5°.- Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los nacionales deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones diplomáticas,  representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.


Asimismo, para las personas comprendidas en la definición de exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley N° 18.994, que hubiesen sido registradas como tales por la Oficina Nacional de Retorno, se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que permanecieron por esa causa en el extranjero. Para tal efecto, el Ministerio de Justicia extenderá la certificación correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la forma que determine el Reglamento.


Las excepciones establecidas en los incisos precedentes serán aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a los beneficios de este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres establecida en el Título III de esta ley.


No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, para el acceso a pensión básica solidaria de vejez, el lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos de residencia, establecido en dicha norma, se computará desde la fecha de nacimiento del peticionario, en el caso de chilenos que carezcan de recursos conforme lo establezca el Reglamento.


Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social, a partir del cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3°.


Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1 de julio de 2009, de $75.000. Se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.


Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el quince por ciento.


Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin que la variación del referido índice alcance el quince por ciento, ella se reajustará en el porcentaje de variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso este último reajuste sustituirá al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar, regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez


Artículo 9°.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de vejez, las personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario.


Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3°, respecto de las personas que registren veinte años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile. 


Artículo 10.- Para los beneficiarios señalados en el artículo anterior, cuya pensión base sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión final, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión final.


Artículo 11.- Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del aporte previsional solidario de vejez  se determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:


a) Si percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor del complemento solidario.


b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de vejez ascenderá al monto del complemento solidario corregido por un factor actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en norma de carácter general. El citado factor reducirá el monto del complemento solidario de vejez en razón de que en esta modalidad de pensión, la suma del aporte previsional solidario y de la o las pensiones que el beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, siempre deberá financiar al menos el valor de la pensión básica solidaria de vejez.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.


Artículo 12. Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder al aporte previsional solidario de vejez, deberán presentar la correspondiente solicitud a partir del cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3°. 


El aporte previsional solidario de vejez, se devengará a contar de la fecha de presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se encuentre pensionado por vejez de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar de la obtención de dicha pensión, si ésta la hubiere obtenido con posterioridad a la presentación de la referida solicitud, y en ambos casos se pagará mensualmente.


Artículo 13.- El valor de la pensión máxima con aporte solidario será, a contar del 1 de julio de 2012, de doscientos mil pesos y se reajustará en la forma dispuesta en el artículo 8°.


Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2°, respecto de las personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del decreto ley N° 3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, será calculada como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse conforme al mencionado artículo 68, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la fecha de dicha pensión. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión de vejez y se le sumarán, si correspondiere, el monto de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha, expresadas también en cuotas. En dicho saldo, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N° 3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las mujeres o 65 años en el de los hombres, el total del saldo anterior se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.


Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones otorgadas conforme a dicho decreto ley, de un monto inferior a la pensión básica solidaria de vejez, tendrán derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68 bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en las letras b) y c) del artículo 3°. Las personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta la misma fecha establecida en el inciso primero del artículo 23 y les serán aplicables los artículos 26 y 27.


Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cumplan los requisitos establecidos en el artículo 9°, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez.


Para los efectos del inciso anterior, la pensión autofinanciada de referencia para determinar el complemento solidario o la pensión final, se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del complemento solidario y de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. 

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez


Artículo 16.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez, las personas que sean declaradas inválidas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, siempre que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y cumplan con los requisitos siguientes:


a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta y cinco años.


b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo 3°.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cinco años continuos inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.


Artículo 17.- Se considerará inválida  la persona que se encuentre en la situación que define como tal el inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 3.500, de 1980. La declaración de invalidez corresponderá efectuarla a las Comisiones Médicas de Invalidez establecidas en el artículo 11 del mencionado decreto ley.


Artículo 18.- Para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez, se deberá presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social.


Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total o parcial, será de igual valor al de la pensión básica solidaria de vejez, se devengará desde la fecha de presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez


Artículo 20.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de invalidez, las personas inválidas señaladas en el artículo 17 que se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que no perciban pensiones de otros regímenes previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:


a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16.


b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de dicho sistema, sea de un monto inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Artículo 21.- El aporte previsional solidario de invalidez señalado en el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500, de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.


La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior, podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.


Artículo 22.- El beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades laborales, mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez en la forma que se indica a continuación:


a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte previsional solidario de invalidez, para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso laboral mensual igual o inferior a medio ingreso mínimo mensual. 


b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el beneficiario menos la mitad de un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho salario. Lo anterior, se aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral mensual superior a medio ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual.


Lo dispuesto en la letra anterior, no regirá durante los dos primeros años contados desde que la persona comience a percibir ingresos laborales, período en el que percibirá el cien por ciento del beneficio.  Durante el tercer año desde que la persona comenzó a percibir dichos ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción a la pensión solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, establecida en el inciso anterior. A contar del cuarto año desde que la persona comience a percibir esos ingresos laborales, se aplicará el cien por ciento de la reducción dispuesta en el inciso anterior.


Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez,  conforme a lo establecido en el inciso anterior.


Con todo, si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21, según corresponda, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento.


Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario harán variar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o de su aporte previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 


Para los efectos de este artículo, se entenderá por ingresos laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba el beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez.


Artículo 23.- El beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a las normas establecidas en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.


Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el pensionado de invalidez en virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2°. En este caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la pensión de invalidez considerando la edad, grupo familiar y el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha e incluirá, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones



Artículo 24. Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones, la supervigilancia y fiscalización del sistema solidario que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado sistema.


Artículo 25. Las personas que gocen de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser beneficiarias de esta prestación en relación con sus descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.


Artículo 26. Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos siguientes:


a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;


b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento; 


c) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes relativos al beneficio que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al respectivo requerimiento, el que deberá efectuarse personalmente al beneficiario o en la forma que determine el reglamento, o


d) Por obtención de residencia del beneficiario en país extranjero.


En el caso de los inválidos parciales el derecho a los beneficios del sistema solidario de invalidez se  extinguirá ante la negativa del beneficiario de someterse a las reevaluaciones indicadas por las Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17, para lograr su recuperabilidad.


El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al Instituto de Previsión Social, la pérdida de alguno de los requisitos necesarios para el goce de los beneficios.


El beneficiario deberá  informar al Instituto de Previsión Social cualquiera aumento considerable que experimenten sus ingresos de acuerdo a lo que determine el reglamento, a fin  que le sea aplicado el instrumento de focalización. En caso de incumplimiento de esta obligación, el Director del Instituto de Previsión Social podrá, fundadamente, sancionar al beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro de aquellos percibidos indebidamente.


Si el beneficiario no cobrare alguno de los beneficios del sistema solidario durante el periodo de seis meses continuos, el Instituto de Previsión Social suspenderá el pago correspondiente.


El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando deje de concurrir alguno de los requisitos legales establecidos para su otorgamiento o haya concurrido alguna causal de cese del beneficio.


Artículo 27. Todo aquel que percibiere indebidamente cualquiera de los beneficios del sistema solidario, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionado conforme al artículo 467 del Código Penal. Además deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.


Al Director Nacional del Instituto de Previsión Social, le corresponderá ejercer las facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante, la información señalada en el inciso tercero del mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de Pensiones.


Artículo 28. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar los requisitos establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario; determinará los casos en que el peticionario podrá solicitar ante el Instituto de Previsión Social que reconsidere la composición de su grupo familiar, para lo cual podrá requerir que se excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4°, en función de factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario, residen o no en la misma vivienda; señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Instituto de Previsión Social para determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso per cápita del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los mismos para toda la población. Además, fijará los criterios para definir el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que utilizará el Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos establecidos en este título, y las demás normas necesarias para la aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias.


Artículo 29.- A las personas pensionadas o imponentes de los regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, no les serán aplicables las disposiciones del sistema solidario, ni aun cuando además se encuentren afiliadas o afectas a otro régimen previsional.


Artículo 30.- Las personas que carezcan de recursos y gocen de pensión básica solidaria de vejez  causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, sólo tendrá derecho a tal beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto, con el límite establecido en el inciso primero del artículo 6° del decreto con fuerza de ley citado en el inciso anterior, quedando el saldo hasta completar dicho límite a disposición del o la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.


El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que se refiere este artículo con cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto.  


Artículo 31.- Establécese un subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de edad. Este subsidio se otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la tuición y fiscalización de la observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se refiere el presente artículo, la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y aquellas establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 


Artículo 32.- Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del sistema solidario siempre que cumplan los requisitos establecidos en el presente Título, en lo que corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última fuere de un monto superior al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de las leyes señaladas en el inciso anterior.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, siempre que perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N° 3.500, de 1980. En estos casos al monto del complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho inciso.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero y se encuentren percibiendo pensiones de algún régimen previsional administrado por el Instituto de Normalización Previsional, podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio, deducidas las pensiones del inciso primero.


Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del artículo 9°.


Artículo 33.- Introdúcense en la ley N° 19.949, las modificaciones siguientes:


a) Reemplázase en el artículo 2° la oración: “a las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975,” por la frase “a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.


b) Suprímense en el inciso primero del artículo 7° las frases “y en el decreto ley N° 869, de 1975” y “y a la pensión asistencial”; reemplázanse en el mismo inciso las frases “contemplan dichos cuerpos legales” por “contempla dicho cuerpo legal” y ”dichos cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el texto, por “dicho cuerpo legal”; y reemplázase en el inciso segundo la frase “Estos beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.


c) Elimínase en el artículo 9° la expresión “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales".

Párrafo séptimo

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, en materia de beneficios garantizados por el Estado


Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1. Suprímese el inciso tercero del artículo 1°.


2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 11: 


a) Reemplázase en la segunda oración, del inciso duodécimo la frase: “pensión mínima a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión: “pensión mínima”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


3. Suprímese en el inciso cuarto del artículo 20 la expresión “en la determinación del derecho a garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el Título VII, ni”.


4. Suprímese  el inciso tercero del artículo 22.


5. Suprímense en los incisos primero y segundo del artículo 51 las oraciones siguientes: “y con la garantía estatal a que se refiere el Título VII, cuando corresponda”. 


6. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 62:


a) Reemplázase en el inciso segundo en la última oración la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima a que se refiere el inciso antes señalado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase: “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado, a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “ciento cincuenta  por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


7. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62 bis:


a) Reemplázase en la última oración del inciso primero la frase “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso segundo la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “valor de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


8. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 64:


a) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


9. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:


a) Reemplázase en el inciso cuarto la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso séptimo la frase: “ciento cincuenta  por ciento de una pensión mínima de vejez garantizada por el Estado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Reemplázanse en la segunda oración del inciso primero  la frase “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73, el afiliado”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez y siempre que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, éste”, y la expresión “la mínima”, por las palabras: “la pensión básica solidaria”.


b) Reemplázase en la tercera oración del inciso tercero la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


11. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 68:


a) Reemplázase en la letra b) del inciso primero la oración: “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


12. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 82:


a) Sustitúyese en su inciso tercero la oración: “las pensiones mínimas a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente “la pensión básica solidaria de vejez”. 


b) Sustitúyese en su inciso quinto la palabra: “mínima”, por “básica solidaria de vejez”. 

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA EL SISTEMA DE PREVISIÓN SOCIAL

Párrafo primero

De los Organismos Públicos del  Sistema de Previsión Social


Artículo 35. Los órganos públicos que tendrán la principal responsabilidad del sistema de previsión social serán los siguientes:


a) El Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


b) La Subsecretaría de Previsión Social;


c) La Superintendencia de Pensiones; 


d) La Superintendencia de Seguridad Social;


e) El Instituto de Previsión Social, y


f) El Instituto de Seguridad Laboral.

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social


Artículo 36. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias laborales y de previsión social.


De acuerdo con el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, le corresponderá proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.


El Ministerio contará con dos Subsecretarías: una del Trabajo y otra de Previsión Social.


Artículo 37. La Subsecretaría de Previsión Social será el órgano de colaboración inmediata del Ministro del ramo y coordinará la acción de los servicios públicos del área correspondiente.


El Subsecretario de Previsión Social será el jefe superior de la Subsecretaría.


Artículo 38. La Subsecretaría de Previsión Social tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Asesorar al Ministro del Trabajo y Previsión Social en la elaboración de políticas y planes correspondientes al ámbito de la previsión social, como asimismo, en el análisis estratégico, planificación y coordinación de los planes y acciones de los servicios públicos del sector.


2. Estudiar y proponer al Ministro del Trabajo y Previsión Social las normas y reformas legales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.


3. Evaluar las políticas aplicables al sector conforme a las instrucciones del Ministro del ramo.


4. Efectuar y promover la elaboración de estudios e investigaciones, en el ámbito de la previsión social.


5. Asistir al Ministro en el ámbito de las relaciones internacionales en materia de previsión social y en la participación de Chile en organismos internacionales relativos al tema.


6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para sensibilizar, informar, educar y apoyar a la población en el conocimiento del sistema de previsión social, facilitándole el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.


7. Promover estrategias de incorporación de los trabajadores independientes al régimen de cotizaciones obligatorias establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


8. Administrar el Fondo para la Educación Previsional.


9. Coordinar los órganos del sector en las estrategias de promoción, difusión y educación en el sistema de previsión social de acuerdo con las políticas definidas en la materia.


10. Asistir administrativamente a la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones.


11. Las demás funciones y atribuciones que contemplen otras leyes. 

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones


Artículo 39.- Créase una Comisión de Usuarios por cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que estará integrada por dos representantes de los afiliados, uno de los empleadores, uno de los pensionados y un académico universitario que la presidirá. Asimismo, créase una Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por los presidentes de cada una de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.


Las Comisiones tendrán como función informar a la Superintendencia de Pensiones sobre las evaluaciones que efectúen sobre el funcionamiento del Sistema de Pensiones.


La Superintendencia de Pensiones otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de estas Comisiones.


Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de las Comisiones a que se refiere este artículo y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.


Artículo 40.- Las Comisiones de Usuarios a que se refiere este párrafo estarán especialmente facultadas para conocer y ser informadas por la Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones, la Administradora de Fondos de Pensiones respectiva y el Instituto de Previsión Social, según corresponda, de las siguientes materias:


a) Medidas, instrumentos y procedimientos destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley para las instituciones públicas y privadas del Sistema de Pensiones;


b) Cumplimiento por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones de la normativa sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones;


c) Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980;


d) Proceso de licitación para la administración de cuentas de capitalización individual, regulado en el Título XV del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y


e) Estrategias de educación y difusión que se implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los recursos del Fondo para la Educación Previsional.


A su vez, la Superintendencia de Pensiones deberá remitir anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada Administradora, respecto de los procesos de fiscalización realizados durante el año calendario anterior.


Artículo 41.- La Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones deberá emitir un informe anual que contenga los resultados y conclusiones de las observaciones al Sistema de Pensiones y las propuestas sobre la estrategia de educación y difusión de dicho sistema, que efectúen las Comisiones de Usuarios de cada una de las Administradoras. Dicho informe deberá ser remitido a la Cámara de Diputados y difundido conforme al procedimiento y modalidades que establezca el reglamento.

Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional


Artículo 42. Créase el Fondo para la Educación Previsional, administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 


El Comité de Selección estará integrado por el presidente  de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social y por un representante del Instituto de Previsión Social.


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Educación Previsional, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de funcionamiento del comité de selección y todas las que sean pertinentes.


A lo menos el sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.


Artículo 43.- El Fondo para la Educación Previsional estará constituido por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y


d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones


Artículo 44. Créase la Superintendencia de Pensiones, organismo público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá por esta ley y su estatuto orgánico y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría de Previsión Social.


La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos los efectos sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones creada por el decreto ley N°3.500, de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.


Artículo 45.- La Superintendencia tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Ejercer aquellas asignadas a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y en otras normas legales y reglamentarias vigentes.


2. Ejercer la supervigilancia y fiscalización del Sistema de Pensiones Solidarias que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado Sistema.


3. Fiscalizar al Instituto de Previsión Social respecto de los regímenes de prestaciones de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, que éste administre, con excepción de aquellas referidas a la ley N° 16.744.


4. Velar por el cumplimiento de la legislación en lo relativo al proceso de calificación de invalidez, tanto para los afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, a los imponentes de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social, como a los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.  


5. Coordinarse con las instituciones que sean competentes en materias de fiscalización de la declaración y pago de las cotizaciones previsionales del decreto ley N° 3.500, de 1980, especialmente con el objeto de evitar la morosidad previsional y fomentar el pago oportuno de las cotizaciones previsionales.


6. Dictar normas e impartir instrucciones de general aplicación para su aplicación y cumplimiento, en los ámbitos de su competencia.


7. Interpretar administrativamente en materias de su competencia las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas o entidades fiscalizadas.


8. Velar para que las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio, de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores y a la Contraloría General de la República.


9. Efectuar los estudios técnicos y actuariales necesarios para el desarrollo de las materias de su competencia.


10. Aplicar  sanciones en los casos y forma que establezcan las leyes.


11. Constituir y administrar el Registro de Asesores Previsionales.


12. Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la celebración y ejecución de convenios internacionales relativos a materias de previsión social, actuando como organismo de enlace de los mismos.


Artículo 46.- Traspásanse a la Superintendencia de Pensiones las funciones y atribuciones que ejerce la Superintendencia de Seguridad Social en relación con el Instituto de Normalización Previsional como administrador de los regímenes de prestaciones de las ex cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, con excepción de aquellas referidas a ley N° 16.744. Además, traspásanse las funciones señaladas en el inciso final del artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y en las leyes N°s. 19.123, 19.234, 19.582 y 19.992.


Artículo 47.- La dirección superior y la administración de la Superintendencia de Pensiones corresponderán al Superintendente de Pensiones, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 48. La Superintendencia de Pensiones podrá requerir datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones, tanto a personas naturales como a instituciones públicas o privadas. Además, podrá realizar el tratamiento de los datos personales con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia. 


Para estos efectos, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal de la Superintendencia de Pensiones deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores,  sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 49.- El personal de la Superintendencia de Pensiones se regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo 50.- El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral


Artículo 51.- Créase el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social. Tendrá por objeto especialmente la administración del sistema de pensiones solidarias y de los regímenes previsionales administrados actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.


El Instituto constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 52.- Traspásanse desde el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N°3.502, de 1980, al Instituto de Previsión Social todas sus funciones y atribuciones, con excepción de aquellas referidas a la ley N°16.744. 


El Instituto de Previsión Social, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le traspasan conforme al inciso anterior, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias, que en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Instituto de Normalización Previsional se entenderán efectuadas al Instituto de Previsión Social.


Artículo 53.- El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1. Administrar el sistema de pensiones solidarias, conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;


2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres establecidas en el Párrafo 1° del Título III; 


3. Administrar el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, establecido en el Párrafo 3° del Título III;


4. Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;


5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de sus funciones;


6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos contemplados en la ley N°16.744;


7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas, de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social, con el objeto que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar a éstas servicios tales como recepción, tramitación o participación en el proceso de tramitación de los beneficios que concedan; emisión de certificaciones; pago de beneficios; recepción y tramitación de solicitudes y recepción de reclamaciones. Los precios y modalidades de pago de los servicios que se presten serán fijados por decreto supremo conjunto emanado de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y


8. Efectuar publicaciones informativas dentro del ámbito de su competencia.


Artículo 54.- El Instituto de Previsión Social estará facultado para exigir tanto de los organismos públicos como privados, los datos personales y la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones y realizar el tratamiento de los mencionados datos, especialmente para el establecimiento de un Sistema de Información de Datos Previsionales.


El Instituto deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales y los organismos públicos y privados, los que estarán obligados a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto.


Para los efectos antes señalados, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal del Instituto deberá guardar la absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 55.- La dirección superior y la administración del Instituto de Previsión Social corresponderán a un Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Director, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 56.- El personal del Instituto de Previsión Social estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo de los funcionarios públicos.


Los funcionarios del Instituto de Previsión Social deberán respetar la confidencialidad de las informaciones a que tengan acceso. Asimismo, les estará absolutamente prohibido ofrecer u otorgar a los usuarios bajo ninguna circunstancia otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio, de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 57.- El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación internacional.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral


Artículo 58.- El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, con el objeto de otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en materias previsionales a los usuarios del sistema previsional, facilitando el ejercicio de los derechos que les correspondan. 


Artículo 59.- Los Centros de Atención Previsional Integral tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


1. Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiarios del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y remitirlas a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, participando en la transmisión y recepción de las comunicaciones y documentos que sean necesarios para la concesión de estos beneficios solicitados. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral podrán recibir de los afiliados al Sistema o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia, la selección de modalidad de pensión a que alude el inciso segundo del artículo 61 bis del citado decreto ley N° 3.500, de 1980, remitiéndola posteriormente a la Administradora que corresponda;


2. Acoger a tramitación las solicitudes de otorgamiento de los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social e informar de su otorgamiento, modificación o cese;


3. Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y del Sistema de Pensiones Solidarias establecido en el Título I de esta ley. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral estarán facultados para recibir y remitir a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, las reclamaciones que presenten los afiliados o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia;


4. Emitir certificaciones rela-cionadas con los regímenes que administra y los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social;


5. Prestar los servicios que el Instituto de Previsión Social convenga con las entidades o personas jurídicas y para los fines que señala el número 7 del artículo 53 de esta ley, y


6. Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.


La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general, regulará el ejercicio de las funciones y atribuciones antedichas.


Artículo 60.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, el Instituto de Previsión Social se encontrará facultado para participar a través de los Centros de Atención Previsional Integral, del Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión a que alude el artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, pudiendo transmitir en representación de los afiliados y beneficiarios del Sistema que consagra dicho cuerpo legal, las solicitudes de oferta a que alude la letra a) del inciso octavo de esta norma, como asimismo, para recibir las ofertas de rentas vitalicias de las Compañías de Seguros de Vida y los montos de retiro programado calculados por las Administradoras, en los términos indicados en la letra c) de dicho inciso. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general que regulará esta materia.


La incorporación del Instituto de Previsión Social al Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión se efectuará en los mismos términos a que aluden los incisos noveno, décimo, undécimo y décimo segundo del citado artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 61.- A contar de la fecha en que entre en funciones el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N° 3.502, de 1980, se denominará “Instituto de Seguridad Laboral”.  En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca, salvo en el ámbito de las funciones y atribuciones que se traspasan al Instituto de Previsión Social, de acuerdo al artículo 52.


Artículo 62.- Reemplázanse en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N° 19.404, las palabras “Superintendente de Seguridad Social” por “Superintendente de Pensiones”.


Artículo 63.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el artículo 27 después de la palabra “descentralizadas” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional,”.


b) Intercálase en el inciso primero del artículo 33 después de las palabras “Cajas de Previsión” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Normalización Previsional”.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres


Artículo 64.- La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en la letra  c) del artículo 3° de esta ley, y que sólo se encuentre afiliada al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de sobrevivencia en los términos que se establece en los artículos siguientes, tendrá derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del presente Párrafo. 


Artículo 65.- La bonificación consistirá en un aporte estatal equivalente al 10% de doce ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de nacimiento del hijo.


Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, se le aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará una tasa de rentabilidad equivalente a la rentabilidad real anual promedio de todos los Fondos Tipo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el total de ingresos de las Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de las comisiones a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con exclusión de la parte destinada al pago de la prima del contrato de seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.


Artículo 66.- A la mujer afiliada al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, se le enterará la bonificación en la cuenta de capitalización individual en el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65 años de edad.


Respecto de la mujer que sea beneficiaria de pensión básica solidaria de vejez, el Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada de referencia, que se determinará según el procedimiento establecido en la letra g) del artículo 2°, considerando como su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.


En el caso de una mujer que perciba una pensión de sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que sea otorgada por el Instituto Normalización Previsional, sin ser adicionalmente afiliada a cualquier régimen previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada en el inciso precedente. En este caso, el monto resultante se sumará al aporte previsional solidario que le corresponda.


Artículo 67.- Para hacer efectiva la bonificación, las beneficiarias deberán solicitarla al Instituto de Previsión Social, entidad que determinará su monto, ya sea para integrarla en la cuenta de capitalización individual o para efectuar los cálculos antes dispuestos, según corresponda.  


Artículo 68.- En el caso de adopción,  sea simple o plena, tendrán derecho a la bonificación, tanto  las madres biológicas como las adoptivas.  Tratándose de adopción plena, cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto de Previsión Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la Dirección Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.


Artículo 69.- Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento del beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del presente Párrafo y sus disposiciones transitorias.

Párrafo segundo

Compensación económica en materia previsional en caso de nulidad o divorcio.


Artículo 70.- Al considerar la situación en materia de beneficios previsionales a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, y ello origine total o parcialmente un menoscabo económico del que resulte una compensación, el juez, cualquiera haya sido el régimen patrimonial del matrimonio, podrá ordenar el traspaso de fondos desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley N° 3.500, de 1980, del cónyuge que deba compensar a la cuenta de capitalización del cónyuge compensado o de no existir ésta, a una cuenta de capitalización individual,  que se abra al efecto. 


Dicho traspaso, no podrá exceder del 50% de los recursos acumulados en la cuenta de capitalización individual del cónyuge que debe compensar, respecto de los fondos acumulados durante el matrimonio.


Artículo 71.- La Superintendencia de Pensiones deberá tener a disposición de los tribunales estudios técnicos generales que contribuyan a resolver con bases objetivas la situación previsional que involucre a cónyuges. De estimarlo necesario, el juez podrá requerir al citado organismo antecedentes específicos adicionales.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos aplicables en los traspasos de fondos, apertura de las cuentas de capitalización individual que se requirieran y demás aspectos administrativos que procedan.

Párrafo tercero

Subsidio previsional a los trabajadores jóvenes


Artículo 72.- Los empleadores tendrán derecho a un subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización previsional dispuesta en el inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, calculado sobre un ingreso mínimo, respecto de cada trabajador cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibirá en relación a las primeras veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas y se imputará a las cotizaciones que el empleador deba declarar y pagar por el respectivo trabajador.


Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un subsidio estatal del mismo monto, que se integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.


El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador se incremente en hasta dos ingresos mínimos desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio.


Artículo 73.- El beneficio establecido en el artículo anterior se dispondrá a requerimiento del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el Instituto de Previsión Social, organismo que determinará su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo.


La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y de los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este Párrafo.


El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo anterior, no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a la cuenta de capitalización individual del trabajador.


Artículo 74. La persona que percibiere indebidamente los subsidios de que trata este Párrafo, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionada conforme al artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia del decreto ley N°3.500, de 1980


Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Agrégase el siguiente artículo 4° bis nuevo:


“Artículo 4° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, las afiliadas mayores de sesenta y hasta sesenta y cinco años de edad no pensionadas, tendrán derecho a pensión de invalidez y al aporte adicional para las pensiones de sobrevivencia que generaren, conforme a lo establecido en el artículo 54, con cargo al seguro a que se refiere el artículo 59.”.


2. Intercálase en el inciso primero del artículo 5° a continuación de la palabra “madre”, la expresión “o el padre”.


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6°.- El o la cónyuge sobreviviente, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia, debe haber contraído matrimonio con el o la causante a lo menos con seis meses de anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.”.


4. Derógase el artículo 7°.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso primero las expresiones “Las madres” por “El padre o la madre” y la palabra “del” que se encuentra entre las palabras “matrimonial” y “causante" por “de la o el". 


b) Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Ser solteros o viudos, y”.


6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i. Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) sesenta por ciento para el o la cónyuge;”.


ii. Reemplázase la letra b), por la siguiente: 


“b) cincuenta por ciento para el o la cónyuge, con hijos comunes que tengan derecho a pensión. Este porcentaje se elevará al sesenta por ciento, cuando dichos hijos dejen de tener derecho a pensión;”.


iii. Reemplázase en las letras c) y d) la expresión “la madre” por “la madre o el  padre” y la expresión “el causante” por “el o la causante”. 


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Si dos o más personas invocaren la calidad de cónyuge, de madre o de padre de hijo de filiación no matrimonial de la o el causante, a la fecha de fallecimiento de estos últimos, el porcentaje que le correspondiere a cada uno de ellos se dividirá por el número de cónyuges, de madres o de padres de hijos de filiación no matrimonial que hubiere, respectivamente, con derecho de acrecer entre ellos.”.


c) Intercálese en la última oración del inciso final a continuación de la palabra “madre” la expresión “o padre”.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES


Artículo 76.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1.- Suprímese en el inciso primero del artículo 2° la expresión: “los independientes”.


2.- Suprímense en el inciso segundo  del artículo 16, la frase “o además declara renta como trabajador independiente” y la expresión “y rentas”.


3.- Agrégase en el inciso primero del artículo 19, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: “Lo anterior, es sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 92.”.


4.- Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 54, la frase: “o si hubiere cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros, si se trata de un afiliado independiente” por “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 E, si se trata de un afiliado independiente afecto al artículo 89”.


5.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 89 la frase “ejerce una actividad mediante la cual obtiene un ingreso, podrá” por la siguiente “ejerza individualmente una actividad mediante la cual obtiene rentas del trabajo de las señaladas en el artículo siguiente, deberá”.


6.- Reemplázase el artículo 90 por el siguiente: 


“Artículo 90.- La renta imponible será anual y corresponderá al 80% del conjunto de rentas brutas gravadas por el artículo 42, N°2, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenida por el afiliado independiente en el año calendario anterior a la declaración de dicho impuesto, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, ni superior al producto de multiplicar 12 por el límite máximo imponible establecido en el inciso primero del artículo 16, para lo cual la unidad de fomento corresponderá a la del último día del mes de diciembre.


Si un trabajador percibe simultáneamente rentas del inciso anterior y remuneraciones de uno o más empleadores, todas las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del inciso anterior, se sumarán para los efectos de aplicar el límite máximo anual establecido en el inciso precedente, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia.


Los trabajadores independientes que no perciban rentas de las señaladas en el inciso primero podrán cotizar respecto de aquéllas conforme a lo establecido en el párrafo siguiente.


Se entenderá por “año calendario”, el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.”.


7.- Modifícase el artículo 92 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 92.- Los trabajadores afiliados en conformidad al artículo 89, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud las que se enterarán en el Fondo Nacional de Salud, cuando correspondan. Dichas cotizaciones se pagarán de acuerdo a lo establecido en los incisos cuarto y quinto del presente artículo y en el artículo 92 F.”.


b) Incorpórense los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 


“Los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, podrán efectuar mensualmente pagos provisionales de las cotizaciones señaladas en el Título III, las cuales deberán enterarse de acuerdo al inciso primero del artículo 19, y se imputarán a las cotizaciones de pensiones que estén obligados a pagar anualmente. En este caso, el trabajador podrá pagar la cotización de salud en la Administradora, quien la enterará en el Fondo Nacional de Salud.


El trabajador independiente a que se refiere el artículo 89, deberá pagar mensualmente las cotizaciones de salud que entere en el Fondo Nacional de Salud. La renta imponible mensual será la que el afiliado declare mensualmente al Fondo Nacional de Salud o a la Administradora en el caso del inciso anterior, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al equivalente a sesenta unidades de fomento. Sin perjuicio de lo anterior, cada año se practicará una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre las rentas imponibles que declaró mensualmente en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 determinada con los ingresos de dicho año calendario. En el caso que el trabajador independiente no hubiere realizado los pagos antes señalados o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren realizado cotizaciones de salud, estos pagos se efectuarán de acuerdo al artículo 92 F.


No obstante lo establecido en el artículo 148 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, para tener derecho a las prestaciones médicas que proporciona el Régimen de Prestaciones de Salud y a la atención en la modalidad de "libre elección", requerirán haber cotizado en el mes inmediatamente anterior a la fecha en que impetren el beneficio, o haber pagado a lo menos seis cotizaciones continuas o discontinuas en los últimos doce meses anteriores a la fecha en que se impetren los beneficios.”.


8.- Incorpórense los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 92:


“Artículo 92  A.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones, certificarán el monto total de pagos provisionales efectuados de acuerdo al inciso cuarto del artículo 92, por el trabajador independiente en el año calendario anterior y el monto de las cotizaciones declaradas y pagadas, y declaradas y no pagadas por el o los empleadores, si dicho trabajador percibe simultáneamente remuneraciones durante ese período.


A más tardar el último día del mes de febrero de cada año, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán remitir a los afiliados, el certificado señalado en el inciso anterior. Además, dentro de ese mismo plazo, dichas Administradoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos lo señalado en el inciso anterior. La Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general, regulará la forma de entregar la información a que se refiere este artículo.


Artículo 92 B.- En el mes de febrero de cada año, el Fondo Nacional de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos el monto de las cotizaciones de salud que hubiere pagado mensualmente el trabajador independiente de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 92, en el año calendario inmediatamente anterior a dicho mes. Además, la Superintendencia de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos, sobre la Institución de Salud Previsional a la que se encuentren afiliados los trabajadores independientes.


Artículo 92  C.- La comisión a que tendrán derecho las administradoras de fondos de pensiones por las cotizaciones previsionales obligatorias que en virtud del artículo 89 se paguen anualmente por los trabajadores independientes afiliados a ellas, corresponderá al porcentaje promedio de las comisiones que la administradora a la que pertenezca el afiliado hubiere cobrado en el ejercicio anterior al pago de dichas cotizaciones. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general para su aplicación.


Artículo 92 D.- El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto que debe pagar el afiliado independiente por concepto de las cotizaciones señaladas en el inciso primero del artículo 92. Lo anterior lo informará tanto a la Tesorería General de la República como a la administradora de fondos de pensiones en la cual se encuentre afiliado el trabajador. El reglamento establecerá la forma de determinar el cálculo de las cotizaciones obligatorias a que se encuentren afectos dichos afiliados, considerando los descuentos que procedan por las cotizaciones de pensiones y de salud enteradas en el Fondo Nacional de Salud que hubiere realizado el trabajador en su calidad de dependiente, como aquellos pagos que hubiere efectuado de conformidad a los incisos cuarto y quinto del artículo 92, todos en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que deba pagar sus cotizaciones como afiliado independiente y reajustados según determine este reglamento.


Artículo 92 E.- Para los efectos del seguro de invalidez y sobrevivencia, el trabajador independiente que hubiese efectuado sus cotizaciones obligatorias conforme al artículo siguiente, por una renta imponible anual de un monto igual o superior al equivalente a siete ingresos mínimos mensuales, tendrá una cobertura anual de ese seguro desde el día 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones hasta el día 30 de abril del año siguiente a dicho pago. En el caso que dicha renta imponible sea de un monto inferior al antes indicado, el independiente que cotice según esta modalidad, estará cubierto por el mencionado seguro en el número de meses que resulte de multiplicar 12 por la razón entre el número de cotizaciones equivalentes a ingresos mínimos mensuales y siete, contados desde el 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones. En todo caso, sea cual fuere el monto de la cotización enterada, el trabajador siempre estará cubierto en el mes de mayo del año en que efectúe el pago. Mediante una norma de carácter general la Superintendencia de Pensiones regulará la forma de realizar el mencionado cálculo. 


Artículo 92  F.- Las cotizaciones obligatorias señaladas en el inciso primero del artículo 92, se pagarán en primer lugar y con preeminencia a otro cobro, imputación o pago de cualquier naturaleza, con cargo a las cantidades retenidas en conformidad a lo establecido en los artículos 84 y 89 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para ello, el Servicio de Impuestos Internos, durante la primera quincena del mes de mayo, comunicará a la Tesorería General de la República la individualización de los afiliados independientes que deban pagar las cotizaciones del Título III y la destinada a financiar prestaciones de salud del Fondo Nacional de Salud y el monto a pagar por dichos conceptos. Además deberá informarle el nombre de la administradora del fondo de pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador. 


La Tesorería General de la República deberá enterar, con cargo a las cantidades retenidas mencionadas en el inciso anterior y hasta el monto en que dichos recursos alcancen para realizar el pago respectivo, la cotización obligatoria determinada por concepto de pensiones en el fondo de pensiones de la Administradora de Fondos de Pensiones en que se encuentre incorporado el trabajador independiente para ser imputados y registrados en su cuenta de capitalización individual a título de cotizaciones obligatorias. Por otra parte, dicha Tesorería enterará las cotizaciones de salud  en el Fondo Nacional de Salud.


Artículo 92  G.- Si las cantidades señaladas en el inciso primero del artículo anterior fueren de un monto inferior a las cotizaciones adeudadas, se pagarán en primer orden las destinadas a pensiones y subsistirá la obligación del trabajador independiente por el saldo insoluto, y a partir de ese momento se considerarán adeudadas para todos los efectos legales. 


Artículo 92  H.- A los trabajadores independientes del artículo 89 que adeuden cotizaciones previsionales, les serán aplicables los incisos décimo a vigésimo primero del artículo 19, en los mismos términos establecidos para los empleadores. No obstante, respecto del inciso décimo noveno de dicho artículo no recibirán aplicación los artículos 4°; 4°bis; 12; 14; 18; 19; 20 y 25 bis de la ley N° 17.322. Asimismo, en los juicios de cobranzas de deudas previsionales de dichos trabajadores, no podrán embargarse los bienes inmuebles de propiedad de ellos, sin perjuicio de los demás bienes que las leyes prohíban embargar.


Al trabajador independiente señalado en el artículo 89, que sea beneficiario del aporte previsional solidario de vejez y no se encontrare al día en el pago de sus cotizaciones de pensiones, se le calculará un aporte previsional solidario reducido, para lo cual se considerará una pensión máxima con aporte solidario reducida, equivalente a la mitad de la suma de la pensión básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario.


La reducción a que se refiere el inciso anterior, sólo se aplicará por un número determinado de meses, contados desde que el trabajador independiente cumpla 65 años de edad. Para determinar los meses afectos a reducción, se considerará el monto total de cotizaciones de pensiones adeudadas, al que se le aplicará un interés real del 4% anual, desde el mes siguiente al que comenzaron a adeudarse y hasta la fecha en que cumpla 65 años de edad; este monto, se multiplicará por el factor de ajuste utilizado para el cálculo del aporte previsional solidario de vejez sin reducción, y el resultado que se obtenga se dividirá por la diferencia entre el aporte previsional solidario de vejez sin reducción y con reducción. El resultado que se obtenga corresponderá al número de meses durante el cual se aplicará la reducción que establece el  inciso anterior. Con todo, si la cantidad que se obtuviere fuere superior a 60, se considerará esta última.


Artículo 92  I.- Los trabajadores independientes afiliados a algunas de las instituciones de previsión del régimen antigüo administradas por el Instituto de Normalización Previsional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile o en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional,  no estarán obligados a cotizar de acuerdo a las normas del presente Párrafo.”.


Artículo 77.- Los trabajadores independientes señalados en el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán beneficiarios del Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en las mismas condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 


Para determinar el valor de los beneficios que concede el sistema de prestaciones familiares señalado en el inciso anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio de la renta del trabajador independiente, devengada por el beneficiario en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se considerarán todos ellos.


Ante el Instituto de Previsión Social se acreditarán las cargas familiares y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del inciso siguiente.


Los beneficios del Sistema de Prestaciones Familiares se pagarán anualmente y se descontarán del pago de las cotizaciones previsionales que le corresponda realizar al trabajador independiente.


Artículo 78.- Sólo para los efectos de acceder a las prestaciones de los regímenes de prestaciones adicionales, de crédito social y de prestaciones complementarias, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud de acuerdo al artículo 92 A, podrán afiliarse individualmente a una Caja de Compensación de Asignación Familiar, en cuyos estatutos se los considere como beneficiarios de los aludidos regímenes.


Para contribuir al financiamiento de las prestaciones a que se refiere el inciso precedente, cada Caja de Compensación establecerá un aporte de cargo de cada afiliado independiente, de carácter uniforme, cuyo monto podrá ser fijo o variable. Dicho aporte no podrá exceder del 2% de la renta imponible para pensiones.


Las Cajas de Compensación podrán suscribir convenios con asociaciones de trabajadores independientes u otras entidades relacionadas con éstos, para los efectos del otorgamiento de prestaciones complementarias, debiendo establecer la forma de su financiamiento.

TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 79.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Agrégase al final del inciso primero antes del punto aparte (.) la expresión: “afiliados voluntarios”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso sexto, la siguiente expresión “o decida afiliarse”. Asimismo, agrégase al final de este  inciso, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), la siguiente oración “En el caso de los afiliados nuevos, el empleador deberá enterar las cotizaciones en la Administradora que se determine de acuerdo a lo señalado en el Título XV.”.


2. Reemplázase en el actual inciso segundo del artículo 3° la expresión “no podrán pensionarse por invalidez” por “no podrán solicitar pensión de invalidez”. 


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Elimínase en el inciso segundo la palabra “primer”. A su vez, agrégase al final del inciso segundo a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Cuando se trate de un dictamen que declare una invalidez total, aquél tendrá el carácter de definitivo y único.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Transcurridos tres años desde la fecha a partir de la cual fue emitido un primer dictamen de invalidez parcial que originó el derecho a pensión, las Comisiones Médicas, a través de las Administradoras, deberán citar al afiliado para reevaluar su invalidez y emitir un segundo dictamen que ratifique o modifique el derecho a pensión de invalidez, o lo deje sin efecto, según sea el cumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a) o b) del inciso primero de este artículo. El afiliado inválido parcial que cumpliere la edad legal para pensionarse por vejez dentro del plazo de tres años, podrá solicitar a la Comisión Médica respectiva, por intermedio de la Administradora a que estuviera afiliado, que emita el segundo dictamen al cumplimiento de la edad legal. De no ejercer esta opción, el afiliado mantendrá su derecho al aporte adicional establecido en el artículo 53, si correspondiera, en caso de ser reevaluado con posterioridad a la fecha en que cumpliera dicha edad.”.


c) Intercálase en el inciso cuarto, al final de la segunda oración entre la expresión “pensión” y el punto seguido (.), la frase siguiente: “desde el cuarto mes”.


d) Intercálase en el inciso quinto entre las palabras “parciales” y “que” la expresión “mediante un segundo dictamen,”.  


e) Intercálase en la primera oración del inciso final entre las palabras “invalidez” y “generó”, la palabra “parcial”.


4. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el segundo párrafo de la letra b) la frase “al cumplir los 18 años de edad” por la frase  “adquirirla antes de los 24 años de edad”.


b) Reemplázase en el inciso final la oración “las edades máximas establecidas en la letra a) o b)  de este artículo, según corresponda” por la siguiente: “la edad máxima establecida en la letra b) de este artículo”.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como observador a las sesiones de las Comisiones Médicas Regionales, en que se analice su solicitud. Si no ejerciere dicha opción, la respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, para los fines antes indicados, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores que administrará y mantendrá la Superintendencia. Asimismo, las compañías de seguros a que se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones Regionales, para que asistan como observadores a las sesiones de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del respectivo acuerdo. La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.”.


b) Reemplázase la segunda oración del actual inciso segundo que ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 


"El Instituto de Previsión Social contribuirá al financiamiento de las Comisiones Médicas en la misma forma que las Administradoras respecto de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez. Para estos efectos, la Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos. El reglamento normará la organización, las funciones de las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados incluidos en el Registro Público, así como el régimen aplicable a éstos y a los médicos integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales serán trabajadores dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por ésta, a honorarios. Dicho reglamento dispondrá también las exigencias que deberán cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las facultades que tendrán para el cumplimiento de su cometido.”.


c) Suprímese el actual inciso tercero.


d) Reemplázase la segunda oración del inciso cuarto por la siguiente: “Los exámenes serán decretados por dicha Comisión y financiados por las Administradoras, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro; por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez; y por los propios interesados, exclusivamente.”. A su vez, reemplázase en la cuarta oración, la expresión “las Administradoras de Fondos de Pensiones” por “las entidades antes señaladas”.


e) Intercálase en el enunciado del inciso quinto entre las palabras “reclamables” y la preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga el reglamento,”. A su vez, reemplázase la frase “afiliado afectado, por la Administradora a la cual éste se encuentre incorporado” por la siguiente “solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y reemplázase la palabra “tercero” por “cuarto”.


f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 


“Los exámenes de especialidad o los análisis e informes que demande la reclamación de un dictamen emitido por la Comisión Médica Regional, deberán ser financiados por la Administradora, la Compañía de Seguros, el Instituto de Previsión Social y el solicitante afectado, en la forma que señala el inciso cuarto, si la reclamación proviene de este último. Si la reclamación  proviene de la compañía de seguros o del Instituto de Previsión Social, dichos exámenes, análisis e informes serán financiados exclusivamente por estas instituciones. Si se originaren gastos de traslado, éstos serán íntegramente de cargo de quien reclame, salvo que el traslado haya sido ordenado por la Comisión Médica Central, en cuyo caso tales gastos serán de cargo de la Administradora, la Compañía de Seguros o el Instituto de Previsión Social, según corresponda, aun cuando el reclamo haya sido interpuesto por el solicitante afectado.”.


g) Reemplázase al final del inciso séptimo la expresión “en que se encuentra afiliado” por la siguiente “, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; y por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro. Estos gastos serán financiados por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez.”.


h) Reemplázase en el inciso octavo la palabra “afiliado” por “solicitante afectado”.


i) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también a esta sesión, con derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de Pensiones cuando ésta lo requiera”.


j) Reemplázase en la primera oración del inciso duodécimo la expresión “octavo” por “noveno”.


6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que produjeron la invalidez”.


7. Reemplázase el epígrafe del Título III “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”, por el siguiente “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario, del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”.


8. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese su inciso primero por los siguientes:


“Artículo 16.- La remuneración y renta mensual tendrán un límite máximo imponible de sesenta Unidades de Fomento reajustadas considerando la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del precedente, respecto del año en que comenzará a aplicarse, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 90.


El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día hábil de cada año.


Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionada sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en UF y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación del inciso primero.”.


b) Agrégase en su actual inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “En todo caso, la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, deberá ser pagada por cada uno de los empleadores, de manera proporcional al monto que éstos paguen por concepto de remuneraciones imponibles al respectivo trabajador, sobre el total de dichas remuneraciones.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Todas las referencias sobre remuneración y renta mensual imponible máxima se entenderán ajustadas al monto que se determine en función del procedimiento indicado en éste artículo.”.


9. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo siguiente:


a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se encuentren percibiendo dicho subsidio.”.


b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y agrégase a continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y empleadores”.”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:


a) Agrégase en su inciso segundo a continuación de la palabra “trabajador” lo siguiente “y pagará las que sean de su cargo. Ambas cotizaciones se encontrarán afectas a lo dispuesto en el presente artículo”.


b) Intercálase a continuación del inciso segundo del artículo 19, los siguientes dos incisos nuevos, pasando los actuales incisos tercero al vigésimo primero a ser quinto al vigésimo tercero: 


“Cuando un empleador realice la declaración y el pago de cotizaciones a través de un medio electrónico, el plazo mencionado en el inciso primero se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.


Los afiliados voluntarios podrán enterar sus cotizaciones en forma mensual o mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, con un máximo de doce meses, aplicándose para efectos de la determinación del monto de las cotizaciones, del ingreso base y de los beneficios a que habrá lugar, las normas de los párrafos 1° y 2° del Título IX, en lo que corresponda. La Superintendencia regulará las materias relacionadas con el pago de estas cotizaciones mediante una norma de carácter general.”.


c) Agrégase al final del inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“En caso de no realizar esta declaración dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Administradora respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.”.


d) Agrégase a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en este artículo, las Administradoras deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones previsionales, para efectos que aquel Servicio retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de la ley N° 17.322. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones impagas, la Administradora respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.


No obstante las sanciones establecidas en los incisos precedentes, los empleadores que no pagaren las cotizaciones establecidas en este Título, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en este Título, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.


11. Intercálese, a continuación del artículo 20 E, el siguiente párrafo 3 nuevo: “3.- Del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo”, pasando el actual párrafo 3 ”De la Cuenta de Ahorro Voluntario” a ser párrafo 4.


12. Intercálanse, a continuación del artículo 20 E, los siguientes artículos 20 F a 20 O nuevos:


“Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es un contrato de ahorro suscrito entre un empleador, por sí y en representación de sus trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del artículo 98, con el objeto de incrementar los recursos previsionales de dichos trabajadores. 


El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus trabajadores la adhesión a uno o más contratos de ahorro previsional voluntario colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido serán convenidos entre el empleador y la Administradora o Institución Autorizada y deberán ser igualitarios para todos y cada uno de sus trabajadores, no pudiendo establecerse, bajo ninguna circunstancia, beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 


Los aportes del empleador deberán mantener la misma proporción en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador podrá establecer en los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus trabajadores. 


Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se les ofrezca adherir, no pudiendo proponer modificaciones a los mismos.


Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 


Una vez vigente un contrato, el empleador quedará obligado a efectuar los aportes que el respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, con las cuales celebró dicho contrato. Con todo, cesará la obligación del empleador si el trabajador manifiesta su voluntad de no continuar realizando su aporte.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el empleador podrá, en virtud de dichos contratos obligarse a efectuar su aporte aun cuando el trabajador no se obligue a ello. En tal caso, podrá establecerse en el contrato una diferenciación en las condiciones relativas al monto y disponibilidad de los aportes, en relación a las condiciones establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  


Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidios, cualquiera sea el número de días de reposo total o parcial establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se abstendrán de descontar suma alguna destinada a la cuenta de ahorro voluntario colectivo del trabajador. 


El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima en la Administradora o Institución Autorizada durante el cual el trabajador deberá mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente. 


El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el inciso anterior, podrá manifestar su voluntad de reanudar sus aportes de acuerdo al contrato de ahorro, siempre y cuando éste se encontrare vigente, para lo cual deberá comunicarlo de la misma forma al empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente, generando la respectiva obligación del empleador de reanudar sus aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 


Las controversias suscitadas entre el trabajador y su empleador con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.


Artículo 20 G.- Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los requisitos que deberán cumplir los contratos y los planes de ahorro previsional voluntario colectivo, así como los procedimientos necesarios para su correcto funcionamiento. 


Con el objeto que la oferta de un empleador de suscribir uno o más contratos tenga amplia cobertura y no discrimine arbitrariamente entre los distintos trabajadores, la referida norma de carácter general considerará al menos: 


a) El número o porcentaje mínimo de trabajadores, de un mismo empleador, que deban adherir a alguno de los contratos ofrecidos en relación al número total de aquellos;


b) El número máximo de meses de permanencia en la empresa que los contratos podrán establecer como requisito para que el trabajador adquiera la propiedad de los aportes efectuados por el empleador.


Artículo 20 H.- El empleador deducirá los aportes de los trabajadores de su remuneración, mensualmente o con la periodicidad que las partes acuerden. 


En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de enterar los aportes se aplicará lo dispuesto en el artículo 19. La Administradora o la Institución Autorizada deberá, en representación de los trabajadores comprendidos en el contrato de ahorro, seguir las acciones tendientes al cobro de tales aportes, sus reajustes e intereses, de conformidad al procedimiento previsto en el mencionado artículo. 


Los aportes que efectúen empleador y trabajador, se depositarán en una cuenta individual, que se abrirá en una Administradora de Fondos de Pensiones o en alguna de las  Instituciones Autorizadas, de acuerdo a lo especificado en el contrato. Dichas entidades deberán registrar separadamente en la cuenta de capitalización individual del trabajador los aportes efectuados por éste y por su empleador. 


Los recursos originados en los aportes efectuados por el trabajador serán siempre de su propiedad. Por su parte, los recursos originados en los aportes efectuados por el empleador serán de propiedad del trabajador una vez que se cumplan las condiciones establecidas en el contrato respectivo. De esta forma, si el contrato de ahorro establece un período mínimo de permanencia en la empresa, para que los aportes del empleador sean definitivamente de propiedad del trabajador, se requerirá que éste cumpla íntegramente dicho período o que se configure algunas de las causales establecidas expresamente en el contrato para ello. Con todo, si el contrato de trabajo terminase por la causal establecida en el artículo 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador pasarán a ser de propiedad del trabajador. Si el trabajador no adquiere la propiedad de los recursos originados en aportes efectuados por el empleador, éste deberá retirar dichos recursos, de acuerdo al procedimiento que determine una norma de carácter general que dictará la Superintendencia. 


A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.


Artículo 20 I.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones tendrán derecho a una retribución, establecida en los contratos sobre la base de comisiones, por la administración del ahorro previsional voluntario colectivo y por la transferencia de depósitos de este tipo de ahorro hacia otra Administradora o Instituciones Autorizadas. 


La comisión por la administración de los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo sólo podrá ser establecida como un porcentaje del saldo de este tipo de ahorro. 


La comisión por la transferencia de depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondos de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas, sólo podrá ser establecida como una suma fija por operación, que se descontará del depósito y deberá ser igual cualesquiera sean las entidades seleccionadas por el afiliado. 


No obstante lo anterior, no se podrán establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo originado en ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondo de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas. Asimismo, ninguna de estas últimas podrá establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo hacia otra Institución o hacia una Administradora de Fondos de Pensiones. 


Las comisiones por administración podrán ser acordadas libremente entre el empleador y las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, pudiendo establecerse comisiones diferenciadas entre distintos contratos. A su vez, en un mismo contrato, podrán establecerse comisiones diferenciadas según el número de trabajadores adscritos al plan. 


Artículo 20 J.- Los contratos que el empleador ofrezca a sus trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que podrán desempeñar la función de administración de los recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de sus trabajadores. Con todo, los contratos que ofrezca el empleador no podrán incluir una Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a él, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Las Administradoras de Fondos de Pensiones no podrán condicionar, bajo ninguna circunstancia, la suscripción de un contrato de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo a la afiliación o traspaso a esa Administradora de los trabajadores que adhieran al contrato. La infracción a lo dispuesto en el presente inciso, será sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 20 K.- Los depósitos por concepto de ahorro previsional voluntario colectivo podrán realizarse en cualquiera de los Fondos de Pensiones de una Administradora y en los planes de ahorro autorizados por las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda.


Dichas entidades no podrán invertir estos recursos en una suma que exceda del veinte por ciento de los recursos administrados por cada plan en instrumentos emitidos o garantizados por el empleador respectivo y sus personas relacionadas, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. 


Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario colectivo y del ahorro previsional voluntario a que se refiere el artículo 20, los trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:


a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los aportes no sea gravada con el impuesto único establecido en el número 3 de dicho artículo, o 


b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma prevista en el número 3 de dicho artículo.


En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario señalado en la letra a) anterior, la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al régimen tributario aplicable a la cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará en la forma prevista en dicho artículo.  En este mismo caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad. 


Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos aportes que efectúe por concepto de  cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, el monto total de los aportes que se realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá exceder de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.


Por su parte, los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. Los trabajadores no podrán acoger dichos aportes al beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados de los planes.


En caso que los recursos originados en aportes del empleador sean retirados por el trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 H, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 


Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador y del empleador para el ahorro previsional voluntario colectivo que se realicen de acuerdo a la alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario  a que se refiere dicha letra, por la parte que no exceda a seiscientas unidades de fomento anuales por cada trabajador.


Artículo 20 M.- En caso de término de la relación laboral, de término del contrato de ahorro respectivo o cuando así lo contemple dicho contrato, los trabajadores deberán traspasar el saldo que corresponda a un nuevo plan de ahorro previsional voluntario colectivo o a un plan de ahorro previsional voluntario administrado por una Institución Autorizada o una Administradora de Fondos de Pensiones. Los traspasos antes señalados no se considerarán retiros para todos los efectos legales. Asimismo, también podrán retirar total o parcialmente el saldo acumulado, en las condiciones que correspondan al régimen tributario seleccionado en el momento del aporte. 


Artículo 20 N.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Instituciones Autorizadas sólo podrán suscribir los contratos de ahorro previsional voluntario colectivo que den cumplimiento a las disposiciones establecidas en el presente título. La fiscalización de los planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo que ofrezca cada institución corresponderá a la Superintendencia respectiva.


Artículo 20 O.- El trabajador que se hubiere acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que destine todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo, a adelantar o incrementar su pensión, tendrá derecho, al momento de pensionarse, a la bonificación que se indica en este artículo. 


El monto de esta bonificación será el equivalente al quince por ciento de lo ahorrado por el trabajador por concepto de cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, que aquél destine a adelantar o incrementar su pensión. En todo caso, en cada año calendario, la bonificación no podrá ser superior a seis unidades tributarias mensuales correspondientes al valor de la unidad tributaria mensual vigente el 31 de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.


Con todo, la bonificación establecida en este artículo, procederá respecto de las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador para el ahorro previsional voluntario colectivo, efectuados durante el respectivo año calendario, que no superen en su conjunto la suma equivalente a diez veces el total de cotizaciones efectuadas por el trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.


El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto de la bonificación, informándolo a la Tesorería General de la República para que ésta proceda a efectuar el depósito a que se refiere el inciso siguiente. Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones remitirán al Servicio el monto total de las cotizaciones efectuadas por el trabajador, a que se refiere el inciso precedente.


La bonificación a que se refiere este artículo se depositará anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto, que se abrirá en la Administradora de Fondos de Pensiones o Institución Autorizada en la que se hubiese efectuado la correspondiente cotización voluntaria, depósito de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo. El monto depositado por concepto de bonificación estará sujeto a las mismas condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito en virtud del cual se originó.


Para cada retiro que afecte a los montos depositados que hayan sido objeto de la presente bonificación, la Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada de que se trate, girará desde la cuenta referida en el inciso precedente a la Tesorería General de la República un monto equivalente al 15% de aquel retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a dicho monto. 


La bonificación establecida en el presente artículo y la rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas.


Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento de la bonificación a que se refiere el presente artículo, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago, y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.".


13. Sustitúyese la primera oración del inciso cuarto del artículo 21 por la siguiente:


“Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario.”.


14. Sustitúyese el inciso primero del artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los afiliados podrán optar por traspasar todo o parte de los fondos de su cuenta de ahorro voluntario a la de capitalización individual, con el objeto de cumplir con los requisitos para pensionarse según las disposiciones de esta ley. Asimismo, los pensionados podrán utilizar todo o parte del saldo de la cuenta de ahorro voluntario para incrementar el monto de su pensión. Los traspasos antes señalados no se considerarán giro para los efectos del artículo 21.”.


15. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro voluntario sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenido en ellas.”.


b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez, sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones señaladas en este artículo”.


16. Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:


a) Agrégase en la tercera oración del inciso tercero a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Con todo, las prohibiciones de este inciso no se aplicarán respecto de aquella parte de los saldos que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


b) Agrégase en la primera oración del inciso cuarto, antes del punto seguido (.) que pasa a ser una coma (,), lo siguiente: “con excepción de aquel que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


c) Agrégase en la letra c) del inciso quinto a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”.


d) Agréganse a continuación del inciso final los siguientes incisos finales nuevos:


“Los contratos que celebren las Administradoras de Fondos de Pensiones para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán ceñirse a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En dicha norma se establecerá a lo menos, el contenido mínimo de los contratos, la regulación para la subcontratación con partes relacionadas y los requerimientos de resguardo de la información a que tenga acceso el prestador del servicio con ocasión del contrato. La mencionada norma comprenderá, al menos, la subcontratación con entidades públicas o privadas de los servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la Administradora para el trámite correspondiente, y la recepción y transmisión de la información a que se refieren las letras a) y c) del inciso octavo del artículo 61 bis de esta ley.


Las Administradoras siempre serán responsables de las funciones que subcontraten, debiendo ejercer permanentemente un control sobre ellas. Dichos servicios deberán cumplir con los mismos estándares de calidad exigidos a las Administradoras.


Los contratos que celebren las Administradoras para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán contemplar disposiciones por medio de las cuales el proveedor declare conocer la normativa que las regula, como asimismo, se comprometa a aplicarla permanentemente. Adicionalmente, deberán contener disposiciones que permitan a la Superintendencia ejercer sus facultades fiscalizadoras, en los términos establecidos en el N° 16 del artículo 94.”.


17. Agrégase al final del inciso séptimo del artículo 23 bis, antes del punto aparte, la siguiente frase: “y subcontratación de servicios en los términos de los incisos vigésimo tercero al vigésimo quinto del artículo 23”.


18. Elimínase en el inciso primero del artículo 28 la frase “de cargo de los afiliados”, y en la segunda oración de su inciso final la frase “el resultado de sumar a la comisión fija por depósito de cotizaciones,”.


19. Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso segundo las palabras “podrán” y “sujetos” por “podrá” y “sujeto”, respectivamente. A su vez, elimínase al final de la misma oración la siguiente frase: “y la transferencia del saldo de la cuenta desde otra Administradora”.


b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la primera oración por la siguiente: “La comisión por el depósito de las cotizaciones periódicas sólo podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles que dieron origen a dichas cotizaciones.”.


ii. Reeemplázase en la tercera oración la frase: “al aporte adicional establecido en el artículo 54” por la siguiente: “a la cobertura del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59”. A su vez, agregáse a continuación de la expresión “independientes” la frase: “y los afiliados voluntarios”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la siguiente frase: “la transferencia del saldo de la cuenta individual y”. A su vez, elimínase la oración: “, a una suma fija por operación, o a una combinación de ambos”.


d) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Con todo, cuando se trate de una rebaja en las comisiones dicho plazo se reducirá a treinta días.”.


20. Elimínase en la oración final del inciso tercero del artículo 31 la frase: “, considerando los ajustes por siniestralidad”.


21. Modifícase el artículo 34 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo la expresión “para cobertura de riesgo a que se refieren las letras k) y m)”, por la siguiente: “con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “k) y n)” por la siguiente: “j) y m)”.


22. Reemplázase en la segunda oración del inciso segundo del artículo 35, la frase “informado por la Superintendencia, el que” por lo siguiente: “determinado e informado por la Superintendencia, por sí o a través de otra entidad que contrate para estos efectos. Dicho valor”.


23. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que un Fondo cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, la Administradora será responsable de que la rentabilidad real anualizada del respectivo Fondo, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:


1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.


2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.


b) Elimínase el inciso final. 


24. Derógase el artículo 38.


25. Reemplázase el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Las Administradoras serán responsables por los perjuicios causados a los afiliados en sus cuentas de capitalización individual con ocasión del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado a aquéllas en el ejercicio de los derechos que le establece esta ley. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido una pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia podrá ordenar la restitución de dicha pérdida a la cuenta de capitalización individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de carácter general. En este último caso, la Administradora podrá reclamar en contra de tal determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.


26. Modifícase el artículo 42 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la oración: “y esa diferencia no pudiere ser cubierta con la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad,”. 


b) Elimínase en el inciso tercero la oración “de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad o”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la oración “de Reserva de Fluctuación de Rentabilidad y”. 


27. Elimínase en la tercera oración del inciso tercero del artículo 43 la expresión: “y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39”. A su vez, reemplázase la expresión “efectuarán” por “efectuará”.


28. Modifícase el artículo 44 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la letra “k)” por la letra “j)”.


b) Reemplázase en el inciso décimo la expresión “de cobertura de riesgo financiero” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “k) y n)”, por la siguiente: “j) y m)”.


29. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i. Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i) a la n) a ser letras h) a la m), respectivamente.


ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:


“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”


iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:


“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales; acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en los mercados internacionales y que cumplan a lo menos con las características que señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras, con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal nacional; y celebrar contratos de préstamos de activos; todo lo cual se efectuará en conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos antes señalados, podrán invertir en otros valores e instrumentos financieros, realizar operaciones y celebrar contratos de carácter financiero, que autorice la Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que establezca el Régimen de Inversión;”.


iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:


“k) Otros instrumentos de oferta pública, cuyos emisores sean fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;”


v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por normas de carácter general que dictará la Superintendencia;” por lo siguiente “en el inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente: 


“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a) a la m) del inciso segundo de este artículo. 


Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital de la letra j) que estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo, e instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera por la Comisión Clasificadora de Riesgo.


Las acciones a que se refiere la letra g) podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando el emisor disponga de estados financieros auditados para los últimos tres años con resultados positivos al menos en los últimos dos; un apropiado nivel de cobertura de gastos financieros; una adecuada liquidez financiera y un determinado nivel de endeudamiento, todo ello en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. En el caso de acciones de bancos o de instituciones financieras o de empresas de leasing no se considerarán para estos efectos el nivel de cobertura de gastos financieros ni la liquidez financiera. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 


El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores y requisitos, según corresponda,  a que se refiere el inciso anterior. La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se establezcan en el Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que no cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más tardar los días diez de los meses de abril, junio, octubre y diciembre de cada año, pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.


Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), las clasificaciones de riesgo a que refiere el inciso quinto deberán ser elaboradas en conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.


Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el Banco Central de Chile las considere para efectos de la inversión de sus propios recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en un mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá ser efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045. 


Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren otorgado los clasificadores privados.


Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a la referida Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 


Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), podrán tener como objeto la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a los Fondos de Pensiones u otros fines distintos. Aquellas operaciones que tengan por objeto fines diversos de la cobertura del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el Fondo posea en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo, producto de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen de Inversión señalará los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo, dicho Régimen podrá condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados a la adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean los resguardos suficientes para su uso.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser décimo tercero, la expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez, sustitúyese la actual referencia a la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, la expresión “, k)”. A su vez, reemplázase la actual referencia a la letra “l)” por la letra “k)”.


e) Agrégase el siguiente inciso décimo quinto nuevo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:


“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 


f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes siete incisos nuevos, que pasarán a ser décimo octavo a vigésimo cuarto, respectivamente:


“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se indican en los números 1 al 4 siguientes, deberán ceñirse a los límites máximos de inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan para cada uno de ellos: 


1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo, respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.


2) El límite máximo para la inversión de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en el extranjero corresponderá al mayor valor que resulte entre el límite establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites fijados para cada Tipo de Fondo.


El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el Fondo Tipo E. 


Por inversión en el extranjero se entenderá la inversión que se efectúe en títulos extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5° de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los límites señalados.


3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras para cada tipo de Fondo no podrán ser inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A; 25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste, menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 


4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada Tipo de Fondo A, B, C y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 


El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j) y k), cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%, 20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente. Para efectos de este límite, no se considerarán las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo, cuando la cartera de inversiones de dichos fondos se encuentre constituida preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la cartera de los fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un mayor límite máximo en instrumentos representativos de capital, deberá tener un porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 


El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo. Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.


En todo caso, el Régimen de Inversión deberá establecer límites respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:


1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;


3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez;


5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión;


6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);


8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, los límites deberán ser fijados en función de los activos objetos involucrados, del valor de las operaciones y de la inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer límites a la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere el artículo 34, y 


9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las letras j) y m).


A su vez, el Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 


El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) se considerarán de baja liquidez. La liquidez de estos instrumentos será calculada trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el Régimen de Inversión,  previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo,  en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda.”.


g) En la primera oración del último inciso, reemplázanse la letra “l)” por la letra “k)” y la expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”. 


30. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la expresión “, directa o indirectamente,”.


b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los incisos segundo y tercero, respectivamente.


c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez, sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Las Administradoras que hayan invertido recursos de los Fondos de Pensiones en acciones de sociedades en que el Estado, directamente o por intermedio de sus empresas, instituciones descentralizadas, autónomas, municipales o a través de cualquiera persona jurídica, sea controlador en dichas sociedades, podrán ejercer el derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:


a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;


b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;


c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad y especialidad que la sociedad requiera;


d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y


e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la sociedad.


Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 y podrán ser solicitadas por alguna Administradora con cargo a ella.”.


e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su vez, intercálase entre el guarismo “45” y la coma (,) que le sucede, lo siguiente: “y títulos representativos de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así como para otros instrumentos definidos en el Régimen de Inversión, que incluyan comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y otros emisores”. 


ii) Sustitúyese en la cuarta oración la expresión “volúmenes de inversión, zona geográfica, tipo de empresa en las que inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión y régimen tributario que les sea aplicable”, por la siguiente: “total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que inviertan los emisores de los instrumentos antes señalados”. 


iii) Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con todo, las citadas comisiones máximas no podrán exceder al promedio de las comisiones cobradas para el tipo de instrumento que se trate según las características antes mencionadas.”.


f) Agréganse a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto, los siguientes dos incisos nuevos: 


“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente fundada y que procure reflejar valores de mercado, las comisiones máximas a ser pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45. Al efecto, se oirá previamente a las Administradoras. Si las comisiones pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación de tales comisiones se considerarán, al menos, las clases de activos, total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que se inviertan los recursos de los Fondos a través de una entidad extranjera. La referida resolución definirá también la forma y periodicidad de la devolución a los Fondos de Pensiones de las comisiones que se hubieren pagado a la entidad mandataria por sobre las máximas establecidas en conformidad a este inciso. Con todo, las citadas comisiones no podrán exceder al promedio de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior. 


La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones efectivamente pagadas a las entidades mandatarias. Asimismo, las Administradoras deberán publicar estas comisiones en la forma y con la periodicidad que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


31. Sustitúyese en la primera oración del inciso tercero del artículo 46, la frase “de cobertura de riesgo señaladas en la letra m)” por la siguiente “con instrumentos derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras inversiones que se realicen en mercados internacionales” por la siguiente: “que se realicen en mercados nacionales e internacionales”.


32. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del patrimonio de la empresa.”. 


d) Elimínase el actual inciso sexto.


e) Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso quinto, por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 


f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.


g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.


h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto.


i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de inversión. Cuando se suscriban cuotas de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo mutuo.”.


j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.


k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación o suscritas del respectivo fondo mutuo o de inversión.”.


l) Reemplázase el actual inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad emisora.”.


m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 


n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.


o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la emisión de bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 


p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.


q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la expresión “k)” por “h)”.


r) Intercálanse, a continuación del inciso décimo segundo nuevo, los siguientes cuatro incisos nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 


Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados de acuerdo a lo siguiente: 


1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos de deuda a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45;


2) Concentración de la propiedad accionaria y liquidez bursátil, para las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45;


3) Diversificación de la cartera de inversión, para las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45 y para los montos de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 


4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos de comercio de las letras e), f) e i) del inciso segundo del artículo 45; 


5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, y


6) Valor de los Fondos de Pensiones y monto del instrumento objeto de cobertura, para las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45.


El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones efectúen a través de los emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 45.


El Régimen de Inversión no podrá establecer límites mínimos para la inversión por emisor.”. 


s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”. Asimismo, agrégase a continuación de la palabra “ley” y antes del punto (.) que le sigue, la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A su vez, sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.


t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.


u) Sustitúyese en el actual inciso trigésimo segundo, que ha pasado a ser inciso vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k) y n)” por la expresión “j) y m)”.


v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a ser inciso vigésimo segundo, la expresión “vigesimoséptimo, vigesimoctavo y vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.


w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.


x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.


y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final: “Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros deberán proporcionar trimestralmente a la Superintendencia de Pensiones, según corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones.”.

- o -


33. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 


“Artículo 47 bis.- Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos directa o indirectamente en títulos emitidos o garantizados por la Administradora del Fondo respectivo, ni tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a esa Administradora.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“El Régimen de Inversión regulará las inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos o garantizados por la sociedad con la que la Administradora hubiera contratado la administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones que administre, en títulos emitidos por la Administradora o por sus personas relacionadas.”.


34. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.


b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:


“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 


d) Elimínase el actual inciso octavo.


e) Reemplazáse en el actual inciso noveno la primera oración por la siguiente: “Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo.”.


f) Sustitúyese en la segunda oración del inciso décimo, la expresión “i) y k)” por lo siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la expresión “l) del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente: “contrapartes”. Por su parte, elimínase la expresión: “para ser contrapartes en estas operaciones”.


g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la expresión “j) del inciso segundo”.


h) Intercálase entre la segunda y tercera oraciones del inciso duodécimo, la siguiente frase: “Asimismo, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir, para efectos de fiscalización, directamente a las bolsas de valores, a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, información de transacciones efectuadas dentro y fuera de bolsa, de instrumentos susceptibles de ser adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan ser realizadas por ellos, aun cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna Administradora o cualquier persona con acceso a información a que se refiere este inciso.


35. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central de Chile podrá establecer, mediante norma de carácter general,” por la siguiente: “En el Régimen de Inversión se podrá establecer”. A su vez, reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas establecidas en los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en dicho Régimen”.


36. Incorpórase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran. Estas políticas deberán ser aprobadas por el directorio de la Administradora.


La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las materias mínimas que deberán contemplar las políticas de inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.


La Superintendencia podrá requerir a las Administradoras información adicional, que fundamente las políticas de inversión.


El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  


Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión cuyas funciones serán:


a) Diseñar las políticas de inversión de cada Fondo de Pensiones y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;


b) Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  


c) Revisar los objetivos, las políticas y procedimientos para la administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y


d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros, y evacuar un informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.


El Comité de Inversión deberá estar integrado al menos por tres Directores de la Administradora. 


El Comité de Inversión deberá dejar constancia en acta de todas sus discusiones y acuerdos.”.


37. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:


“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión de cada uno de ellos. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma como se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.


38. Suprímese en el inciso segundo del artículo 51 la expresión “y totales”. 


39. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 53:


a) Reemplázase al final de la primera oración del inciso primero, la expresión “el segundo dictamen de invalidez” por “el dictamen que declara definitiva la invalidez”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “afiliado” y  el artículo “el”, la frase “las cotizaciones enteradas durante el período transitorio ni”.


40. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 54:


a) Reemplázase el enunciado del inciso primero por el siguiente:


“La Administradora será exclusivamente responsable y obligada al pago de las pensiones parciales originadas por el primer dictamen de invalidez, y a enterar el aporte adicional en la cuenta de capitalización individual de los afiliados declarados inválidos totales y de los afiliados no pensionados que fallezcan, en los siguientes casos:”.


b) Suprímese en la letra a) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”, y agrégase al final de esta letra, antes de la conjunción “y” la siguiente frase: “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 L si se trata de un afiliado voluntario,”.


c) Suprímese en la letra b) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”.


d) Intercálase en la primera oración del inciso segundo entre la expresión “invalidez” y la palabra “que”, la expresión “parcial”.


41. Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 55 la expresión “segundo dictamen de” por  “dictamen que declare definitiva la”.


42. Agrégase en el enunciado del artículo 56 a continuación de la palabra “invalidez” la palabra “parcial”.


43. Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “o se declare la invalidez mediante el primer dictamen”, por la siguiente: “, se declare la invalidez parcial mediante el primer dictamen o se declare la invalidez total”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Para aquellos trabajadores cuyo período de afiliación al Sistema fuere inferior a diez años y cuya muerte o invalidez se produjere por accidente, la suma de las remuneraciones imponibles y rentas declaradas se dividirá por el número de meses transcurridos desde la afiliación hasta el mes anterior al del siniestro.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero al séptimo a ser cuarto al octavo, respectivamente.


“Con todo, respecto de aquellos trabajadores cuya fecha de afiliación sea anterior al cumplimiento de los 24 años de edad y el siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años de edad, su ingreso base corresponderá al mayor valor entre el monto que resulte de aplicar los incisos primero o segundo de este artículo, según sea el caso, y el que resulte de considerar el período comprendido entre el mes de cumplimiento de los 24 años de edad y el mes anterior al del siniestro.”.


d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “o de declaración de la invalidez, según el primer dictamen”, por la siguiente: “, de declaración de la invalidez parcial mediante el primer dictamen o de declaración de la invalidez total, según corresponda”.


44. Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso primero de acuerdo a lo siguiente:


i. Sustitúyese en el enunciado la expresión: “la Administradora contratará” por la siguiente: “las Administradoras contratarán en conjunto,”.


ii. Agrégase en la letra a) a continuación de la palabra “inválido” la palabra “parciales”.


iii. Agrégase al final de la letra b) antes del punto y coma (;), la siguiente frase “y a los afiliados declarados inválidos totales”.


iv. Sustitúyese en las letras c) y d) la expresión “generen pensiones de sobrevivencia” por la palabra “fallezcan”.


b) Agrégase un nuevo inciso segundo, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto respectivamente:


“El Contrato de Seguro a que se refiere este artículo deberá convenirse sobre la base de una prima fija y única, calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado. En ningún caso dicho contrato podrá contener disposiciones referidas a ajustes de siniestralidad, participación por ingresos financieros y cualquier otra estipulación que modifique la prima fija y única antes mencionada.”.


c) Sustitúyese en la segunda oración del inciso tercero la expresión “la Compañía de Seguros” por la siguiente: “las Compañías de Seguros de Vida que se adjudicaron la licitación de acuerdo a lo que se establece en el artículo 59 bis”.


45. Agrégase el siguiente artículo 59 bis, a continuación del artículo 59:


“Artículo 59 bis.- El seguro a que se refiere el artículo anterior será adjudicado mediante una licitación pública. El proceso de licitación será efectuado por las Administradoras de Fondos de Pensiones, en conjunto, y se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que se sujetarán a lo dispuesto en la norma de carácter general que dicte la Superintendencia para tales efectos. 


Estarán facultadas para participar en la licitación del seguro, las Compañías de Seguros de Vida que se encuentren constituidas a la fecha de la licitación.


El seguro será adjudicado a la Compañía que presente la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía con el objeto de evitar una concentración excesiva del riesgo de invalidez y sobrevivencia. 


La norma de carácter general a que se refiere el inciso primero regulará la forma y procedimiento a que se sujetará el proceso de licitación, y las condiciones mínimas que contemplarán las Bases de Licitación. Dicha norma estipulará, a lo menos, lo siguiente:


a) Criterio de adjudicación de los contratos;


b) La forma de cálculo de la prima que será pagada a las Compañías adjudicatarias y de aquélla necesaria para financiar el seguro;


c) El procedimiento de conformación y el número de grupos de afiliados para ser licitados en un mismo proceso, los que deberán diferenciarse únicamente en razón del sexo de los afiliados;


d) El número máximo de grupos que una Compañía podrá adjudicarse conforme a lo dispuesto en el inciso precedente; 


e) La duración del período licitado, debiendo ser el mismo para todos los contratos suscritos en un mismo proceso y, en ningún caso, ser inferior a un año ni superior a tres años, y


f) La mínima clasificación de riesgo que deberán tener las Compañías que participen en la licitación. Por su parte, las Compañías cuya menor clasificación de riesgo sea igual o inferior a BB no podrán participar en las licitaciones.


La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, expresada como un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles, tendrá el carácter de uniforme para todos los afiliados al Sistema, independientemente de la prima establecida en los contratos que las Administradoras celebren con cada Compañía de Seguros, en el respectivo proceso de licitación. La forma de cálculo de esta cotización será establecida en la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero. El valor de dicha cotización no podrá ser superior a la máxima prima necesaria para financiar el seguro.


Las Administradoras deberán transferir la cotización destinada al financiamiento del seguro a las Compañías de Seguros adjudicatarias, en la forma que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


En caso de existir una diferencia, en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarlo, las Administradoras deberán enterar la diferencia en cada una de las cuentas de capitalización individual de aquellos afiliados respecto de los cuales se pagó una cotización superior a dicha prima, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


Los trabajadores que se incorporen al Sistema durante un período licitado serán asignados a los contratos vigentes en la misma forma en la cual se constituyeron los grupos de afiliados indicados en la letra c) del inciso cuarto. 


En caso de constitución de una nueva Administradora, ésta deberá adherir a los contratos de seguro vigentes, adquiriendo todos los derechos y obligaciones establecidos en aquéllos.”.


46. Modifícase el artículo 60 de la siguiente forma:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero entre las palabras “invalidez” y “mediante” la palabra “parcial”. A su vez, reemplázase en la segunda oración de este inciso la frase “hasta que el segundo dictamen quede ejecutoriado o  hasta que expire el período” por  la frase “hasta el mes en que quede ejecutoriado el segundo dictamen o en que se cumpla el plazo”.


b) Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “segundo” y “dictamen” cada vez que aparece en el texto, la expresión “o único”.


47. Reemplázase en la primera oración del inciso primero del artículo 61 la expresión “y los afiliados declarados inválidos”, por la siguiente: “los afiliados declarados inválidos totales y los afiliados declarados inválidos parciales”.


48. Modifícase el artículo 62 de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso segundo entre la primera y segunda oración, la siguiente oración nueva: “Las mencionadas normas deberán resguardar la naturaleza previsional de este seguro y permitir una adecuada comparación de las ofertas de pensión. En forma previa a la emisión de estas normas la Superintendencia de Valores y Seguros consultará la opinión de la Superintendencia de Pensiones.”. 


b) Intercálase al final de la primera oración del inciso final, entre la expresión “previsional voluntario” y la expresión “y depósitos convenidos”, lo siguiente “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.


49. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma que señale la Superintendencia de  Administradoras de Fondos de Pensiones,” por “calculada”. Asimismo, reemplázase la última oración de este inciso por la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.


50. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 65 la siguiente oración: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y renta vitalicia, según corresponda.”.


51. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero, entre la expresión “inválidos” y la palabra “que”, la expresión “parciales”.


b) Reemplázase la primera y segunda oración del inciso segundo por las siguientes:


“Tratándose de afiliados declarados inválidos parciales que no se encuentren en algunas de las situaciones señaladas en el artículo 54, tendrán derecho a percibir pensiones conforme al primer dictamen de invalidez bajo la modalidad de retiros programados, equivalentes al setenta por ciento de dicho retiro determinado en conformidad a lo señalado en el artículo 65. Esta pensión no estará afecta a las comisiones señaladas en el inciso segundo del artículo 29.”.


c) Agrégase en la oración final del inciso tercero a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente “Para el cálculo del saldo retenido no se considerarán las cotizaciones realizadas durante el período transitorio, a que se refiere el inciso tercero del artículo cuarto.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Respecto del saldo retenido y para los efectos de la opción y asignación a un tipo de Fondo a que se refiere el artículo 23, el afiliado no será considerado pensionado.”.


52. Intercálase a continuación de la primera oración del inciso cuarto del artículo 66, la siguiente oración: 


“Cuando sólo existieran hijos no inválidos con derecho a pensión, el monto del retiro programado podrá ser como máximo el valor equivalente a dos veces la pensión de referencia del afiliado causante.”. 


53. Modifícase el artículo 67 de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “segundo” y “dictamen” la expresión “o único”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso final la expresión “total o”. A su vez, reemplázase la frase “las pensiones de referencia establecidas en las letras a) y c) del artículo 56, según corresponda.” por la siguiente “la pensión de referencia establecida en la letra b) del artículo 56.”.


54. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “originada por un segundo dictamen” y agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador estará exento de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “, el afiliado acogido a pensión de invalidez total originada por un primer dictamen y el afiliado declarado inválido” por la expresión “y aquel” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador deberá pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


55. Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 85:


“Aquellos afiliados pensionados bajo la modalidad de retiro programado o renta temporal que habiendo agotado el saldo de su cuenta de capitalización individual no tengan derecho al sistema de pensiones solidarias, podrán enterar la cotización a que alude el inciso primero, calculada sobre el monto de la pensión básica solidaria vigente que corresponda.”.


56. Agrégase al epígrafe del Título IX la expresión “y Voluntarios”.


57. Agregáse el número “1. De los afiliados independientes”, al Título IX.


58. Agrégase el siguiente párrafo nuevo a continuación del artículo 92:


“2. Del afiliado voluntario


Artículo 92  J.- Toda persona natural que no ejerza una actividad remunerada podrá  enterar cotizaciones previsionales en una cuenta de capitalización individual voluntaria de una Administradora, sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 90. Los recursos que se mantengan en dicha cuenta serán inembargables y los derechos y obligaciones respecto de ella se regirán por las normas establecidas en esta ley para la cuenta de capitalización individual a que se refiere el inciso primero del artículo 17, considerando además las disposiciones especiales que se establecen en este párrafo. 


La cotización adicional que se cobre por la administración de los recursos de esta cuenta se calculará sobre el equivalente al ingreso determinado en la forma que se establece en el artículo siguiente, sin perjuicio que la parte destinada al pago de la prima del seguro a que se refiere el artículo 59 deberá calcularse sobre la base de dicho ingreso considerando un límite máximo de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de esta ley. 

La afiliación al Sistema deberá efectuarse por los interesados mediante la suscripción de la correspondiente solicitud. Respecto a quienes ya se encuentren afiliados por haber sido trabajadores dependientes o independientes, la primera cotización como afiliados voluntarios determina la apertura y mantención por la Administradora de las cuentas de capitalización individual voluntarias. 


Las cuentas de capitalización individual obligatorias y las cuentas de capitalización individual voluntarias deberán mantenerse en una misma Administradora. 


Las cotizaciones que se enteren en la cuenta de un afiliado voluntario podrán ser efectuadas por éste o por otro en su nombre y no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El afiliado voluntario podrá elegir o ser asignado a los tipos de Fondos de acuerdo a lo establecido en el artículo 23, según corresponda.


Asimismo, los afiliados a que se refiere este párrafo tendrán la opción de efectuar ahorro voluntario de aquél establecido en el artículo 21 de esta ley.


Artículo 92 K.- Se considerará como ingreso imponible de los afiliados a que se refiere este párrafo, la cantidad de dinero que coticen mensualmente en la Administradora, descontado el monto correspondiente a comisiones, multiplicado por diez, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho ingreso no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, no aplicándoseles a su respecto el límite máximo imponible señalado en el artículo 16. 


No obstante lo anterior, cuando los afiliados efectúen cotizaciones mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 19, se considerará como renta imponible la que se derive de la cotización mensual que realicen estos afiliados. Esta cotización será la que determine la Administradora como resultado de dividir por doce el monto total cotizado descontado el monto correspondiente a la cotización adicional, de la forma que determine una norma de carácter general que emitirá la Superintendencia. En caso que el resultado de la operación señalada sea inferior a la cotización equivalente a un ingreso mínimo mensual, deberá ajustarse el número de cotizaciones de manera tal que en cada mes el monto de cotización sea al menos equivalente a aquella correspondiente a un ingreso mínimo.


Artículo 92 L.- Los afiliados voluntarios quedarán cubiertos por el riesgo de invalidez o muerte si hubieren cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros. Para efectos de la determinación del aporte adicional, el cálculo del ingreso base, establecido en el  artículo 57, se realizará considerando el límite máximo imponible  a que se refiere el artículo 16.


Para efectos de la cobertura del seguro a que se refiere el inciso anterior, cuando los afiliados voluntarios hubiesen realizado cotizaciones de la forma señalada en el inciso segundo del artículo 92 K, dichas cotizaciones se entenderán imputadas mensualmente, de acuerdo a los montos definidos en la citada norma, a partir del mes siguiente a su recepción en la Administradora.


Artículo 92 M.- Los trabajadores dependientes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado voluntario, podrán autorizar a sus respectivos empleadores para que les descuenten de sus remuneraciones, bajo las normas establecidas en este párrafo y en el artículo 58 del Código del Trabajo, las sumas que destinen a cotizaciones para la cuenta de capitalización individual voluntaria de su cónyuge, incluyendo la cotización adicional. El empleador enterará esta cotización en la Administradora en que se encuentre incorporado el afiliado voluntario o en la que se encuentre afiliado su trabajador dependiente, según lo que aquél determine. En el último caso, la Administradora deberá destinar los recursos pertenecientes al afiliado voluntario a la Administradora en que éste se encuentre incorporado, en la forma que la Superintendencia establezca mediante una norma de carácter general. Respecto de estas cotizaciones se aplicarán las mismas normas establecidas en el artículo 19 para los trabajadores dependientes. Con todo, cesará la referida obligación en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones del trabajador a través de una entidad pagadora de subsidios.


La Administradora tendrá derecho a cobrar comisión por transferencia de cotizaciones, en los mismos términos establecidos en el inciso final del artículo 20 C. 


Dicha cotización a nombre del cónyuge no dará derecho al trabajador dependiente a la exención tributaria a que se refiere el artículo 18 de esta ley. 


Artículo 92 N.- La Superintendencia regulará mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con las cotizaciones a que se refiere este párrafo. Dicha norma contendrá, a lo menos, los procedimientos para la determinación del porcentaje y el cobro de la cotización adicional y la imputación de las cotizaciones para los fines que corresponda.”.


59. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual número 4. por el siguiente: “Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”. 


b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del párrafo primero del número 8. lo siguiente: “Para estos efectos y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades administradoras antes mencionadas con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que se le imputan como constitutivos de infracción, a fin de que éstas, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la recepción del respectivo oficio, procedan a formular sus descargos y acompañen las probanzas en que fundamentan sus alegaciones.”.


c) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 


“10. Efectuar los estudios técnicos necesarios para el desarrollo y fortalecimiento del Sistema de Pensiones y para evaluar la calidad de las pensiones que obtienen los afiliados y beneficiarios del Sistema. Para efectuar los mencionados estudios, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus beneficiarios, que ésta le solicite.”.


d) Agrégase el siguiente número 16, nuevo:


“16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir el envío de información y documentación sustentatoria o bien tener acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.


e) Agrégase el siguiente número 17., nuevo:


“17. Supervisar administrativamente las Comisiones Médicas Regionales y Central e impartir las normas operativas que se requieran para calificar la invalidez. Asimismo, controlar que las Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan, pudiendo siempre determinar el número de Comisiones que debe funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su equipamiento y requerir a dichas Comisiones la información necesaria para su adecuada fiscalización.”.


f) Agrégase el siguiente número 18., nuevo:


"18. Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.


La designación del inspector delegado no podrá tener una duración superior a seis meses, renovable por una sola vez por un período máximo de seis meses, y deberá fundarse en alguna de las siguientes causales:


a) Infracciones o multas reiteradas.


b) Rebeldía para cumplir las normas y órdenes legalmente impartidas por la Superintendencia.


c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes en el directorio.


d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la gestión de los Fondos de Pensiones.


e) Presunciones fundadas de que se han violado las normas sobre conflictos de interés, operaciones con personas relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora o de las entidades de su grupo empresarial.


f) Solicitud de quiebra o cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones significativas.


g) Declaración de quiebra o liquidación forzosa de cualquier entidad del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.


h) Existencia de antecedentes fundados de que los Estados Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real situación financiera.


i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos de acuerdo a lo dispuesto en esta ley.


El inspector visará todas las operaciones de la Administradora y tendrá facultades para suspender cualquier acuerdo del directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que hagan temer por la seguridad de los Fondos de Pensiones o por la estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá hacerse acompañar por otros funcionarios de la Superintendencia, así como contratar consultorías privadas externas con cargo a la Administradora.


La Administradora afectada podrá reclamar contra la designación del inspector a que se refiere este número, conforme al procedimiento establecido en el Nº 8 de este artículo. La interposición de dicho recurso no suspenderá los efectos de dicha designación.".


60. Modifícase el artículo 98 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) Inversión indirecta: Aquella que realicen los Fondos de Pensiones en activos, a través de la tenencia de instrumentos del inciso segundo del artículo 45, conforme lo disponga el Régimen de Inversión.”.


b) Elimínanse las letras f), i) y j), pasando las actuales letras g) y h) a ser las letras f) y g), respectivamente, y las actuales letras k) a la p), a ser las letras h) a la n), respectivamente.


c) Agrégase la siguiente letra “ñ)” nueva:


“ñ) Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo: Son aquellas alternativas de ahorro e inversión autorizadas por las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, para efectos de lo dispuesto en el Título III de esta ley.”.


61. Agrégase a continuación del artículo 98, el siguiente artículo 98 bis nuevo: 


“Artículo 98 bis.- Las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros establecerán, mediante Resolución conjunta, los procedimientos de fiscalización respecto del sistema de consultas y ofertas de montos de pensión a que se refiere el artículo 61 bis, de los pagos de beneficios y pensiones reguladas por esta ley que efectúen las Compañías de Seguros de Vida, como asimismo del pago de las contingencias del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59.”.


62. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyense las letras a), b), c), d), e) y f) por las siguientes: 


“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k), todas del inciso segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;


b) Rechazar, de acuerdo a lo establecido en el artículo 105, las clasificaciones practicadas por clasificadoras de riesgo en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 


c) Establecer los procedimientos específicos de aprobación de cuotas de fondos de inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de capital de la letra j), de instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas del inciso segundo del artículo 45;


d) Establecer las equivalencias entre las clasificaciones de los títulos de deuda señalados en la letra j) del inciso segundo del artículo 45, realizadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el artículo 105, y


e) Establecer, no obstante lo señalado en la letra c) anterior, los procedimientos específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la letra j) del  inciso segundo del artículo 45, que se transen en los mercados formales nacionales.”. 


63. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese  en el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:


“a) Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones designado por el Superintendente de ésta;


b) Un funcionario de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras designado por el Superintendente de ésta;


c) Un funcionario de la Superintendencia de Valores y Seguros designado por el Superintendente de ésta, y”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su suplente.”.


64. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero y segundo.


b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázanse la letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”. A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo siguiente: “representativos de capital” y reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”. Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,”.


65. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Artículo 105.- Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:


1. Categoría AAA;


2. Categoría AA;


3. Categoría A;


4. Categoría BBB;


5. Categoría BB;


6. Categoría B;


7. Categoría C;


8. Categoría D, y


9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.


Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:


1. Nivel 1 (N 1);


2. Nivel 2 (N 2);


3. Nivel 3 (N 3);


4. Nivel 4 (N 4), y


5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.


b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Para ejercer la atribución a que se refiere la letra b) del artículo 99, la Comisión Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún hecho que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda impactar negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la categoría de riesgo del título.


Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de los miembros asistentes a la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco miembros.”.


c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.


d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá establecer factores adicionales adversos que pudieran modificar la clasificación final. Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte, reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.  


e) Elimínase el inciso octavo.


66. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero al séptimo inclusive.


b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes tres incisos nuevos:


“Artículo 106.- Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 


Los requisitos de aprobación considerarán una adecuada diversificación de las inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial. Adicionalmente, se considerará que al momento de la aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de inversión. La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por los respectivos emisores en la forma y oportunidad que determine la Comisión Clasificadora.


La especificación conceptual, la metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo publicarlos en el Diario Oficial.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la letra “j)”.


d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.


67. Derógase el artículo 107.


68. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.


b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.”. 


d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la expresión “su decisión respecto”. A su vez, elimínanse la segunda y tercera oración de este inciso.


69. Reemplázase la segunda oración del inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 


“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”.


70. Elimínanse en la primera oración del artículo 110 las expresiones: “, o la asignación de una categoría de riesgo en su caso,” y “y su correspondiente categoría de riesgo”.


71. Sustitúyese en el artículo 111, la oración “sean aprobadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título XI de esta ley” por la siguiente: “cumplan los requisitos establecidos en el inciso quinto del artículo 45”.


72. Elimínase el párrafo 3, del Título XII: “De las Sociedades Anónimas Inmobiliarias”.


73. Sustitúyese en el segundo inciso del artículo 138, la expresión “la celebración de los contratos de cobertura de riesgo financiero a que se refiere la letra m)” por la expresión “la realización de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


74. Agréganse en el artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Asimismo, la función de comercialización de los servicios prestados por la Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenezca la Administradora.  


En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Las dependencias de atención de público de las Administradoras no podrán ser compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Si una Administradora de Fondos de Pensiones entregare a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la base de datos de carácter personal de sus afiliados, las entidades involucradas serán solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.628.”.


75. Modifícase el inciso primero del artículo 154 de la siguiente manera:


a) Reemplázase al final de la letra g) la expresión “, y” por  punto y coma (;).


b) Reemplázase al final de la letra h) el punto final por “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra i) nueva:


“i) La realización de descuentos a los beneficios que paguen a sus afiliados o beneficiarios para fines distintos a los de seguridad social o los establecidos en esta ley y que sean producto de obligaciones que éstos hubiesen adquirido con alguna entidad del grupo empresarial al cual pertenece la Administradora.”.


76.- Elimínanse la segunda y tercera oraciones de la letra b) del inciso primero del artículo 156.


77. Agréganse los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a ser Título XVIII:

“TITULO XV

De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual


Artículo 160.- La Superintendencia efectuará, por sí o a través de la contratación de servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de las cuentas de capitalización individual de los afiliados a que se refieren los incisos cuarto y quinto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se refiere el artículo 161. En cada licitación se adjudicará el servicio a la entidad que, cumpliendo con los requisitos de este Título, ofrezca cobrar la menor comisión por depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 


Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo anterior, la Superintendencia  podrá abstenerse de licitar en un período determinado cuando existan antecedentes técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 


El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las respectivas bases de licitación y no podrá exceder los dieciocho meses, contados desde la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.


Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se afilien al Sistema durante el período correspondiente a los doce meses siguientes, deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el término del período de permanencia señalado en el inciso anterior. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.


Los trabajadores que estén afiliados al Sistema antes del inicio de cada proceso de licitación y que deseen participar en él, deberán inscribirse en una nómina creada para tal efecto. La mencionada nómina será administrada por la Superintendencia y se mantendrá vigente sólo durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de inscripción en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La inscripción en la nómina mencionada constituye la manifestación de voluntad del afiliado de mantenerse o traspasarse a la Administradora adjudicataria, aceptando de esta forma la comisión por depósito de cotizaciones periódicas ofrecida. No obstante lo anterior, estos trabajadores podrán manifestar su voluntad de no ser traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya para efectos de prestar el servicio licitado, dentro del plazo de seis meses establecido en el inciso anterior o, una vez afiliados a aquélla, traspasarse libremente a otra Administradora. 


La inscripción en la nómina deberá efectuarse en las oficinas de la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social o en los Centros de Atención Previsional Integral o en otra entidad que mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar este servicio. La inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de otros medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La nómina constituirá instrumento público para todos los efectos legales.


Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos de Pensiones existentes y aquellas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún no estén constituidas como tales. Estas últimas deberán contar con el certificado provisional de autorización a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.046 y la aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir con los requisitos técnicos, económicos, financieros y jurídicos que le permitan constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán calificados previamente por la Superintendencia. 


Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social mediante decreto supremo. Dichas bases estarán a disposición de los interesados, previo pago de su valor, el que será determinado por la Superintendencia y será de beneficio fiscal. Las bases deberán contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;


b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;


c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;


d) Monto de la garantía de implementación;


e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;


f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;


g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 


h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;


i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;


j) Fecha de inicio de operaciones de las entidades adjudicatarias que no estén  constituidas como Administradoras al momento de la licitación;


k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales, y


l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.


Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya comunicado una modificación a aquélla, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del  artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.


La adjudicación del servicio se efectuará mediante resolución fundada de la Superintendencia. 


La adjudicataria de la licitación no podrá incrementar la comisión por depósito de cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde el primer día del mes siguiente de aquél en el cual se cumplan seis meses desde la fecha de adjudicación del servicio licitado. Esta comisión se hará extensiva a todos los afiliados de la Administradora durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme. Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar libremente el monto de su comisión por depósito de cotizaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, sin perjuicio de su derecho a participar en una nueva licitación. Asimismo, concluido el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, aquellos afiliados nuevos que se incorporaron a ésta en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, podrán traspasarse libremente a otra Administradora.


Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados al Sistema y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al respectivo proceso de licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de la cual se adjudicó la licitación. 


La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:


a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora en el plazo establecido para tales efectos.


b) No se efectuare o no se adjudicare la licitación por alguna de las causales establecidas en esta ley o en las bases de licitación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, para evitar una concentración excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá asignar, aleatoria y equitativamente, los afiliados nuevos a las Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. Los afiliados asignados siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora. Los afiliados que se hayan inscrito voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso quinto del artículo 160, no podrán ser asignados por la Superintendencia.


Artículo 165.- Los trabajadores que se hayan incorporado a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre patrimonio mínimo exigido;


b) Incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 37 respecto de  la rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;


c) Cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 


d) En proceso de liquidación;


e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de cotizaciones que la adjudicataria de la licitación;


f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período establecido en el inciso tercero del artículo 163, o


g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación y la fecha en que solicite el traspaso. En este caso, los trabajadores sólo podrán traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166.


A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del inciso precedente.


Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con la licitación establecida en este título. Dicha norma establecerá, a lo menos, el procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados, los requisitos que deberán cumplir las personas jurídicas que no estén constituidas como Administradoras a la fecha de la licitación para participar en ella y la asignación de los afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se materialice.

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones


Artículo 167.- Créase un Consejo Técnico de Inversiones, en adelante “Consejo”, de carácter permanente, cuyo objetivo será efectuar informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar el logro de una adecuada rentabilidad y seguridad para los Fondos. Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho régimen;


2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Pensiones contenidas en el Régimen de Inversión, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 


3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;


4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de Pensiones que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;


5) Entregar una memoria anual de carácter público al Presidente de la República, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al Senado, y


6) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 


Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:


a) Un miembro designado por el Presidente de la República. La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;


b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile. La designación deberá recaer en un profesional de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;


c) Un miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, y


d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.


Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o ser reelegidos, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 


Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.


En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras anteriores, integrará el Consejo, en calidad de suplente, la persona que haya sido nombrada para tales efectos por quien corresponda efectuar la designación de los miembros titulares, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos del miembro titular.  


Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan la calidad de suplente.


Serán causales de cesación de los miembros titulares y suplentes del Consejo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por quien los designó;


c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;


d) Sobreviniencia de algunas de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del cargo, y


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 


Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de esta función, en tanto no sea divulgada al público. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena. 


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.


Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por el miembro designado por el Presidente de la República, sesionará con la asistencia de a lo menos tres de sus integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.


El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 


El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo, el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 


Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico del Consejo y tendrá la calidad de Ministro de Fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos. 

El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas y las normas relativas a las obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 


La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas que corresponda a sus integrantes.  


Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada, el Consejo deberá aplicar las normas y procedimientos que establezca sobre esta materia.

TITULO XVII

De la Asesoría Previsional


1. Del Objeto de la Asesoría Previsional.


Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 


Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas en el artículo 61 de esta ley, sus características y demás beneficios a que pudieren acceder según el caso, con una estimación de sus montos. 


Artículo 172.- Créase el Registro de Asesores Previsionales, que mantendrá la Superintendencia, en el cual deberán inscribirse las personas o entidades que desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal efecto, deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el presente Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 


2. De las Entidades de Asesoría Previsional y de los Asesores Previsionales.


Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán sociedades constituidas en Chile exclusivamente por personas naturales y tendrán por objeto único otorgar servicios de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema.


Sus socios, administradores, representantes legales y las personas que tengan a su cargo realizar las funciones de asesoría previsional, deberán reunir los requisitos y estarán sujetas a las obligaciones que se establecen en este Título.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales deberán acreditar ante la Superintendencia la contratación de una póliza de seguros para responder del correcto y cabal cumplimiento de todas las obligaciones emanadas de su actividad y, especialmente, de los perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que contraten sus servicios de asesoría previsional. En el caso que el Asesor Previsional esté constituido además como corredor de seguros de rentas vitalicias, se deducirá de esta garantía aquella que haya constituido en virtud de lo establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto no inferior a la suma más alta entre 500 unidades de fomento y el 30% del saldo promedio de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, con un máximo de 60.000 unidades de fomento.


Artículo 174.- Los socios, los administradores, los representantes legales de las Entidades de Asesoría Previsional y sus dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, así como los Asesores Previsionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia en Chile y cédula de identidad de extranjería al día;


b) Tener antecedentes comerciales intachables;


c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia de educación media o estudios equivalentes;


d) Acreditar ante la Superintendencia los conocimientos suficientes sobre materias previsionales.


El cumplimiento de los requisitos de las letras b) y d) anteriores deberán ser acreditados mediante la presentación del certificado o declaración respectiva, para el caso de la letra b), y de la aprobación del examen de conocimientos correspondiente, para el caso de la letra d), y con una periodicidad que no podrá ser inferior a un año para ambos casos, según se establezca en la norma de carácter general, que al efecto dicte la Superintendencia.


No podrán ser socios, administradores, dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional o Asesores Previsionales, las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones siguientes:


a) Los procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva;


b) Los fallidos no rehabilitados y quienes tengan prohibición de comerciar;


c) Las personas sancionadas con la cancelación o revocación de su inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, Valores y Seguros y Bancos e Instituciones Financieras, o los que hayan sido administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad en la forma que prescribe la ley;


d) Quienes tengan la calidad de controlador, a que se refiere el artículo 97 de la ley Nº 18.045, o de persona relacionada con éste, los directores, los gerentes, los apoderados o los dependientes de una Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros, o de las entidades que conforman su grupo empresarial, y


e) Quienes tengan la calidad de corredores y liquidadores de seguros, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, excepto aquellos corredores habilitados para la asesoría e intermediación de rentas vitalicias.


Artículo 175.- Respecto de las personas o entidades que hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad de asesoría previsional referidos en los artículos precedentes, la Superintendencia dictará una resolución que ordene su inscripción en el registro respectivo, conceda la autorización para funcionar y fije un plazo para iniciar sus actividades.


Será responsabilidad de las Entidades de Asesoría Previsional llevar un registro de los dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las facilidades que se requieran para efectuar el control que respecto de estas materias determine la Superintendencia.


Artículo 176.- Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales responderán hasta de la culpa leve en el cumplimiento de las funciones derivadas de las asesorías previsionales que otorguen a los afiliados o sus beneficiarios y estarán obligadas a indemnizar los perjuicios por el daño que ocasionen. Lo anterior, no obsta a las sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.


Por las Entidades de Asesoría Previsional responderán además, sus socios y administradores, civil, administrativa y penalmente, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción o incumplimiento.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales estarán sometidos a la supervigilancia, control y fiscalización de la Superintendencia, la que para ello estará investida de las facultades establecidas en esta ley.


Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría Previsional encargados de la prestación del servicio, quedarán sujetos al control y fiscalización de la Superintendencia, la que tendrá respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 177.- La cancelación en el Registro de Asesores Previsionales de una Entidad de Asesoría Previsional o de un Asesor Previsional, procederá:


a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave de ley, y


b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido en el artículo 173 de esta ley.


La declaración de infracción grave de ley corresponderá a la Superintendencia y deberá estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  


Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del inciso primero, la Superintendencia dictará una resolución fundada que ordene cancelar la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.


3.  De la contratación de la Asesoría Previsional.


Artículo 178.- Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la Entidad o el Asesor Previsional y el afiliado o sus beneficiarios, cuyas cláusulas mínimas serán establecidas mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia.  


La contratación de una asesoría previsional no importa, para el afiliado o beneficiario, la obligación de acoger la recomendación que le fuere proporcionada.


Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional con cargo a la cuenta de capitalización individual, a excepción de lo indicado en los incisos segundo y tercero de este artículo.


Los afiliados o beneficiarios de pensión, según corresponda, que cumplan los requisitos para pensionarse podrán, al momento de seleccionar modalidad de pensión, pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis por el saldo de dicha cuenta  destinado a pensión. 


Si efectuado el pago a que se refiere el inciso anterior, quedare un porcentaje remanente respecto de la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, los afiliados o beneficiarios de pensión que se encuentren pensionados por retiro programado y cambien de modalidad de pensión, podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar el porcentaje remanente por el saldo de dicha cuenta destinado a pensión al momento del cambio de modalidad. 


No obstante, lo señalado en el inciso final del artículo 61 bis, cuando se trate de un cambio de modalidad de pensión las compañías de seguros de vida no podrán pagar a sus dependientes, a los intermediarios, agentes de venta de renta vitalicia u otras personas que intervengan en la comercialización de éstas, una comisión por intermediación o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere el inciso anterior.


Las Administradoras y las compañías de seguros de vida no podrán efectuar pago alguno a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.


4.  Otras Disposiciones.


Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional, siendo aplicables en lo que corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25 de esta ley.


Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de este Título.


Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional, así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna circunstancia a los afiliados o sus beneficiarios otras prestaciones diferentes a las propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aun a título gratuito o de cualquier otro modo.”.


78. Intercálase en el inciso primero del artículo 12 transitorio a continuación de la expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,) la siguiente frase: “u obtuviere pensión de invalidez total conforme a un único dictamen”.

Párrafo segundo

Modificaciones  a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, 1974


Artículo 80. Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N° 824, de 1974:


1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el encabezado del artículo la expresión “o cotizaciones voluntarias de conformidad a lo establecido en el número 2”, por la siguiente: “cotizaciones voluntarias y ahorro previsional voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,);


b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización voluntaria”, por la siguiente: “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,);


c) Reemplázanse en el número 2, la expresión “y cotización voluntaria”, por “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,); y la expresión “y de las cotizaciones voluntarias”, por la siguiente: “de las cotizaciones voluntarias y del ahorro previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);


d) Reemplázase en el número 3, la expresión “o de cotizaciones voluntarias a que se refiere el número 2”, por “cotizaciones voluntarias o ahorro previsional voluntario colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).


e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al momento de incorporarse al sistema de ahorro a que se refiere este artículo, los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias o el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los números 2. y 3. del Título III del decreto ley Nº 3.500, de 1980, no se rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo, cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando estos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad.


Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su vez, cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que éstos generen, sean retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  En este último caso, la Administradora o Institución Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 de este artículo.”.


2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro previsional voluntario colectivo”.


3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos


Artículo 81.- Agréganse en el artículo 70 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Asimismo, podrán también los bancos constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo, a las normas establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de bancos constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

Párrafo cuarto

Modificaciones en la ley N° 17.322


Artículo 82.- Incorpórense a la ley N° 17.322, a continuación del artículo 22 c), los siguientes artículos 22 d) y 22 e) nuevos:


“Artículo 22 d). En caso que las cotizaciones no se enteren ni declaren en el plazo establecido en el inciso primero del artículo 22 de esta ley, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la institución de previsión o de seguridad social respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones de seguridad social de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones de seguridad social impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia respectiva. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.


Artículo 22 e). Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general dictada por la respectiva Superintendencia, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones de seguridad social, para efectos que la Tesorería retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de esta ley. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones de seguridad social impagas, la institución de previsión o de seguridad social respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la respectiva norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.


No obstante las sanciones establecidas en esta ley, los empleadores que no pagaren las cotizaciones de seguridad social, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones de seguridad social, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

Párrafo quinto

Modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios


Artículo 83.- Modifícase el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.

Párrafo sexto

Modificaciones en la Ley de Seguros


Artículo 84.- Agréganse en el artículo 4° del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, Ley de Seguros, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:


“Las entidades aseguradoras podrán constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de compañía de seguros constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


La compañía de seguros matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

TÍTULO VI

OTRAS NORMAS

Párrafo primero

De la responsabilidad de alcaldes y otras autoridades


Artículo 85.- El incumplimiento de la obligación de efectuar los aportes previsionales que correspondan a sumas descontadas con tal propósito a las remuneraciones de los funcionarios públicos, cuando sea aplicable lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la ley N° 17.322 o el inciso final del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, constituirá infracción grave al principio de probidad administrativa contemplado en el artículo 52 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Los alcaldes que cometan la infracción referida en el inciso precedente, incurrirán en la causal de cesación en el cargo prevista en el artículo 60, letra c), de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Igual sanción se aplicará a los concejales que cometieren dicha infracción con motivo del desempeño como alcaldes suplentes.


En los casos previstos en el inciso anterior, la Contraloría General de la República, de oficio o a petición de cualquier concejal, efectuará las investigaciones que procedan con el objeto de verificar las infracciones correspondientes. Cuando el Órgano Contralor concluya que hay mérito suficiente para hacer efectiva la responsabilidad del alcalde, informará de ello al Concejo para los efectos previstos en el artículo 60, inciso cuarto, de la ley N° 18.695.


Lo establecido en los incisos precedentes no obsta a la realización de sumarios administrativos destinados a hacer efectiva las responsabilidades de funcionarios municipales con motivo del incumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero de este artículo.

Párrafo segundo

Fija renta mínima imponible para trabajadores de casa particular


Artículo 86.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 151 del Código del Trabajo, la remuneración mínima imponible para efectos de seguridad social de los trabajadores de casa particular, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual para jornadas completas, o proporcional a la pactada, si ésta fuere inferior.

TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL


Artículo 87.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.128:


1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez, la pensión básica solidaria de invalidez, el aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez". 


2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.


b) Reemplázase, en el inciso quinto, la frase “mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pénsión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, exceptuando los reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos de conformidad a las normas que los rigen”.


3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 9°, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyense la letra “l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”.


Artículo 88.- Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”. A su vez, agrégase, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: "Para evaluar el financiamiento de los beneficios que se otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social y la Superintendencia de Pensiones proporcionarán a la Dirección los datos e informaciones necesarios para la realización de los estudios técnicos y actuariales que sean necesarios para tal efecto”.


Artículo 89.- Las expresiones pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, empleadas en los artículos 87 y 88 precedentes y en el decreto ley N° 3.500, de 1980, corresponden a las definidas en el artículo 2° de la presente ley.


La alusión efectuada por el artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, a los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, corresponde a aquellos trabajadores beneficiados por el subsidio establecido en el párrafo tercero del Título III de la presente ley.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones transitorias del Título I sobre el sistema de pensiones solidarias


Artículo primero.- Las disposiciones del Título I de la presente ley entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2008. No obstante, si la publicación de ésta, fuese posterior al 1 de enero de 2008, regirá a contar del día primero del séptimo mes siguiente a dicha publicación. 


Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se podrá utilizar como instrumento de focalización la Ficha de Protección Social.


Artículo segundo.- Deróganse desde la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de que este último mantiene su vigencia para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo 31.


Las personas que a la fecha señalada en el inciso anterior, sean beneficiarias de pensiones asistenciales otorgadas de conformidad al decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho,  a contar de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, a las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las referidas pensiones asistenciales. Lo anterior no se aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.


Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia del Título I, que hayan sido presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto ley, serán calificadas de acuerdo a lo establecido en el referido título.


Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley, el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 


A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido en el artículo 31, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión asistencial.


Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de esta ley corresponderán al Instituto de Previsión Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.


Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N° 18.141.


Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.


Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las mismas condiciones.


Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán acceder a las pensiones mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese cuerpo legal, vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán optar por el sistema de pensiones solidarias establecido en la presente ley, de conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una sola vez. 


Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el derecho de opción del inciso anterior en las mismas condiciones. En este caso, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión de acuerdo a dicho decreto ley, conforme lo que establezca la Superintendencia de Pensiones, en una norma de carácter general.


Artículo séptimo.- Las personas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.


El aporte solidario de vejez a que puedan acceder las personas que estén afectas a alguno de los regímenes de previsión administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los pensionados de los mismos, se regirá por las respectivas normas transitorias del presente título, siempre que tengan derecho a alguna pensión del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación, o pensión de viudez, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, o que obtengan dicha pensión o jubilación en el futuro de alguno de ellos, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez establecido en el Párrafo tercero del Título I de esta ley, cuando la pensión base sea de un monto inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario que señala el artículo 13 de la presente ley, y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° de esta ley.


El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 2°. Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de alguno de los regímenes previsionales señalados en el inciso anterior, incluidas las bonificaciones de las leyes N°s 19.403, 19.539 y 19.953, según corresponda.


Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, el aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 u 11, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto ley. Respecto de aquellos que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de obtención de dicha pensión de vejez, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en una norma de carácter general.


Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho al aporte previsional solidario de invalidez establecido en el Párrafo quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 


Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del título VII del decreto ley N° 3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. También accederán a esta garantía estatal de pensión mínima de sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a ella.


Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a $ 60.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de julio de 2008 la data inicial antes señalada será el día primero del mes siguiente al de dicha publicación.


A contar del 1 de julio de 2009  la pensión básica solidaria de vejez ascenderá a $75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con aporte solidario será de $75.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%.


A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de 2015, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  50%.


A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  55%.


A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  60%.


Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo dispuesto en el artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de 2012.


Artículo décimo tercero.- No obstante lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las modificaciones introducidas en las letras a) y b) del número 6., la letra b) del número 7., la letra b) del número 8., la letra b) del número 9. y la letra a) del número 11., todas del artículo 34 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.

Párrafo segundo

Disposiciones transitorias del Título II sobre institucionalidad


Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Subsecretaría de Previsión Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Subsecretaría de Previsión Social;


2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, de la Superintendencia de Seguridad Social y del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más Intendencias.


3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Instituto de Normalización Previsional.


4. Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Seguridad Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Seguridad Social.


5. Fijar la planta de personal del Instituto de Seguridad Laboral, ex Instituto de Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional.


6. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata entre las instituciones mencionadas en los números anteriores, conforme a lo señalado en el número siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el Instituto de Normalización Previsional a otras instituciones públicas, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


8. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará  las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


9. El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 


10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su conjunto, fijadas en la Ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto de  las instituciones afectas a fijación de plantas y encasillamiento del personal, sin perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.


11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará  la fecha de supresión de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino de sus recursos. 


12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.


Artículo décimo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo décimo sexto.- Los altos directivos públicos del Instituto de Normalización Previsional que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha institución y que sean traspasados al Instituto de Previsión Social, continuarán sometidos a la misma normativa que los rigen.


Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.


Artículo décimo octavo.- A contar de la fecha de publicación de la presente ley, el Instituto de Normalización Previsional ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan al Instituto de Previsión Social  hasta la fecha en que esta última institución entre en funciones. 


Del mismo modo, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan a la Superintendencia de Pensiones, hasta que esta última institución entre en funcionamiento, con excepción de aquellas que se  traspasen desde la Superintendencia de Seguridad Social, las que esta última continuará ejerciendo hasta dicha fecha.


Artículo décimo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el artículo 35, según corresponda, funciones actuales que en virtud de la presente ley pasan a desempeñar los órganos antes señalados y que no hayan sido mencionadas en los artículos de la misma.

Párrafo Tercero

Disposiciones transitorias del Título III, sobre normas sobre equidad de género y afiliados jóvenes


Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.


Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64, obtenga su pensión con posterioridad al 1 de julio de 2009, tendrá derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos permanentes del Párrafo primero del Título III.


A contar del 1 de julio de 2009, la bonificación por hijo para las madres será considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo señalado en el Título I de esta ley. 


Artículo vigésimo primero.- Las normas contenidas en el Párrafo 2° del Título III sólo serán aplicables en los juicios de nulidad o divorcio que se inicien con posterioridad a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el inciso segundo de esta misma disposición,  lo hará a partir del 1 de julio de 2011.


Artículo vigésimo tercero.- No les serán aplicables las disposiciones establecidas en el artículo 4 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, a las afiliadas mujeres que a la fecha de publicación de esta ley tengan más de sesenta años de edad. 

Párrafo Cuarto

Disposiciones transitorias del Título IV sobre la obligación de cotizar de los trabajadores independientes


Artículo vigésimo cuarto.- El Título IV de esta ley entrará en vigencia a contar del día 1 de enero del cuarto año siguiente, contado desde la fecha de publicación de la presente ley.  


Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia de los artículos señalados en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89  del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.


Para efectos del inciso anterior, la renta imponible será la establecida en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, multiplicada por 0,4; 0,7; y 1 para el primer, segundo y tercer año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero, respectivamente.


Desde el cuarto año de la entrada en vigencia de los artículos mencionados en el inciso primero, dichos trabajadores estarán obligados a efectuar las cotizaciones del Título III del decreto ley N°3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F.


La cotización del 7% para financiar prestaciones de salud se realizará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 76 de la presente ley, a contar del día 1 de enero del séptimo año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero. Con anterioridad a dicha fecha estas cotizaciones se realizarán de acuerdo a las normas vigentes a la época de publicación de la presente ley.

Párrafo Quinto

Disposiciones transitorias del Título V Reforma sobre beneficios, Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y competencia


Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.


La bonificación establecida en el artículo 20 O del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 12, del artículo 79 de esta ley, será aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo que se efectúen a contar de la vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso precedente.


Las normas que modifican el financiamiento de las Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, a que se refiere la letra b) del numeral 5 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I de esta ley, según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El Título XVI del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 77 del artículo 79, comenzará a regir el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley.


Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación. Asimismo, los afiliados que se encuentren percibiendo pensiones de invalidez conforme a un primer dictamen, continuarán rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de declaración de su invalidez.


Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.


Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 55 del artículo 79 del Título V de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán traspasar a su cuenta de capitalización individual, todo o parte de los fondos mantenidos en la cuenta de ahorro voluntario con el objeto de aumentar el monto de su pensión.


Artículo trigésimo.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980 y que den cumplimiento a los requisitos establecidos en el inciso tercero del artículo 23 de dicho decreto ley, modificado por el número 16 del artículo 79 de esta ley, podrán ejercer la opción en él señalada.


Artículo trigésimo primero.-  La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47 del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al mismo decreto ley. 


Artículo trigésimo segundo.-  Si a la fecha de entrada de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, existiere una Reserva de Fluctuación de Rentabilidad de propiedad de un Fondo de Pensiones, la Administradora respectiva deberá distribuir dicha reserva entre sus afiliados proporcionalmente al número de cuotas que éstos mantengan en sus cuentas individuales, enterando el monto correspondiente en las cuentas de aquéllos, en la forma y en los plazos que establezca una norma de carácter general que al efecto dictará la Superintendencia de Pensiones.


Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 168 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 77 del artículo 79 del Título V de esta ley, la primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se efectuará por los períodos que a continuación se indica:


a) Dos años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones.


b) Tres años en el caso de los miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.


c) Cuatro años en el caso del miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile.


d) Cinco años en el caso del miembro designado por el Presidente de la República.


Artículo trigésimo cuarto.- Durante los dos primeros años a contar de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Administradora, sin perjuicio que la Superintendencia de Pensiones pueda establecer plazos para su enajenación.


Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el  número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser inferior al 30% ni superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de Pensiones. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.


Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, el límite por tipo de Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%, 20% y 15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.


Artículo trigésimo sexto.- Dentro de un plazo de noventa días contado desde la fecha de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce en el decreto ley N° 3.500, de 1980, las Administradoras deberán adecuar los contratos de prestación de servicios que estuvieran vigentes a lo dispuesto en el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, modificado por el número 16 del artículo 79 del Título V de esta ley. 


Artículo trigésimo séptimo.- La primera licitación del seguro a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 45 del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980. 


Artículo trigésimo octavo.-  Las modificaciones que el número 8 del artículo 79 del Título V de esta ley introduce al artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, comenzarán a aplicarse a contar del 1 de enero del año siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- La obligación del empleador de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1 de julio de 2009.


En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, período durante el cual la cotización adicional del correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980.
Párrafo sexto

Disposición transitoria del Título VI otras normas


Artículo cuadragésimo.- La remuneración mínima imponible fijada en el artículo 86, se aplicará a contar del día primero del mes en que se cumpla el tercer año contado desde la publicación de la presente ley. No obstante, desde el primer año, contado de igual forma, dicha remuneración será de un 83% de un ingreso mínimo mensual y durante el segundo, ésta será de un 92% del señalado ingreso.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre financiamiento fiscal


Artículo cuadragésimo primero.- Las modificaciones señaladas en los artículos 87 y 88, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo cuadragésimo segundo.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones fiscales derivadas de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.


Artículo cuadragésimo tercero.- Podrán efectuarse retiros al Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del artículo 6° de dicha ley.


Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos. 


Artículo transitorio final.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes de este cuerpo legal, podrán dictarse los reglamentos que dispone la presente ley, desde la fecha de publicación de la misma.”.



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_____________

PETICIONES DE OFICIOS 


El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:


- Del Honorable Senador señor Allamand a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región de Los Ríos, solicitando información acerca de los motivos por los cuales se suspendieron las obras de construcción en el Consultorio de Salud Primaria “Gil de Castro”, en la ciudad de Valdivia. 

- Del Honorable Senador señor Ávila:


1) Al señor Contralor General de la República, requiriendo que se investiguen las razones por las cuales no se ejecutaron los proyectos para mejorar la infraestructura del Frente de Atraque “Espigón”, del Puerto de San Antonio.


2) A la señora Directora Nacional del Trabajo, solicitando que se realice una investigación acerca del cumplimiento de las normas laborales por parte de las empresas navieras que operan en el Puerto de San Antonio, denominadas empresas de Muellaje.


- Del Honorable Senador señor Cantero:


1) A los señores Secretario Regional Ministerial de Salud de la II Región y Director del Hospital de Antofagasta, requiriendo que se analice la posibilidad de efectuar un examen médico a persona que indica, para que pueda someterse a una posterior operación de by-pass.


2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la II Región, solicitando que informe el estado tramitación en el cual se encuentra la denuncia formulada por persona que indica.


3) Al señor Director Regional de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, a la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, ambos de la II Región y al señor Director del Servicio de Salud Antofagasta, con el objeto de informarles de la situación que afecta a los vecinos de la Villa Oro Blanco por la venta clandestina de bencina y petróleo y el consecuente daño que provoca esa actividad para su salud a raíz de la emanación de gases tóxicos, solicitando realizar la fiscalización correspondiente.


- Del Honorable Senador señor Horvath: 

1) A los señores Ministro de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando que dispongan las medidas necesarias para solucionar las carencias existentes en los puertos de la ruta naviera “Cordillera”, que recorre diversos puntos entre la Región de Los Lagos y la XI Región.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Director Nacional de Vialidad y a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo que se adopten las medidas necesarias para evitar los daños ambientales como consecuencia del ensanchamiento de Carretera Austral, en el sector del Parque Nacional Queulat, XI Región.


3) Al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Director Nacional de Vialidad, solicitando que se adopten las medidas necesarias para dar solución a los problemas existentes en la construcción del camino en el sector de El Pangal Bajo, comuna de Aysén.


4) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo la presentación de indicaciones en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2008, con el objeto de dar una adecuada solución a los problemas de los deudores habitacionales.


5) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, al señor Director General de Aguas y a la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, solicitando la adopción de las medidas destinadas a proteger las áreas silvestres y evitar la entrega de derechos de agua en caudales ubicados al interior de los parques nacionales.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.


Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE PUBLICACIONES ORDENDAS POR EL CÓDIGO DE MINERÍA

(4741-08)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, rechazó la idea de legislar del proyecto de ley de ese H. Senado, iniciado en moción, sobre publicaciones ordenadas por el Código de Minería, boletín N° 4741-08.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- René Aedo Ormeño

- Francisco Encina Moriamez 


- Marcelo Forni Lobos 


- Antonio Leal Labrín

- Jaime Mulet Martínez 

***


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 532/SEC/07.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):MARCELO DÍAZ DÍAZ, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.-ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, RELATIVO A RECUPERACIÓN DEL BOSQUE NATIVO Y FOMENTO FORESTAL

(669-01)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, boletín N° 669-01, con excepción de las recaídas en los números 20) y 24) del artículo 2°; en los artículos 11 nuevo; 13; la supresión del artículo 14; 17 y 18 nuevos, y 22.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Ramón Barros Montero

- don Roberto Delmastro Naso

- don Ramón Farías Ponce

- don José Pérez Arriagada

- don Alejandra Sepúlveda Orbenes
****



Me permito hacer presente a V.E. que la incorporación de los artículos 4°, 5°, 8°, 10, 12, 13, 20, 21, 28, 32, 34, 35, 38, 46, 47, 50, 51, 52, 53, 59, 60, 61 y 65 permanentes nuevos y artículo 4° transitorio nuevo, y las enmiendas recaídas en los artículos 18 (39 de ese H. Senado), 21 (42 de ese H. Senado), 31 (45 de ese H. Senado), 44 (17 de ese H. Senado), 52 (48 de ese H. Senado), 57 (58 de ese H. Senado) y 60 (9° de ese H. Senado), fueron aprobados con el voto a favor de 96 Diputados, de un total de 116 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.066/SEC/07 de 28 de agosto de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Prosecretario de la Cámara de Diputados

3

NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y PERFECCIONA ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO

(3507-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros un nuevo su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe consignar que la Sala, acordó, con motivo del trámite de la discusión en particular, enviar esta iniciativa de ley para un nuevo segundo informe, específicamente respecto a los artículos 16 y 34 (que pasaron a ser artículos 17 y 33, respectivamente, en el segundo informe de vuestra Comisión).


Igual acuerdo se adoptó por la Sala, en relación al artículo tercero transitorio, aprobado en el segundo informe, y para el cual el Ejecutivo presentó una nueva indicación sustitutiva de esta disposición.

A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo, señor Osvaldo Andrade, acompañado por su asesor legislativo, señor Francisco Del Río y por su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino. Asimismo, concurrieron los asesores del Subsecretario del Trabajo, señores Alejandro Alarcón y Ariel Rossel. En representación del Programa Chile Califica, asistieron, el Director Nacional, señor Ignacio Canales, y la Coordinadora de Operaciones, señora Lenka Ledesma.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.- 
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones: la nueva indicación del Ejecutivo (recaída en el artículo tercero transitorio).

3.- 
Indicaciones aprobadas


con modificaciones: números 4 bis, 5 bis y 6 bis.

4.-
Indicaciones rechazadas: número 54.

5.-
Indicaciones retiradas: ninguna. 

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: ninguna.


Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante esta misma Comisión para nuevo segundo informe.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que respecto a los artículos en que recae este nuevo segundo informe no hay disposiciones de quórum especial.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, los artículos del proyecto que se informan, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social: 

Artículo 16
(Pasó a ser artículo 17, en el texto del segundo informe)


Dispone lo siguiente:


“Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.

Lo establecido en los incisos anteriores, también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.”.

Cabe hacer presente que las normas de la ley Nº 18.045, del Mercado de Valores, citadas en el inciso tercero del artículo en análisis, definen los siguientes conceptos: grupo empresarial, en el artículo 96; controlador de una sociedad, en el artículo 97; acuerdo de actuación conjunta, en el artículo 98; influencia decisiva en la administración o en la gestión de una sociedad, en el artículo 99; y, finalmente, personas relacionadas con una sociedad, en el artículo 100.


La indicación número 54, del Ejecutivo, sustituye su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades reguladas en la ley N° 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos.”.

La indicación signada como 4 bis, del Ejecutivo, propone reemplazar el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, a excepción que renuncien a la función de capacitación establecida en la primera ley citada.”.


La indicación individualizada como 5 bis, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, propone sustituir el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Las entidades certificadoras que además se desempeñen como instituciones reguladas en la ley Nº 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos, no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos.”.


Cabe señalar que la indicación individualizada como 5 bis, fue renovada en la Sala por los siguientes Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Espina, García, Larraín, Matthei, Novoa, Orpis y Pérez.

La indicación número 55, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, sustituye el inciso primero por el que sigue:


“Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores en el trámite reglamentario del segundo informe.


Sobre esta materia, tanto los miembros de la Comisión como los representantes del Ejecutivo, coincidieron en que las normas propuestas por las indicaciones números 4 bis y 5 bis, responden de manera más adecuada al objetivo trazado en cuanto a que no puedan certificar las competencias laborales de sus propios egresados, las entidades certificadoras que, al mismo tiempo, realicen actividades de capacitación o de formación -de conformidad a la ley Nº 19.518 o a la ley Nº 18.962, respectivamente-, o desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos. 


Destacaron que ello, por ejemplo, permitirá que las universidades ejecuten la labor de certificación de competencias laborales, pero con la limitante de no poder efectuar tal certificación respecto de las personas egresadas de sus propios planteles.


Consecuentemente, la Comisión dio lugar a ambas indicaciones en análisis, en la forma que se dirá más adelante.


Por otra parte, el Ejecutivo hizo presente la conveniencia de reponer en la norma en estudio los incisos segundo, tercero y cuarto del texto aprobado en general para este precepto, los cuales, con motivo del segundo informe al aprobarse la indicación número 4 bis, fueron eliminados de la disposición. Lo anterior, toda vez que dichos incisos permiten completar el régimen de incompatibilidades para desempeñarse como Centro de Certificación de Competencias Laborales. 


La Comisión compartió el fundamento señalado y prestó su conformidad a la modificación sugerida. 


De conformidad a lo expuesto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, reemplazó el artículo propuesto en su segundo informe, por otro cuyo texto se consigna, en su oportunidad, en el Capítulo de Modificaciones. Para los señalados efectos, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó, con modificaciones, las indicaciones números 4 bis y 5 bis.

- Aprobó la reincorporación en el artículo en análisis, de los incisos segundo, tercero y cuarto contemplados en el texto del precepto aprobado en general.

- Rechazó la indicación número 54, por ser incompatible con lo resuelto precedentemente.

Artículo 34
(Pasó a ser artículo 33, en el texto del segundo informe)


Su texto es:


“Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.”.

La indicación número 87, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, suprime esta norma.


La indicación individualizada como 6 bis, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, es para reemplazar el artículo en análisis por el siguiente:


“Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Con el propósito de evitar la integración vertical entre los Centros y las OTIC, estas últimas no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo Centro. Además los distintos Centros en que se distribuyan los fondos no podrán estar relacionados entre sí de conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley 18.045, de Mercado de Valores.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.”.


Cabe señalar que el artículo 100 de la ley Nº 10.045, sobre Mercado de Valores, a que hace referencia la norma propuesta por la indicación en análisis, establece los casos en que las personas 
-naturales o jurídicas- se entenderán relacionadas con una sociedad. Asimismo, dispone las respectivas excepciones a dicha circunstancia.

En el trámite del segundo informe, el Honorable Senador señor Allamand indicó que, tras la presentación de la indicación signada como 6 bis, se hizo innecesaria la indicación número 87.


- En razón de lo anterior, en su calidad de coautor de la indicación número 87, la retiró, durante el trámite del segundo informe.

Con posterioridad, la indicación individualizada como 6 bis, fue renovada en la Sala por los siguientes Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Espina, García, Larraín, Matthei, Novoa, Orpis y Pérez.


Los miembros de la Comisión y el Ejecutivo compartieron la propuesta de la indicación número 6 bis, la cual permite que los organismos técnicos intermedios para capacitación (OTIC) actúen como nexo entre las empresas y los Centros de Certificación de Competencias Laborales. Asimismo, la norma sugerida faculta a las OTIC para utilizar los saldos o remanentes que se produzcan al final de cada ejercicio, en actividades de evaluación y certificación de competencias laborales. Sin embargo, se impone una limitante a esta facultad, cual es, no poder destinar más de un 15% de tales fondos a un solo Centro. Lo anterior, a fin de evitar la conformación de posiciones monopólicas que, en definitiva, distorsionen el funcionamiento del sistema que se instaura.


La Comisión, por tanto, acogió la indicación en comento.



En otro orden de ideas, el Ejecutivo propuso incorporar en esta norma, una limitación al monto que las OTIC podrán cobrar por su gestión de intermediación en la certificación de competencias laborales. Dicho límite se establecería en el 5% del costo de la respectiva certificación. 


El señor Director Nacional del Programa Chile Califica hizo presente que, en la actualidad, la ley contempla un límite del 15% para el cobro por los servicios de intermediación en materia de capacitación. En consecuencia, en este caso se fijaría un tope de cobro por concepto de intermediación que es inferior a aquél, lo que se explica, precisó, porque la prestación del servicio de intermediación en el ámbito de la certificación de competencias, tiene un menor costo en comparación a la intermediación en el campo de la capacitación. Ello ameritaría, entonces, que el cobro por la ejecución de tales servicios tenga límites porcentuales distintos.


La norma sugerida se incorporaría como frase final del inciso primero del artículo contenido en la indicación número 6 bis en análisis, y sería del siguiente tenor: 


“El límite de cobro por parte de las OTIC por la intermediación en la certificación de competencias laborales no podrá exceder el 5% del costo de dicha certificación.”.


La Comisión estimó atendible dicha propuesta y resolvió incorporar la norma respectiva, con el texto y en el lugar sugeridos. 


- Por consiguiente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, aprobó la indicación número 6 bis, con las modificaciones reseñadas precedentemente, sustituyendo el artículo propuesto en su segundo informe, por otro cuyo texto se consigna, en su oportunidad, en el Capítulo de Modificaciones.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo tercero del texto del segundo informe

Su texto señala:


“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley durante los dos primeros años de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.”.

En este artículo recae una nueva indicación del Ejecutivo presentada en la Sala del Senado, con motivo de la discusión en particular del proyecto, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley desde su fecha de entrada en vigencia y hasta el día 31 de diciembre del año 2009, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.”.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que la norma propuesta por la nueva indicación presentada, responde a la necesidad de ajustar el financiamiento derivado de la aplicación de esta ley, al respectivo ejercicio presupuestario.


- Atendido lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, aprobó la nueva indicación en análisis, reemplazando el artículo tercero transitorio propuesto en el segundo informe.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros que aprobéis los siguientes textos para las disposiciones que se indican:

Artículo 16

(Pasó a ser artículo 17, en el texto del segundo informe)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Las entidades certificadoras que además se desempeñen como instituciones reguladas en la ley No 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley No 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos, no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 4 bis y 5 bis, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Artículo 34
(Pasó a ser artículo 33, en el texto del segundo informe)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 33.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Con el propósito de evitar la integración vertical entre los Centros y las OTIC, estas últimas no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo Centro. Además los distintos Centros en que se distribuyan los fondos no podrán estar relacionados entre sí, de conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores. El límite de cobro por parte de las OTIC por la intermediación en la certificación de competencias laborales no podrá exceder el 5% del costo de dicha certificación.

Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 6 bis, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Artículos transitorios
Artículo tercero del texto del segundo informe

Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley desde su fecha de entrada en vigencia y hasta el día 31 de diciembre del año 2009, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.”.
(Unanimidad 4x0. Nueva indicación presentada por el Ejecutivo)


Cabe hacer presente que todos los artículos que son objeto de estas modificaciones, se consignan subrayados en el texto del proyecto, para su mejor visualización.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR

DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza; así como favorecer las oportunidades de aprendizaje continuo de las personas, su reconocimiento y valorización.

Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan, en especial las establecidas en leyes o reglamentos que exijan autorización o habilitación para el ejercicio de una determinada actividad u ocupación. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


Ninguna entidad u organismo podrá ser obligado a acreditarse bajo el sistema que crea esta ley, para efectos de certificar competencias laborales. En este último caso, estas entidades no podrán optar a los mecanismos de financiamiento público establecidos en la presente ley.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Competencia Laboral: aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.


b) Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.


c) Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.


d) Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y aptitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.

TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.


Artículo 4º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones y deberes:


a) Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;


b) Velar por la calidad, la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;


c) Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;


d) Desarrollar, adquirir, actualizar y aprobar, previa evaluación, las propuestas presentadas por los Organismos Sectoriales de Competencias Laborales respecto a la generación, adquisición y actualización, así como también la acreditación, de las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema, manteniendo un registro público de éstas, en los términos del artículo 25, Nº 2. En caso de rechazar dicha propuesta, deberá hacerlo fundadamente;


e) Informar a los usuarios del sistema sobre los evaluadores contratados por los Centros de Evaluación y Certificación acreditados por ella, mediante los mecanismos que determine al efecto. Para este fin, la Comisión podrá requerir esta información de los Centros;


f) Validar los criterios y procedimientos de acreditación y acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad a la presente ley y al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


g) Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


h) Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;


i) Publicar y entregar los balances financieros auditados, así como también aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;


j) Elaborar las normas de funcionamiento de la Comisión y administrar su patrimonio, con plenas facultades, incluyendo aquellas referidas a la disposición de sus bienes;


k) Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran o soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda, y entregar un informe de gestión anual respecto de las metas propuestas y sus resultados;


l) Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;


m) Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema, y 


n) Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.

Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por nueve miembros que tengan reconocida calidad técnica en el ámbito de las competencias laborales, los que serán designados de conformidad a lo establecido en el reglamento, de la siguiente forma:


a) Un miembro designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;


b) Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;


c) Un miembro designado por el Ministro de Educación;


d) Tres miembros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema, y


e) Tres miembros designados por las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país.


No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación y de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como evaluadores del Sistema.


Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el reglamento.


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. Además designará un Vicepresidente que durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.

Artículo 6°.- Los miembros de la Comisión deberán efectuar ante el Secretario Ejecutivo de la misma, quien la mantendrá disponible para su consulta pública, una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001.


Asimismo, deberán observar durante el ejercicio de sus funciones una conducta intachable y un desempeño honesto y leal. Cualquier incumplimiento de sus obligaciones o prohibiciones será sancionado de conformidad a las normas y procedimiento que fije la Comisión en su estatuto de funcionamiento. Las sanciones podrán ir desde la amonestación hasta la remoción en los casos más graves. En este último caso podrá apelarse de la medida ante el Presidente de la República, quien resolverá sin recurso ulterior.


Se considerarán casos graves de incumplimiento, los siguientes:


1. Usar en beneficio propio o de terceros la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón de sus funciones propias;


2. Hacer valer indebidamente su condición de miembro de la Comisión para influir sobre una persona, con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero;


3. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes entregados a la Comisión para la consecución de los fines del Sistema, en provecho propio o de terceros;


4. Ejecutar actividades, utilizar personal o recursos destinados al uso exclusivo de la Comisión o del Sistema en beneficio propio o para fines ajenos a los institucionales;


5. Solicitar, hacerse prometer o aceptar, en razón de su calidad de miembro de la Comisión, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza;


6. Intervenir, en razón de sus funciones propias entregadas en su calidad de miembro de la Comisión, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad;


7. Contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen las actuaciones propias de la Comisión, conforme el marco legal dado por la presente ley, y

8. Incumplir de forma contumaz la obligación de rendir su declaración de patrimonio.

Artículo 7º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales habilitado, un organismo técnico de capacitación o con un organismo técnico intermedio para capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.


Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.


Artículo 8°.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley.


La Comisión, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la vigencia de la presente ley, elaborará un reglamento interno que normará lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.

Artículo 9°.- La Comisión designará una persona como Secretario Ejecutivo de la misma, quien tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicial y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.


Serán funciones del Secretario Ejecutivo:


a) Dirigir y coordinar las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;


b) Proporcionar a la Comisión los insumos necesarios para su funcionamiento;


c) Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;


d) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;


e) Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;


f) Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;


g) Recibir reclamos presentados por terceros en contra de la decisión adoptada por un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión, y


h) Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación, necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.


No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sea directivo de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación o de un organismo técnico intermedio para capacitación. El Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como evaluador del Sistema.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:



a) Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño visados por la Dirección de Presupuestos, los que no podrán superar el 49% del gasto total de la Comisión. Con todo, para destinar recursos, sean estos públicos o provenientes de sus ingresos propios, al cofinanciamiento de la generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, el sector productivo deberá contribuir a lo menos con un 10% del gasto de cada una de ellas.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por gasto total todos los gastos efectuados por la Comisión, sean éstos en dinero o especies, incluidos los financiados con los aportes a que se refiere la letra b). Las especies aportadas deberán valorarse a precios de mercado según la forma que determine el reglamento, el que definirá asimismo la forma en que se contabilizarán;

b) Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación;

c) Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.

Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.


El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


a) La proporción del presupuesto anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;


b) La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


c) Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión;


d) Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño, y


e) Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.


Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los centros de evaluación y certificación de competencias laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el presupuesto anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

TÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANISMOS SECTORIALES

DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 13.- La Comisión deberá solicitar para el proceso de generación, adquisición y actualización de las unidades de competencias laborales, la participación de los sectores relacionados, por intermedio de un organismo sectorial de competencias laborales, que se constituirá para este solo propósito, y cuya opinión deberá ser oída por la Comisión para los efectos de lo dispuesto en el artículo 4°, letra d), de esta ley.


Los sectores productivos y las organizaciones de trabajadores podrán requerir a la Comisión, por escrito, el inicio del proceso de identificación de unidades de competencias laborales por intermedio de estos organismos sectoriales.


Artículo 14.- Son atribuciones de los Organismos Sectoriales de Certificación:



a) Elaborar las orientaciones estratégicas vinculadas a las Unidades de Competencias Laborales, en cuanto a su desarrollo y lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al sistema, y


b) Generar y actualizar Unidades de Competencias Laborales, así como proponer a la Comisión su adquisición.


Los organismos sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de la Administración Central del Estado, del sector productivo y de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán su funcionamiento y duración.
TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES

Artículo 15.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.


Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


Para su labor de evaluación, los Centros contratarán evaluadores que desarrollarán los procesos de certificación de competencias laborales.


No podrán cumplir estas funciones quienes se desempeñen en calidad de director, gerente, administrador o relator de las instituciones reguladas en la ley N° 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o la hayan tenido dentro de los últimos dos años contados desde el término de su relación con ellas.

Los Centros deberán prestar sus servicios de acuerdo a las normas y procedimientos sancionados por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los evaluadores de su dependencia.

Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:


a) Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;


b) Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;

c) Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;


d) Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 19 de la presente ley, y


e) Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.


Artículo 16.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.


Artículo 17.- Las entidades certificadoras que además se desempeñen como instituciones reguladas en la ley No 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley No 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos, no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.

Artículo 18.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


En los casos en que la entidad postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud si no subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 


La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros, tendientes a la acreditación de los mismos.


La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.


Artículo 19.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:


1°. Tener personalidad jurídica.


2°. Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.


3°. Tener contratado personal idóneo para la dirección y administración del Centro y para la evaluación de los trabajadores. 


4°. Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.


5°. Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.


El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de las cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.


Artículo 20.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:


a) Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.


b) Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras, incorporada al Libro IV del Código de Comercio. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.


c) Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.


d) Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos cinco años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.


Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.


Lo dispuesto en la letra c) de este artículo será aplicable también a los evaluadores que sean contratados por los Centros.


Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.


La calidad de Centro habilitado no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.


Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 18 de esta ley, procederá recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.


Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro.
TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS


Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.


Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionados por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:


a) Amonestación por escrito; 


b) Suspensión por un período de seis meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 


c) Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y que haya sido anteriormente sancionado con una suspensión, y


d) Cancelación de su inscripción en el Registro.


La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:


1. Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;


2. Por coludirse con organismos técnicos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del Sistema para la entrega de certificados;


3. Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los directivos, gerentes o administrativos del Centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 16 de la presente ley;


4. Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;


5. Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;


6. Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;


7. Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;


8. Por infracción a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la presente ley;


9. Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados, y


10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.


Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS


Artículo 25.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:


1. Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


2. Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.


3. Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el reglamento.

La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del Sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 26.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:


a) A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;


b) Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;


c) Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la ley N° 19.518, los que serán aplicados, preferentemente, a los trabajadores cesantes, y


d) A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.


Artículo 27.- Podrá disponerse del financiamiento público a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo anterior, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:


a) Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión, y


b) Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.


Artículo 28.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la ley N° 19.518.


Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.


El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.


En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.


Artículo 29.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:


a) El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;


b) El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;

c) El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50, y


d) El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.


Artículo 30.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 28 y 29 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518.


Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


Artículo 31.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que establece el artículo 13 de la ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 32.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 33.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Con el propósito de evitar la integración vertical entre los Centros y las OTIC, estas últimas no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo Centro. Además los distintos Centros en que se distribuyan los fondos no podrán estar relacionados entre sí, de conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores. El límite de cobro por parte de las OTIC por la intermediación en la certificación de competencias laborales no podrá exceder el 5% del costo de dicha certificación.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


Artículo 34.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la ley N° 19.518.


Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.


Artículo 35.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 26 de la presente ley, se aplicará el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36; 37; 38; los incisos primero y cuarto del artículo 39, y el inciso segundo del 43.

TÍTULO OCTAVO

DEL DEBER DE RESERVA Y CONFIDENCIALIDAD,

DE LOS ANTECEDENTES INVOLUCRADOS EN EL PROCESO

DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 36.- Los Centros autorizados para realizar la labor de certificación de competencias laborales, deberán mantener reserva y confidencialidad sobre todo tipo de antecedentes e información que requieran de los distintos procedimientos y estrategias de producción de las empresas, vinculados al proceso de certificación de competencias.


Asimismo, la Comisión y su Secretario Ejecutivo deberán mantener reserva de la información que requieran de los Centros de Certificación de Competencias, en relación a la información señalada en el inciso anterior, lo que se aplicará especialmente al manejo de los antecedentes de las personas naturales beneficiadas con los procesos de certificación.


Artículo 37.- En caso de que uno o más Centros involucrados en los procesos de certificación de competencias laborales no guarden reserva o confidencialidad de los antecedentes relacionados con los procedimientos y estrategias de producción de las empresas objeto de dicha certificación, les será aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la presente ley.


Si quien incurriere en esta infracción fuese uno o más de los miembros integrantes de la Comisión, o su Secretario Ejecutivo, deberán ser removidos de su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades que les pudiesen caber.
TÍTULO NOVENO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.518


Artículo 38.- Introdúcense en la ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.


2) Modifícase el artículo 22 de la siguiente manera:


a) Elimínanse en la letra a), las palabras “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las palabras “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.


b) Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma(;) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:


“Asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena;”.


c) Intercálase en la letra c) del artículo 22, el siguiente párrafo segundo:


“La inhabilidad a que se refiere esta letra regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del organismo técnico de capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes.”.


3) Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Todo curso propuesto en aquellas áreas específicas en que se cuenta con estándares acreditados por la Comisión de Certificación de Competencias Laborales, deberá estar basado en los estándares existentes y deberán ser adecuadamente modularizados para ser inscritos en el Registro Nacional de Cursos. Dicha exigencia será efectiva a partir de los doce meses siguientes, contados desde la fecha de aprobación del estándar por parte de la citada Comisión y su duración dependerá de la vigencia que establezca para el estándar la misma. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos cursos inscritos en el Registro Nacional de Cursos mantendrán la vigencia establecida al momento de su inscripción.”.

4) Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:


a) Elimínanse las letras a) y e), pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c), respectivamente, y la actual letra f), a ser d).


b) Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.


c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como escuelas de conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la escuela de conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto.”.

TÍTULO FINAL


Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmados además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 25, Nº 3, de la presente ley.


Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley desde su fecha de entrada en vigencia y hasta el día 31 de diciembre del año 2009, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.

Artículo cuarto.- Para la primera designación de los miembros de la Comisión a que se refiere el artículo 5° de esta ley, aquellos miembros señalados en las letras b) y c), como también uno de los miembros indicados en la letra d) y uno de los señalados en la letra e), durarán un período de dos años en sus cargos. Los demás miembros durarán un período completo de cuatro años.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2007.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NOVOA, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA HACER APLICABLE NORMATIVA DE LAS BICICLETAS A VEHÍCULOS DE CILINDRADA QUE INDICA

(4720-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros en el trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción del Honorable Senador señor Jovino Novoa Vásquez.

- - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Jefe del Departamento de Normas de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana y del Asesor de esa Subsecretaría, señor Lautaro Pérez.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

II.- Numerales del artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3.

V.- Indicaciones rechazadas: 1 y 2. 


VI.- Indicaciones retiradas: no hay. 

VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay. 
 - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las tres indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden, y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que a través de dos numerales modifica el artículo 1º y 13 de la ley Nº 18.290, de Tránsito.

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1


Este numeral agrega en el artículo 1º de la Ley Nº 18.290, de Tránsito, un inciso segundo, nuevo, que señala que para todos los efectos de esta ley, no se considerará vehículo motorizado, y se regirá por las mismas normas aplicables a las bicicletas, aquél de dos o tres ruedas, con motor fijo o agregado, igual o menor a 50 centímetros cúbicos, como motocicletas, motonetas, bicimotos y otros similares.

Indicación Nº 1


Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituirlo por el siguiente:


“1.- Agrégase en el artículo 2º, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para todos los efectos de esta ley, no se considerará vehículo motorizado, y se regirá por las mismas normas aplicables a las bicicletas, aquél de dos o tres ruedas, con motor fijo o agregado, igual o menor a 50 centímetros cúbicos o su equivalente, como motocicletas, motonetas, bicimotos y otros similares. No obstante no ser considerados vehículos motorizados, estos vehículos sólo podrán transitar por calles o caminos en los que se pueda circular a una velocidad de hasta 60 kilómetros por hora.”.”.

En discusión esta indicación, su autor,  el Honorable Senador señor Novoa manifestó que tiene por finalidad evitar que estos vehículos transiten por las autopistas, veredas y caminos públicos.


El Honorable Senador señor Pizarro, respecto de esta indicación, hizo presente que ella afectaría a una cantidad importante de personas de zonas rurales que utilizan este tipo de vehículos para movilizarse por esos sectores. Se trata, principalmente, de trabajadores agrícolas, temporeros que van a los campos y vuelven a los centros urbanos por caminos que pueden ser de tierra, otros pavimentados teniendo la posibilidad de andar hasta a 90 kilómetros por hora.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra indicó que debería precisarse que estos vehículos sólo podrán transitar por calles  o caminos en que se pueda circular a una velocidad de hasta 60 kilómetros por hora, con la excepción de caminos secundarios rurales.


El señor Jefe del Departamento de Normas de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana señaló que, como representante del Ejecutivo, tiene algunas inquietudes respecto de los alcances de este proyecto.


Indicó que, en términos generales, como Ejecutivo consideran razonable hacerse cargo de una situación que no sólo ocurre en el país sino que también en otros países, respecto de agregar en el caso de la bicicleta un motor para asistir al pedaleo y también la circulación de motocicletas de menor cilindrada como el scooter.  Se habla de bicicletas con pedaleo asistido y en el caso de las motocicletas se denominan ciclomotores las de hasta 50 centímetros cúbicos que desarrollan velocidades de 45 kmh. 


Considera necesario regular la operación de estos vehículos exigiéndoles a los conductores licencia de conducir no profesional clase C.


En seguida analizó los requisitos que se eliminarían para la circulación de estos vehículos tales como inscripción en el registro de vehículos motorizados, el seguro obligatorio, la revisión técnica y el permiso de circulación.


Respecto de la inscripción en el registro de vehículos motorizados, lo que implica contar con una placa patente, estima necesario evaluar los efectos que pueden tener  el carecer de ella si participan en un accidente o en el caso de ser sustraído el vehículo, lo que dificultaría el proceso de búsqueda del mismo y la acreditación de su dominio y gravámenes que tengan.


En cuanto a la falta de seguro de accidentes estima que hay que diferenciar entre las bicicletas con motor, que desarrollan una baja velocidad y las motocicletas que tienen mayor estructura física y que pueden circular a una mayor velocidad. Estima que por razones de seguridad del tránsito, estas últimas deberían contar con el mencionado seguro. 


En lo que dice relación con la revisión técnica, manifestó que este tipo de vehículos son altamente contaminantes porque utilizan mezclas de gasolina con aceite, produciendo altas emisiones de hidrocarburos.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el propósito de este proyecto de ley es precisamente evitar que se tengan que inscribir en el Registro de Vehículos Motorizados y que no tengan que obtener patente.


Respecto del tema de la acreditación de la propiedad de estos vehículos manifestó que hay bienes mucho más valiosos que no tienen ninguna inscripción. Por otra parte, tampoco la inscripción en el Registro mismo de los vehículos motorizados es prueba de dominio.


Estima importante establecer un requisito adicional, en lo que dice relación con los centímetros cúbicos y en que no desarrollen una velocidad superior a 50 kilómetros por hora. Además, estima esencial que el Ministerio de Transportes norme esta materia a través de un reglamento teniendo como parámetros los que se fijen en esta iniciativa legal, de manera de que lo que dice relación con detalles como si pueden o no circular por los caminos rurales y otras materias queden entregadas al reglamento. También debería el reglamento establecerles las normas sobre emisiones o especificaciones técnicas que deberán ser cumplidas al momento de la fabricación o de la importación.


En síntesis, el reglamento debería señalar por dónde pueden circular, también deberá señalar las normas de emisiones que deben cumplir y las normas de seguridad.


En mérito a las consideraciones anteriores, vuestra Comisión acordó solicitar a la Sala abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones.


- Sometida a votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro, por haberse aprobado la indicación Nº 3, que recoge las ideas del debate anteriormente señalado.

Nº 2


Este numeral incorpora un número 1, nuevo en el  artículo 13 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, en el párrafo que se refiere a la “Licencia no profesional clase C”, que señala que “Tratándose de vehículos de dos o tres ruedas, con motor fijo o agregado, igual o menor a 50 centímetros cúbicos, como motocicletas, motonetas, bicimotos y otros similares, se exigirá la licencia a que se refiere este párrafo, haber cumplido 14 años de edad y haber sido debida y expresamente autorizado por los padres, apoderados o representantes legales.”.

Indicación Nº 2


Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazarlo por el siguiente:


“2.- Sustitúyese en el artículo 13, en el párrafo que se refiere a la “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C”, el número 1 por el siguiente:


“1.-Tener como mínimo 18 años de edad. Tratándose de vehículos de dos o tres ruedas, con motor fijo o agregado, igual o menor a 50 centímetros cúbicos o su equivalente, como motocicletas, motonetas, bicimotos y otros similares, se exigirá la licencia a que se refiere este párrafo, haber cumplido 14 años de edad y haber sido debida y expresamente autorizado por los padres, apoderados o representantes legales, y”.”

En discusión esta indicación fue rechazada por ser contradictoria con la indicación Nº 3 que fue aprobada.  


- Sometida a votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro.

- - - - 

Indicación Nº 3


Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir el artículo único, por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.290, de Tránsito, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 83:


“Para todos los efectos de esta ley, las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado, serán consideradas bicicletas y se regularán por la normativa de las mismas.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante reglamento, establecerá sus características y exigencias de homologación de estos motores y las condiciones en que podrán hacer uso de las vías y caminos públicos.”.”



Durante la discusión de esta indicación el Honorable Senador señor Novoa  señaló que el artículo 83 de la ley Nº 18.290, de Tránsito señala que las motocicletas, motonetas, bicimotos, triciclos y bicicletas no podrán usarse para llevar mayor número de personas que aquél para el cual fueron diseñados y equipados. El acompañante deberá ir sentado a horcajadas, debiendo agregarse a esta disposición un inciso segundo que regule esta materia.


Por otra parte, manifestó que la indicación presentada durante el nuevo plazo que abrió la Sala recoge las ideas manifestadas durante el debate de las indicaciones presentadas con anterioridad a la apertura de dicho nuevo plazo.


La indicación fue consensuada con el Ejecutivo, estableciéndose una definición y entregando al Reglamento estas materias.


Esta indicación, manifestó el Honorable Senador señor Novoa vendría a reemplazar las otras dos anteriores que había presentado.


El representante del Ejecutivo señor Santana manifestó estar de acuerdo con esta indicación, observando solamente que es necesario suprimir  la frase “de estos motores”. que figura a continuación de la oración “exigencias de homologación” ya que, en general, en términos de verificación lo que se comprueba es la combinación motor con la bicicleta.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro, en reemplazo de las anteriores con la finalidad de establecer sólo un criterio general y entregar al reglamento la definición de todos los elementos involucrados.

- - - - - -

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley, aprobado en general por el Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO


--- Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.290, de Tránsito, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 83:


“Para todos los efectos de esta ley, las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado, serán consideradas bicicletas y se regularán por la normativa de las mismas.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante reglamento, establecerá sus características y exigencias de homologación y las condiciones en que podrán hacer uso de las vías y caminos públicos.”.”

- - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.290, de Tránsito, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 83:


“Para todos los efectos de esta ley, las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado, serán consideradas bicicletas y se regularán por la normativa de las mismas.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante reglamento, establecerá sus características y exigencias de homologación y las condiciones en que podrán hacer uso de las vías y caminos públicos.”.”.
- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 9 de mayo; 10 y 17 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero (Presidente), Evelyn Matthei, Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa y Jorge Pizarro.


Sala de la Comisión, a 23 de octubre de 2007.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,
Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE TIPIFICA DELITO DE ROBO DE TAPAS DE ALCANTARILLADO O DE CAUCES Y SEÑALA PENAS PARA DELITO DE RECEPTACIÓN DE CABLES ELÉCTRICOS Y TAPAS DE CAUCE 

(4266-07 y 4267-07, refundidos)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en dos mociones, refundidas en el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Sus autores son los Diputados señoras Amelia Herrera Silva y Marta Isasi Barbieri y señores Germán Becker Alvear, Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, Pablo Galilea Carrillo, René Manuel García García, Nicolás Monckeberg Díaz y Alfonso Vargas Lyng, de la primera, y de la segunda los Diputados señoras Marta Isasi Barbieri y Karla Rubilar Barahona y señores Mario Bertolino Rendic, Pablo Galilea Carrillo, René Manuel García García, Nicolás Monckeberg Díaz, Gonzalo Uriarte Herrera, Ignacio Urrutia Bonilla, Alfonso Vargas Lyng y Germán Verdugo Soto.




Se hace presente que el proyecto no contiene disposiciones que requieran quórum especial de aprobación ni inciden en la organización o atribuciones del Poder Judicial.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el Subsecretario del Interior, señor Felipe Harboe Bascuñán y el abogado de la División Jurídica de dicho Ministerio, señor Jorge Claissac Schnake. De la Asociación Gremial de Recicladores de Metales de Chile, concurrieron su Presidente y Vicepresidente, señores Aldo Raglianti y Hernán Trujillo, respectivamente, y los Directores y abogados de la misma señores Jorge Caro y Germán Cueto.


La Comisión solicitó y obtuvo del Senado la autorización para tratar este proyecto en general y en particular, en el trámite reglamentario de primer informe. El acuerdo fue adoptado en sesión de sala de fecha 21 de junio de 2007.

- - - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor de las mociones que le dan origen y de los acuerdos adoptados por esta Comisión, la iniciativa de ley en informe tiene por objetivo reprimir el robo, el hurto y la receptación de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia,  telefonía, o cualquier otro.




El proyecto que propone la Comisión está conformado por dos artículos permanentes. El primero modifica los artículos 443 y 456 bis A del Código Penal e inserta en el mismo un artículo 447 bis, nuevo, y el segundo sustituye el artículo 213 de la Ley de Servicios Eléctricos, para hacerlo coherente con las enmiendas que se introducen en el código punitivo y dar respaldo legal a la figura allí sancionada.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1) Del Código Penal, los artículos 397, 432, 442, 443 y 456 bis A. El primero castiga el delito de lesiones gravísimas y graves; el segundo define el robo y el hurto; el tercero, se refiere al robo en lugar no habitado: el cuarto al robo con fuerza de cosas que se encuentran en bienes nacionales de uso público o sitios no destinados a la habitación, valiéndose de los medios que la norma especifica, y el quinto sanciona el delito de receptación. 

2) Artículo 213 del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007, texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos, que tipifica el delito de interrupción de un servicio de este tipo.
- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL


Los representantes de la industria recicladora de metales, arriba individualizados, expusieron que su sector da empleo a alrededor de 500.000 personas, hace inversiones importantes en locales y maquinaria, paga patentes e impuestos y controlan la actividad del sector informal del reciclado, mediante la retención del impuesto al valor agregado.


La actividad recicladora de metales, que se ejerce sobre desechos de cobre, aluminio, bronce, latón, hierro, plásticos y artefactos electrónicos, tiene impacto directo en el medio ambiente, al hacerse cargo de elementos que, de otra manera, pasarían a engrosar los factores contaminantes. El 40% del cobre que se consume en el mundo, argumentaron, proviene del reciclado de chatarra, con el consiguiente menor daño a la naturaleza y economía de energía.


Declararon que durante el año 2006 los recicladores exportaron 18.000 toneladas de chatarra procesada. El material incautado por las autoridades representa un 0,16% del volumen indicado, lo que, en su apreciación, demostraría que el problema es marginal. Señalaron que el robo de cables obedece, en gran medida, a que sus dueños no adoptan medidas de protección de esos activos.


No obstante, los industriales agrupados en la Asociación Gremial de Recicladores de Metales de Chile son acusados frecuentemente de amparar o encubrir a quienes delinquen apropiándose de cables y la policía allana sus establecimientos y decomisa sus existencias, prescindiendo del hecho de que no es técnica ni objetivamente posible acreditar la procedencia de la chatarra.


Refiriéndose concretamente al contenido del proyecto en informe, expresaron que no es el aumento de las penas el camino adecuado para poner fin al problema, sino que, como el caso de España, se puede prohibir la exportación de chatarra de cobre y, por otra parte, es factible regular la industria eléctrica para que imprima al cableado que utiliza determinadas características que lo hagan identificable. En su opinión, la tipificación propuesta redundará en un castigo a la actividad del reciclado y no a los verdaderos autores del delito que se quiere combatir.


El Subsecretario del Interior, señor Felipe Harboe, manifestó que este proyecto ha sido incluido en el grupo que conforma la denominada “Agenda Corta”, porque aborda un problema grave y urgente, sobre el cual es necesario legislar.


Señaló que el cobre incautado por el delito de robo de cables, a febrero de 2006, alcanzaba los 900 kilos. En lo que va corrido de 2007 ya esa cifra se empina por sobre los 29.000 kilos. Cuatro personas han muerto por electrocución al cometer este ilícito. Cada vez es más frecuente que zonas extensas queden privadas de energía eléctrica o de servicios de comunicaciones, como consecuencia del robo o hurto de cables de cobre, conducta que generalmente se realiza de noche o en lugares en que la visibilidad es escasa.


La Comisión coincidió en apreciar que el delito de robo de cables se ha visto exacerbado por el alto precio que ha alcanzado el cobre en los mercados, en que el mismo está asociado, por regla general, a un daño social, consistente en la privación de servicios básicos para vastos segmentos de la población, que reside preferentemente en sectores urbanos y en que este ilícito, lo mismo que el robo de tapas de alcantarillado o de cauces, llevan aparejado un riesgo cierto de daños para la salud y la vida de quienes los cometen y de terceros inocentes. 

Corresponde al legislador, en consecuencia, dar un tratamiento penal adecuado para prevenir y, en su caso, castigar, la apropiación de los elementos que constituyen las redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado y telefonía.


- Por los motivos consignados, la Comisión aprobó en general el proyecto de ley en informe, por la unanimidad de sus miembros. Concurrieron al acuerdo con su voto los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR

Una vez adoptado el acuerdo recién señalado, la Comisión solicitó opinión sobre el texto al abogado especialista en Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta, la que sirvió de apoyo al examen que ella practicó del articulado aprobado en el primer trámite constitucional. Por su parte, la Asociación Gremial de Recicladores de Metales de Chile hizo llegar un informe en derecho emitido pro el profesor señor Antonio Bascuñán, documento que también fue tenido a la vista.

El texto despachado por la Cámara de Diputados consta de un artículo único, que sustituye el artículo 443 del Código Penal. Su texto es el siguiente:

“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior
, se castigará el robo de cosas de propiedad pública o privada, cuando éstas se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitios no destinados a la habitación, si el autor hace uso de llaves falsas, o verdaderas que se hubiere sustraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede mediante fractura de vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si utiliza medios de tracción.

Se sancionará igualmente con la pena del artículo anterior al que se apropiare, en cualquier forma, de elementos constitutivos de redes de servicios de suministro público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía o cualquier otro.

Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produjere la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo
.

También se aplicarán las penas del artículo anterior, a quien conociendo su origen o no pudiendo menos que conocerlo, transportare cualquiera de las especies sustraídas 

La sentencia condenatoria por delitos de este artículo dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos; si dichos elementos fueren almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, su clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.

Las empresas de suministro público o domiciliario, tales como de electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía o cualquier otro deberán reponer el servicio al usuario y no podrán cobrar el suministro del respectivo servicio, mientras éste se halle interrumpido por razón de la comisión de este tipo de delitos.”.

La figura del inciso primero inserta la frase “de propiedad pública o privada”, a continuación de la frase “robo de cosas”, lo que no aporta un elemento adicional al tipo, ya que los bienes que no son de propiedad pública o privada son considerados por el derecho como res nullius, susceptibles de apropiación legítima. Por otra parte, omite la fractura de puertas, medio frecuentemente utilizado para llegar a la apropiación delictiva, situación que es de bastante frecuencia en éstos y otros ilícitos. 

La Comisión prefirió conservar en lo sustancial el primer inciso del precepto vigente, por lo que suprimió la frase aludida en el párrafo precedente y repuso la mención de la fractura de puertas.

El segundo inciso del artículo propuesto en reemplazo del 443 describe conductas que, en virtud del verbo rector “apropiarse” y de la frase intercalada “en cualquier forma”, resultan constitutivas de hurto, no obstante lo cual se las penaliza con la sanción del robo en lugar no habitado. Ello revela la intención del legislador de imponer a estos comportamientos un castigo más severo, dada la relevancia social que ellos tienen. 

Con todo, la frase que se intercala puede dar pie a que se confunda este tipo penal con el de la apropiación indebida del número 1° del artículo 470 del Código Penal
, por lo que a la Comisión le pareció conveniente prescindir de ella.

Otro aspecto digno de ser tomado en consideración en la nueva redacción propuesta para inciso segundo del artículo 443, es que, en lugar de una extensa enumeración de  objetos del delito, que siempre envuelve el riesgo de omitir algo, se adopta una frase breve, pero suficientemente comprensiva, como es “elementos constitutivos de redes de servicios”. 


El inciso tercero describe un tipo calificado de este delito, que es el que tiene lugar cuando de él se sigue como consecuencia la interrupción o interferencia del servicio. En primer análisis no mereció observaciones.

El inciso cuarto del artículo en comento sanciona a quien transporta las especies sustraídas, conociendo o no pudiendo menos de conocer su origen, con pena privativa de libertad de 541 días a 5 años, conducta típica que podría estimarse incluida en el delito de receptación descrito por el artículo 456 bis A del Código Penal, que es castigado con pena de 61 días a 5 años.
- - - - - - -

En vista de ello, y por razones de adecuada técnica legislativa, la Comisión decidió dar solución al problema en el artículo de la receptación, efecto para el cual incluyó en el proyecto unas enmiendas al artículo 456 bis A.
 
La primera de ellas es la inclusión entre los verbos rectores del primer inciso del precepto citado de las formas verbales “transporte” y “transforme”, que vienen a sumarse a las acciones actuales, que son tener cosas hurtadas, robadas u objeto de abigeato, comprarlas, venderlas o comercializarlas en cualquier forma. En todos los casos debe estar presente el elemento subjetivo consistente en que el delincuente conozca o no pueda menos de conocer el origen espurio de esos bienes.


La segunda modificación es la intercalación de un nuevo inciso tercero en el artículo 456 bis A, que contiene una disposición específica sobre receptación en el caso que nos ocupa, esto es, cuando el objeto del delito sean elementos constitutivos de redes de servicios de suministro público o domiciliario. La finalidad es asignar a este ilícito una pena más alta que la común del inciso primero, porque resulta calificado por el objeto sobre el cual recae. El mismo inciso recoge la norma sobre comiso que figuraba como inciso quinto en el texto del artículo 443 aprobado por la Cámara de Diputados, acotándola a la figura calificada que tipifica este nuevo inciso tercero del artículo 456 bis A.


La tercera enmienda al artículo 456 bis A consiste en adicionar una oración a su inciso final, que eleva en un grado la pena específica de la receptación de elementos de las redes de servicios de suministro cuando haya reincidencia o reiteración.
- - - - - - -

El último inciso que conforma el artículo 443 aprobado en el primer trámite constitucional parece impropio del Código Penal, pues se refiere a los efectos en el cobro del precio de los servicios de que se trata, en caso de interrupción de los mismos. Además, esta situación está normada en las legislaciones especiales que regulan las respectivas industrias. La Comisión acordó suprimirlo.
Enseguida, la Comisión tuvo a la vista el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, que describe una figura penal muy similar a la del proyecto, para la que establece penas inferiores a las de la iniciativa en estudio. La tendencia de la jurisprudencia podría ser aplicar al delincuente la norma más favorable, lo que hace recomendable asegurar la debida coherencia entre ambos tipos.
En otro orden de cosas, una sentencia reciente
 de la Corte de Apelaciones de Santiago declaró de oficio que el precepto del decreto con fuerza de ley que describe y sanciona el hurto de energía eléctrica es inconstitucional, porque la ley delegatoria
 no facultaba al Presidente de la República para dictar normas penales. Dado el tenor de esta sentencia, no cabe duda de que igual criterio puede aplicarse a la figura del artículo 213 del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007.

Para dar solución a ambas cuestiones se acordó el reemplazo del mencionado artículo 213, cuyo texto vigente reza como sigue:


“Artículo 213.- El que intencional o maliciosamente cortare los conductores de electricidad, arrancare o destruyere postes o ejecutare algún otro acto tendiente a interrumpir un servicio, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo. 

Si del hecho resultaren accidentes, la pena será de reclusión menor en su grado máximo.

Si de estos accidentes resultare lesionada alguna persona, la pena será de reclusión menor en su grado máximo; y, finalmente si se produce la muerte de alguien, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo.”.

En primer término, manteniendo la penalidad, se precisa en la norma que el autor debe actuar con dolo directo, esto es, maliciosamente, lo cual importa que conozca la ilicitud de su acción, se represente sus efectos y los persiga activamente. Se prescinde del vocablo “intencional”, que emplea el artículo 213, porque adicionado a la voz “maliciosamente” induce a confusión, ya que aquél dice relación con el dolo directo y el eventual y ésta alude sólo al directo. A mayor abundamiento, si no hubiera intención, se trataría de un hecho culposo, que la ley castiga en casos excepcionales.  Además, conforme al modelo aplicado en el Código Penal, se sustituye la enunciación de conductores y postes por una simple frase alusiva a la ejecución de un acto que “interrumpa el servicio eléctrico”.


Los dos incisos siguientes del artículo 213, que califican el delito si de él se siguen “accidentes” y  si a raíz de esos accidentes alguna persona sufre lesiones o muere, son reemplazados por otros, que para calificar el delito atienden a la gravedad de las lesiones causadas y al hecho de provocar la muerte de alguien, siguiendo el modelo de técnica legislativa utilizado al tipificar el de conducción en estado de ebriedad. Las penas fijadas para estas figuras van de la reclusión menor en su grado medio
 a reclusión mayor en su grado mínimo
. Cabe hacer presente que no se requiere que el autor haya querido provocar el accidente para que sea castigado.


Finalmente, se adiciona un inciso nuevo, que dispone que si la suspensión del suministro es causada por agentes del proveedor del servicio, no tendrá aplicación esta norma punitiva, sino que las disposiciones legales y reglamentarias que regulan esas hipótesis en el sector de que se trate, energía, gas, agua, comunicaciones, etc. Tampoco tendrá lugar la sanción de este artículo si el hecho constituye un delito que merezca pena mayor, lo que resuelve un posible concurso aparente de leyes penales, si, por ejemplo, el que con malicia interrumpe el servicio eléctrico además se apropia de los elementos de la red eléctrica.


Corresponde señalar, por otra parte, que si el agente del proveedor del servicio interrumpe sin malicia el suministro,  pero provoca daños, lesiones o la muerte de alguna persona, aquél responderá conforme a las reglas generales del Código Penal y no le será aplicable la figura del artículo 213 en comento.


- Todos los acuerdos adoptados en la discusión en particular lo fueron por unanimidad  y contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -

REAPERTURA DEL DEBATE Y NUEVOS ACUERDOS


Luego de despachado el proyecto, la Comisión acordó en forma unánime reabrir el debate, a fin de hacerse cargo de que uno de los temas que abarca la iniciativa en informe está tratado de manera similar en un proyecto que se encuentra en una etapa de tramitación más avanzada y para perfeccionar otras disposiciones del texto que había aprobado.

En primer término, se decidió configurar derechamente el tipo penal como una especie calificada del género hurto, introduciendo en el Código Penal un nuevo artículo 447 bis que lo sanciona. 

En esa norma se acogió una versión corregida de la frase que define las cosas que son objeto del delito. En efecto, pareció a la Comisión útil y necesario precisar el auténtico sentido y alcance de la descripción del contenido material de este ilícito, para lo cual adoptó una redacción que, a la luz de lo expresado por los penalistas mencionados más arriba, define mejor el objeto sobre el cual recae la acción, cual es la siguiente:  “redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro servicio semejante”. Como se puede advertir, se incluyó la mención expresa de las redes de colectores de aguas lluvia, que ameritan igual protección que las demás que cubre el tipo penal en análisis. El mismo precepto agrava la sanción si, como secuela del hurto, se causa una interrupción del respectivo servicio.

Se deja constancia de que el tipo no comprende la apropiación de bienes situados dentro del domicilio del autor del delito, por ejemplo los medidores de propiedad del proveedor del servicio, la que configurará el tipo de apropiación indebida descrito en el número 1° del artículo 470 del Código Penal. 
Como lógica consecuencia, en el artículo 443, sobre robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitios destinados a la habitación también se adaptó la disposición que castiga la interrupción del servicio que se sigue de un robo de las cosas que integran las mencionadas redes de suministro de servicios, fraseándola de la misma manera que se hace en el nuevo artículo 447 bis.

En lo tocante al delito de receptación, del artículo 456 bis A del Código Penal, se tuvo en consideración que la incorporación en su primer inciso del verbo rector “transformar” ya se materializó en el proyecto denominado “Agenda Corta”, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías, Boletín Nº 4.321-07, el cual se encuentra actualmente en trámite de Comisión Mixta. 

Por tal motivo, el proyecto que se propone más adelante sólo sustituye los incisos siguientes del precepto en cuestión, relativos a las cosas que pueden ser objeto del delito, el comiso, la clausura y la reiteración, tal como ya habían sido aprobados previamente. Cabe señalar que aquí también se siguió el fraseamiento descriptivo de las cosas que forman parte de las redes de suministro de los mentados servicios.
- Todos estos acuerdos fueron adoptados en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -


En razón de los acuerdos precedentes, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en el primer trámite constitucional:

MODIFICACIONES

Artículo único


- Pasa a ser artículo 1°, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Sustitúyese el artículo 443, por el siguiente:


“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede, mediante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si se utiliza medios de tracción.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, la pena se aplicará en su grado máximo.”.

(Unanimidad 5 x 0).


b) Insértase el siguiente artículo 447 bis, nuevo:


“Artículo 447 bis.- El hurto de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales.

Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en este artículo se produce la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.”.

(Unanimidad 3 x 0).

c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 456 bis A, por los que siguen:


“Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor. 


Cuando el objeto de la receptación sean cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales. La sentencia condenatoria por delitos de este inciso dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos. Si dichos elementos son almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, la clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero, cuando el autor haya incurrido en reiteración de esos hechos o sea reincidente en ellos. En los casos de reiteración o reincidencia en la receptación de los objetos señalados en el inciso precedente, se aplicará la pena privativa de libertad allí establecida, aumentada en un grado.”.”.

(Unanimidad, 5 x 0)
- - - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente artículo 2°, nuevo:


“Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, por el siguiente:


“Artículo 213.- El que maliciosamente realice un acto que interrumpa el servicio eléctrico, que no esté contemplado en los artículos 443 o 447 bis del Código Penal, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo.


Si a consecuencia de ese acto se producen daños materiales o lesiones leves o menos graves, la pena será de reclusión menor en su grado medio y si se ocasionan lesiones graves de las establecidas en el número 2° del artículo 397 del Código Penal, la pena será reclusión menor en su grado máximo.


Si se ocasionan algunas de las lesiones indicadas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal  o la muerte de una persona, se impondrá la pena de reclusión mayor en su grado mínimo.


Lo establecido en el presente artículo no se aplicará a las suspensiones de suministro efectuadas por agentes de las empresas distribuidoras de electricidad y que excedan el máximo permitido por la ley y los reglamentos, las que serán sancionadas administrativamente, conforme a las respectivas disposiciones legales y reglamentarias. Tampoco tendrá lugar lo previsto en este artículo si el hecho constituye otro delito que merezca una pena mayor.”.”.

(Unanimidad, 5 x 0).
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN 




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Sustitúyese el artículo 443, por el siguiente:


“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede, mediante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si se utiliza medios de tracción.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


b) Insértase el siguiente artículo 447 bis, nuevo:


“Artículo 447 bis.- El hurto de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales.

Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en este artículo se produce la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.”.

c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 456 bis A, por los que siguen:


“Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor. 


Cuando el objeto de la receptación sean cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales. La sentencia condenatoria por delitos de este inciso dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos. Si dichos elementos son almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, la clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero, cuando el autor haya incurrido en reiteración de esos hechos o sea reincidente en ellos. En los casos de reiteración o reincidencia en la receptación de los objetos señalados en el inciso precedente, se aplicará la pena privativa de libertad allí establecida, aumentada en un grado.”.”.


Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, por el siguiente:


“Artículo 213.- El que maliciosamente realice un acto que interrumpa el servicio eléctrico, que no esté contemplado en los artículos 443 o 447 bis del Código Penal, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo.


Si a consecuencia de ese acto se producen daños materiales o lesiones leves o menos graves, la pena será de reclusión menor en su grado medio y si se ocasionan lesiones graves de las establecidas en el número 2° del artículo 397 del Código Penal, la pena será reclusión menor en su grado máximo.


Si se ocasionan algunas de las lesiones indicadas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal  o la muerte de una persona, se impondrá la pena de reclusión mayor en su grado mínimo.


Lo establecido en el presente artículo no se aplicará a las suspensiones de suministro efectuadas por agentes de las empresas distribuidoras de electricidad y que excedan el máximo permitido por la ley y los reglamentos, las que serán sancionadas administrativamente, conforme a las respectivas disposiciones legales y reglamentarias. Tampoco tendrá lugar lo previsto en este artículo si el hecho constituye otro delito que merezca una pena mayor.”.”.

- - - - - - - 

Acordado en sesiones de fechas 7 de mayo, 6 y 20 de junio y 16 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto. 


Valparaíso, 23 de octubre de 2007.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y VÁSQUEZ, SOBRE INSCRIPCIONES DE INMUEBLES EN NUEVOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES

(4670-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa el proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Guillermo Vásquez Úbeda.


El proyecto consta de un artículo único, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, fue discutido y aprobado en general y en particular a la vez por la Comisión, la que recomienda a la Sala del Senado proceder de igual forma.


Cabe hacer presente que la iniciativa en informe  no contiene normas de quórum especial ni afecta la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - -

 OBJETIVO FUNDAMENTAL DE LA INICIATIVA


Al tenor de lo señalado por sus autores, el objetivo del proyecto es establecer normas específicas, con efecto retroactivo, que regulen la situación que se produce cuando se crea un nuevo Conservador de Bienes Raíces, en lo concerniente a la obligación de los titulares de derechos inscritos sobre inmuebles que están en la jurisdicción del nuevo Conservador, de requerir que se practiquen reinscripciones de sus títulos y gravámenes en la nueva oficina registral, y a pagar el correspondiente arancel por ellas. La finalidad es liberarlos de estos pagos.

ANTECEDENTES

MOCIÓN

Los autores de la Moción señalan que la legislación que regula el ámbito de competencias y atribuciones que tienen los Conservadores de Bienes Raíces no prevé la situación de los bienes inmuebles ubicados en el territorio jurisdiccional de un determinado Conservador de Bienes Raíces que, por una modificación de los límites de dicha jurisdicción, pasan a estar situados en el ámbito territorial de competencia de un nuevo Conservador de Bienes Raíces.


En esos casos los propietarios de inmuebles debidamente inscritos en el Conservador originalmente competente, se ven  en la obligación de volver a inscribir sus títulos en el nuevo Conservador, teniendo que asumir el costo de esa operación.


Agregan los autores que para evitar situaciones de este tipo, es necesario modificar el Reglamento del Conservador de Bienes Raíces, a fin de solucionar de forma adecuada el inconveniente señalado. 


Para ello, proponen un artículo único, que agrega un artículo 78 bis al Reglamento del Conservador de Bienes Raíces. La disposición propuesta señala que los nuevos Conservadores de Bienes Raíces deberán realizar las inscripciones correspondientes a los inmuebles que se encuentren en su jurisdicción y que anteriormente correspondían a la jurisdicción de otro Conservador, sin cobrar arancel alguno por ello. Agrega que lo dispuesto regirá con efecto retroactivo.

NORMAS VINCULADAS

· Código Civil: artículos 686 a 692 y 695, 696 y 698, sobre tradición de bienes inmuebles e inscripciones en los Registros Conservatorios.

· Ley 16.250, artículo 54,  que faculta al Presidente de la República para fijar los aranceles de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia.

· Ley Nº 20.094, que modifica la ley Nº 16.271, en lo relativo al cobro de aranceles por los Conservadores de Bienes Raíces en las posesiones efectivas de herencias de escaso monto.

· Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, publicado en el Boletín de las Leyes y Decretos del Gobierno el 24 de Junio de 1857.

· Decreto Nº 588, del Ministerio de Justicia, de 1998, que fija el Arancel de los Conservadores de Bienes Raíces y de Comercio.

OPINIÓN DEL MINISTERIO DE JUSTICIA


El tenor del texto planteado por los autores de la moción suscitó dudas técnico jurídicas en los miembros de la Comisión, por lo que se acordó, recabar la opinión técnica del Ministerio de Justicia. La respuesta de esa Secretaría de Estado abordó los siguientes temas:

Naturaleza jurídica de las disposiciones relacionadas con el proyecto


 El reglamento que se pretende modificar mediante el proyecto de ley contenido en la moción, que fue dictado en virtud de la delegación conferida por el artículo 695 del Código Civil
, es considerado por la doctrina y la jurisprudencia como un decreto con fuerza de ley, por lo que su modificación debe efectuarse por vía legal.


Por otra parte, la regulación de los aranceles de los Conservadores de Bienes Raíces no está contenida en el  Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, sino en el decreto supremo 
Nº 588, del Ministerio de Justicia, de 1998, dictado en virtud de la potestad conferida por el artículo 54 de la ley Nº 16.250, de 1965
.

Iniciativa para legislar


El Ministerio de Justicia señaló que, en un primer análisis, las disposiciones contenidas en los numerales 1º y 4º del artículo 65 de la Constitución Política de la República podrían dar pie para concluir que la iniciativa para legislar en la materia correspondería en forma exclusiva al Presidente de la República. Pero un estudio más acucioso descarta tal conclusión, por las siguientes razones:


En relación con el artículo 65, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, que establece que son de iniciativa exclusiva los proyectos de ley que impongan, supriman, reduzcan o condonen tributos de cualquier clase o naturaleza, los aranceles que cobra el Conservador de Bienes Raíces no son tributos, y por ello su regulación se hace en virtud de la potestad reglamentaria, por habilitación legal expresa de la ley Nº 16.250. Dichos aranceles son la remuneración de los mencionados auxiliares de la Administración de Justicia.


En relación con el artículo 65, Nº 4º, de la Carta Fundamental, que establece que son de iniciativa exclusiva los proyectos que fijan, modifican, condonan o aumentan las remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas, y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la administración pública, los Conservadores de Bienes Raíces no pueden ser considerados como parte  de la Administración del Estado para efectos de fijar sus rentas o emolumentos, sino que, como se ha dicho, esos funcionarios tienen la calidad de auxiliares de la Administración de Justicia.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La Comisión remitió a la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile el oficio Nº CL/31/07, de 29 de agosto de 2007, recabando su parecer sobre la iniciativa en informe. No tuvo respuesta.


Los miembros de la Comisión estimaron que la justificación expuesta en la moción es suficiente para modificar el cobro de aranceles, tratándose de reinscripciones en nuevos Conservadores. 


Con todo, estimaron que la fórmula propuesta en el proyecto de ley contenido en la moción puede suscitar dudas, porque se otorga efecto retroactivo a la disposición, lo que presenta visos de inconstitucionalidad, toda vez que podría entenderse como una forma de expropiar sin indemnización los ingresos ya percibidos por los nuevos Conservadores, respecto de las reinscripciones ya practicadas.


Ha sido una práctica reiterada del legislador eximir del pago de aranceles e impuestos la transferencia de bienes inmuebles derivada de la creación de nuevas comunas. Tal es el caso de las leyes 
Nos 19.936, 19.943, 19.944 y 19.959, por citar algunas más recientes.


Este procedimiento encuentra su justificación en que las inscripciones que se practican en dichas circunstancias no corresponden a actos de connotación patrimonial que den cuenta de un enriquecimiento del titular, o de actos de índole comercial, sino que miran a resguardar la misión primordial del oficio conservatorio, cual es, llevar el catastro histórico de la propiedad raíz y de los derechos y gravámenes constituidos sobre ella.


No se advierte motivo que impida otorgar a los particulares un tratamiento semejante, al menos en la parte relativa a los aranceles, pues, tratándose de impuestos, la iniciativa para legislar está vedada a los parlamentarios.


Se trajo a colación la  ley Nº 20.094, que reguló el cobro de aranceles de los Conservadores de Bienes Raíces en las posesiones efectivas de menos de 45 unidades tributarias anuales y estableció una exención de pago de dichos cobros por medio de una técnica legislativa adecuada. En este caso que nos ocupa, el objetivo perseguido puede lograrse modificando el artículo 54 de la ley Nº 16.250, que es la fuente legal del decreto supremo Nº 588, del Ministerio de Justicia, de 1998, que fija el arancel de los Conservadores. 


 En todo caso, la norma debe aplicarse para el futuro y no con efecto retroactivo, para evitar problemas de constitucionalidad.


- Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz, don Pedro y Pizarro. Con la misma votación fue aprobado en particular el proyecto de ley, en la forma que más adelante se expresa.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de los acuerdos anteriores, el proyecto de ley aprobado por la Comisión es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 54 de la ley Nº 16.250, del siguiente tenor:


“Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 de Septiembre y 2 de Octubre del presente año, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente),  señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto. 


Sala de la Comisión, a 17 de Octubre de 2007

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 2, DE 1998, SOBRE SUBVENCIONES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(5383-04)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, individualizado en la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en representación del Ministerio de Educación: la Subsecretaria; señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Rodrigo González; la Jefa de la División de Educación General, señora Mónica Luna y la abogada de la Division Jurídica, señora Misleya Vergara, y de la Dirección de Presupuestos, el señor José Espinoza.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, este proyecto de ley busca incrementar la subvención base por alumno en un 15%. Asimismo, aumenta la subvención por ruralidad y la subvención para adultos, entre otras. 

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, la señora Subsecretaria de Educación efectuó una presentación en la que destacó el incremento real de un 15% del valor unitario mensual de la subvención que se extiende a todos los establecimientos educacionales, el incremento de la subvención por ruralidad y el aumento adicional del mismo rubro de un 10% que se transforma en un aumento superior al 25%, el aumento de la subvención de adultos y el énfasis que se coloca en la transparencia y la rendición de cuentas en el uso de los recursos y sus resultados.  

Su exposición se refirió a los siguientes temas:

Calidad de la educación con equidad
Una Educación de calidad se sostiene sobre  tres pilares:

1. Un nuevo marco institucional y regulatorio.
2. Sistema de Aseguramiento de la calidad de la educación.
3. Fortalecimiento del sistema financiero.

Un nuevo esfuerzo financiero
Orientado a tres ejes:

· Mayores recursos para el sistema escolar, a través del incremento de la subvención base y de adultos, entre otros.

· Más apoyo a aquellas comunidades escolares que atienden alumnos  en situación de vulnerabilidad, especialmente a la educación rural y zonas de extremo aislamiento.

· Transparencia y rendición de cuentas.

Mayores recursos para el sistema escolar
· El proyecto modifica la Ley de Subvenciones en lo relativo a valores unitarios mensuales de la subvención educacional que se deberá pagar a todos los alumnos que se encuentren en los respectivos niveles y modalidades de enseñanza.


Se incrementa un 15% del valor unitario mensual de la subvención que se extiende a todos establecimientos educacionales para todos los niveles y modalidades de enseñanza sea que cuenten o no con JEC.

· Incorpora el Primer nivel de transición de la Educación Parvularia.

Mayores recursos para el sistema escolar
· Modifica la subvención de adultos. 

· Se deroga el art. 38 de la Ley de Subvenciones, ya que el nuevo marco curricular no considera este tipo de educación.

Apoyo a alumnos vulnerables y zonas de extremo aislamiento
· Apoyo a todas las comunidades escolares del país que imparten las modalidades de educación regular, educación de adultos, educación especial diferencial e internados.
· Incremento de la Subvención por Ruralidad y Mínimo Rural. El proyecto considera un aumento adicional del incremento por ruralidad del 10% .

· Todos los establecimientos ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo con una matrícula igual o inferior a 17 alumnos aumentarán el monto de la subvención mínima a 59,68675 USE, aplicándose además el incremento referido a los valores de la educación general básica.

Transparencia y Rendición de cuentas
· Se establecen mecanismos para la rendición de cuentas del uso de los recursos y sus resultados.

· Los sostenedores deberán mantener a disposición del Mineduc por un período mínimo de 5 años un estado anual de resultados que de cuenta de todos los ingresos y gastos del período.

· Los sostenedores estarán obligados a enviar al Mineduc dicho estado de resultados cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido en los períodos de evaluación que establezca el Mineduc, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que se hayan fijado para ellos.

· El incumplimiento de estas obligaciones serán consideradas infracción grave.


El Honorable Senador señor Sabag consultó cuál es el  criterio que se utiliza  en este proyecto para determinar cuáles son las escuelas rurales, porque conoce casos en que siendo rurales no están consideradas como tales por el Ministerio porque la comuna a la que pertenecen no tiene dicha calificación.

La señora Subsecretaria indicó que las escuelas que son rurales se determinan cada cierto número de años y en esta ley se partirá con las que actualmente sean consideradas como tales, sin perjuicio de que existe el compromiso de actualizar el listado en el futuro.

El representante del Ministerio, señor González, expuso que el programa del Ministerio referido a la subvención de ruralidad se aplica a todas las escuelas rurales sin distinción y, en cambio, otro programa, relativo al apoyo al transporte escolar, está destinado sólo al 30% de dichas escuelas.

El Honorable Senador señor Naranjo manifestó su interés por la incorporación del primer nivel de transición de educación parvularia.

La señora Subsecretaria expresó que la política del Gobierno ha sido universalizar el primer y segundo nivel de transición porque quieren llegar a una cobertura de 100% de la escolaridad, y es por esto que han incorporado el referido nivel sin limitación de cupos.

El Honorable Senador señor Sabag preguntó  cuánto es el aumento por ruralidad y cuánto es el aumento de la subvención para adultos.

La señora Subsecretaria señaló que en el caso de la ruralidad es un total cercano al 25% y en el caso de la subvención de adultos es de un 42%.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si, en este caso, el total de la inversión se aplicaba con o sin gradualidad a partir del año 2008.

El representante de la Dirección de Presupuestos indicó que la única diferencia que pudiera darse podría deberse a que a la cifra que se incluyó en el Informe Financiero se le aplica un factor de 4,2% establecida en la ley respectiva de educación y, además, porque la incorporación de los niños de prekinder será gradual.

Sometido a votación en general el proyecto, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Naranjo, Novoa y Sabag.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de octubre de 2007, señala que:

“El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones a la Ley de Subvenciones del Estado a Establecimientos Educacionales. En lo principal, incrementa el valor de la subvención base que  se paga por alumno atendido y en forma especial las subvenciones de ruralidad y de educación de adultos. Todos estos incrementos se propone que  rijan a contar del 1 de enero de 2008.

A continuación se señala el incremento del gasto Fiscal que cada parte del proyecto genera.

1.- En las letras a), d) y f) del numeral 3, del artículo 1°, se sustituyen los valores de la subvención vigente establecida en el artículo 9° de la ley, tanto para la educación que opera bajo el régimen de jornada escolar completa como para aquella que aún no lo hace, incrementándola en un 15%. El nuevo valor incluye la actual subvención del artículo 9° y  los incrementos a dicho artículo  que se fijaron en las leyes 19.662; 19.808 y 19.333, con el objeto de ir simplificando la comprensión y aplicación de la ley de subvenciones. 

El incremento señalado corresponde a la subvención desde el primer nivel de educación parvularia (prekinder) al cuarto medio en todos sus niveles y modalidades, y también la educación especial.

El mayor gasto Fiscal anual en régimen que significa  esta modificación es del orden de $ 231.175 millones. Ello incluye un monto estimado de $ 19.886 millones para mejorar la subvención de la educación de adultos, lo que permitirá implementar el nuevo currículum de este tipo de educación.

2.- El numeral 4, del artículo 1° del proyecto, aumenta el valor de los factores de incremento de la subvención por concepto de ruralidad y el valor del  llamado piso rural, establecidos en el artículo 12 de la ley. El mayor gasto Fiscal anual en régimen que ello representa es del orden de $ 10.462  millones.

Esto se explica porque, al aumentar en un 15%  la subvención de escolaridad en la forma señalada en el punto uno, se genera un incremento automático del gasto por subvención de ruralidad. Además, a cada factor de la subvención de ruralidad, se le ha aplicado un aumento adicional de un 10% en su valor incremental.

En el caso del piso rural, al valor actual se le ha aplicado el incremento del 15% y luego un 10% adicional.

3.- El resto de las modificaciones de la ley no significan un mayor gasto Fiscal, ya que corresponden principalmente a adecuaciones de ella para que puedan ocurrir gradualmente las modificaciones a la subvención de adultos.

4.- En resumen, se puede señalar que el mayor gasto Fiscal anual en régimen, del presente proyecto de ley, se estima en $ 241.637 millones.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en referencia no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, al igual como lo hizo la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”.

b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 52, letra a). Tratándose del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, éste será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50. En ambos casos se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 53.”.

2) Reemplázase el artículo 7º por el siguiente nuevo:


“Artículo 7º.- Los párvulos de 1º y 2º nivel de transición deberán tener, a lo menos, cuatro  y cinco años respectivamente, cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán  considerados alumnos para los efectos de la presente ley.”.

3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente, debiendo entenderse que en él se incluye los incrementos fijados por las leyes Nº 19.662; 19.808 y 19.933:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de 
carácter Transitorio
	5,48538

	Educación Media  Humanístico Científica
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial 
y Técnica
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel 
y Tercer Nivel)
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con 
oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,03510

	Educación Media Humanístico–Científica 
de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,24728

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,50952

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,03400

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Industrial (Primer  Nivel)
	2,28915

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,37290



	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Comercial y Técnica 

(Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)

	2,24728



b) Agrégase en el inciso segundo a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:

“En todo caso, el profesional contratado por el mismo establecimiento para la atención de sus alumnos con déficit y/o trastornos de que trata este inciso, no será competente para hacer los diagnósticos de ingreso de los niños que postulan al establecimiento en que trabaja o de egreso de los matriculados en éste.”.

c) Intercálase en el inciso séptimo entre las expresiones “este artículo” y “será aplicable”, la palabra “también”.

d) Sustitúyese su inciso noveno por el siguiente:

“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,64142

	Educación Media Humanístico-Científica


	3,15384



	Educación Media Técnico Profesional 
Agrícola y Marítima
	4,25792

	Educación Media Técnico Profesional
Industrial
	3,33012

	Educación Media Técnico Profesional 
Comercial y Técnica
	3,15384





e) Sustitúyase en el inciso décimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”.


f) Reemplázase su inciso undécimo por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 8,03734. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas  Especiales de Carácter Transitorios, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (USE) por alumno, será de 6,98899.”.

g) Reemplázase en el inciso duodécimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”. 


4) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:
“Cantidad de alumnos
Factor

01
19
2,1000


20
21
1,9746


22
23
1,8712


24
25
1,7832


26
27
1,7073


28
29
1,6413


30
31
1,5841


32
33
1,5335


34
35
1,4884


36
37
1,4488


38
39
1,4125


40
41
1,3795


42
43
1,3498


44
45
1,3223


46
47
1,2981


48
49
1,2750


50
51
1,2541


52
53
1,2343


54
55
1,2156


56
57
1,1991


58
59
1,1837


60
61
1,1683


62
63
1,1551


64
65
1,1419


66
67
1,1298


68
69
1,1177


70
71
1,1067


72
73
1,0968


74
75
1,0869


76
77
1,0781


78
79
1,0693


80
81
1,0539


82
83
1,0451


84
85
1,0363


86
87
1,0286


88
90
1,0165”.


b) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente:

“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos, percibirán una subvención mínima de 59,68675 unidades de subvención educacional (USE), más el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación, el que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda.”.

c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención mínima de 73,90727 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11.”.


d) Sustitúyase el inciso sexto, por los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, pasando el actual séptimo a ser octavo y así sucesivamente:

“No obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes, a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan para percibir la subvención que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.

El Ministro de Educación o el Secretario Regional Ministerial, en su caso, deberá dictar el decreto o resolución que prive a los establecimientos del derecho a percibir las subvenciones a que se refieren los incisos anteriores.”.

5) Sustitúyase el guarismo correspondiente a la (USE), establecido en el inciso tercero del artículo 35, por el siguiente nuevo: “0,1563”.


6) Modifícase el artículo 37 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,5177

	Educación General Básica (7° y 8°)
	0,5177

	Educación Especial Diferencial
	1,5674

	Necesidades Educativas Especiales de 
Carácter Transitorio
	1,5674

	Educación Media Humanístico Científica
	0,5792

	Educación Media Técnico-Profesional 
Agrícola Marítima
	0,8688

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	0,673

	Educación Media Técnico-Profesional 
Comercial y Técnica

	0,6014”.



b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de Educación de Adultos, que será de 0,13620 unidades de subvención educacional (USE) para Educación Básica sin oficios; 0,16425 USE para  Educación Básica con oficios; 0,31030 USE para Educación Media Humanístico-Científica; 0,39990 USE para la Educación Técnico Profesional. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en los locales escolares de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.


7) Derógase el párrafo 3º del Título III “De la Subvención para la Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos” y su artículo 38. 


8) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Establécese una subvención adicional especial cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), para cada nivel y modalidad de enseñanza, de acuerdo a la siguiente tabla: 

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° nivel de transición)
	0,078

	Educación Parvularia (2° nivel de transición)
	0,078

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,0857

	Educación General Básica (7º a 8º años)
	0,0949

	Educación Especial Diferencial
	0,2572

	Necesidades Educativas Especiales 
de Carácter Transitorio
	0,2572

	Educación Media Científico Humanista
	0,1067

	Educación Media Técnico- Profesional 
Agrícola y Marítima
	0,1689

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	0,1268

	Educación Media Comercial y Técnica
	0,1115

	Educación Básica Adultos (Todos las 
modalidades y niveles)
	0,0583

	Educación Media Humanístico-Científica 
Adultos (Todos los niveles)
	0,0874

	Educación Técnico Profesional de Adultos

(Todos los niveles y especialidades)
	0,0874





Esta subvención adicional especial se enterará directamente a cada sostenedor a través de los procedimientos señalados en el artículo 13, con los incrementos señalados en el artículo 12, cuando corresponda. La citada subvención adicional no servirá de base para el cálculo de ningún otro incremento a la subvención.

Las cantidades que reciban los sostenedores por concepto de esta subvención adicional especial, serán destinadas al pago de los beneficios remuneratorios que se establecen en los artículos 8° y 9° de la ley 19.410.

El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50 de esta ley.”.

9) Introdúcese en el inciso tercero del artículo 50, la siguiente letra i) nueva:

“i) Incumplir la obligación de mantención y entrega, en su caso, de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º o adulterar dolosamente cualquier documento que sirva de respaldo a dicha información.”.

10) Agrégase el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refieren los artículos 9°, 37 y 41 de esta ley para la Educación de Adultos, se aplicará gradualmente de acuerdo al siguiente calendario:


Año 2008: Educación Básica Adulto en todos sus niveles y Primer Nivel de Educación Media Humanístico – Científica y Técnico Profesional.

Año 2009: Segundo Nivel de Educación Media Humanístico - Científica y Técnica Profesional.

Año 2010: Tercer Nivel de Enseñanza Media Técnico Profesional.”.

11) Agrégase el siguiente artículo décimo primero transitorio, nuevo:

“ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el Decreto Supremo de Educación N° 239, de 2004, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (USE):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,40950

	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,60163



	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,93991



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701

	Enseñanza Práctica de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701



Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento de establecimientos educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales 
	0,3999



	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adulto
	0,0874



12) Agrégase el siguiente artículo décimo segundo transitorio, nuevo:

“ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO TRANSITORIO.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 5°, en tanto el Ministerio de Educación no fije los estándares de desempeño educativo de los establecimientos educacionales, los sostenedores deberán entregar a dicho Ministerio el estado de resultados a que se refiere ese inciso cuando cualquiera de sus establecimientos haya obtenido, en a lo menos dos de los últimos tres años, resultados inferiores al promedio nacional en las pruebas del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Mediante resolución del Ministerio de Educación se fijará el promedio señalado en inciso precedente.”.

ARTÍCULO 2º.- Las modificaciones establecidas en esta ley regirán a contar del 1° de enero de 2008.

Sin embargo, lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que incorpora el numeral 10 de esta ley, entrará en vigencia en la fecha que allí se establece.

ARTÍCULO 3°.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Programa Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, de la Subsecretaría de Educación, y en lo que no fuere posible, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 31 de octubre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Jaime Naranjo Ortiz, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.

Sala de la Comisión, a 31 de octubre de 2007.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 2, DE 1998, SOBRE SUBVENCIONES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(5383-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en representación del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria; señora Pilar Romaguera; el Asesor de la Ministra, señor Freddy Ramos; el Jefe de la Unidad Currículo y Evaluación, señor Pedro Montt; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Rodrigo González; y la abogada de la Division Jurídica, señora Misleya Vergara.

Del Ministerio de Hacienda, la asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández, y de la Dirección de Presupuestos, el señor José Espinoza.

De la Secretaría General de la Presidencia, el Abogado Asesor, señor William García.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, este proyecto de ley busca incrementar la subvención base por alumno en un 15%. Asimismo, aumenta la subvención por ruralidad y mínimo rural, y la subvención para adultos, entre otras. 

- - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza;


b) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales y otros cuerpos legales, y


c) La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, Nº 18.962, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO



Con fecha 4 de octubre de 2007 ingresó a esta Corporación el Mensaje N° 806-355 de S. E. la Presidente de la República, el cual señala que en el pasado 21 de mayo se anunciaron una serie de medidas para forjar la construcción de una nueva arquitectura del sistema educativo chileno, orientado, especialmente, a asegurar la calidad educacional para todos los chilenos. Comunica que con esta iniciativa de ley se busca responder al anhelo de las familias chilenas de visualizar al sistema educativo como un espacio propicio para generar oportunidades de desarrollo y de progreso para cada uno de sus hijos.

Afirma que calidad y equidad son dos conceptos estructurales del sistema educativo que se desea instaurar, porque generan un sistema educacional que permiten asegurar cuatro condiciones básicas, a saber: un acceso a la educación amplio y universal; permanencia dentro del sistema educativo; egreso exitoso del ciclo escolar completo, y buenos resultados de aprendizaje. Advierte que sólo en la medida en que se aseguran estas cuatro condiciones, es posible entregar mejores oportunidades en el ciclo escolar, a fin de mejorar las condiciones del mundo laboral y las competencias necesarias para desarrollarse en un mundo globalizado.

Refiere que la condición social, económica, territorial o de cualquier otra índole no puede ser obstáculo para que los niños y niñas del país puedan desarrollar todos sus talentos y saberes. Enseguida, señala que como país y sociedad debemos ser capaces de entregar garantías educativas que permitan poner la calidad educativa al alcance de todos. 

Declara que hoy nuestro país se encuentra frente al desafío de aumentar los niveles de competitividad e innovación para generar una economía fuerte que sea capaz de actuar en un mundo globalizado, asegurando los niveles de desarrollo sustentable. En este mismo orden de ideas, destaca que en los años 2005 y 2006, Chile se situó en el lugar 27 del ranking de competitividad global elaborado por el Foro Económico Mundial, posicionándose como la economía con mejor desempeño dentro de sus pares latinoamericanos. Sin embargo, menciona que aún existen áreas en las que nuestro país presenta debilidades que deben ser superadas. Informa que estas debilidades se centran en el área del capital humano, en la escasa inversión en investigación y desarrollo y en la insuficiente diversidad productiva.

Comenta que todos estos temas requieren de una preocupación y de especial mirada a partir del sistema educativo nacional, el cual debe procurar dar las respuestas adecuadas a las crecientes necesidades en este ámbito. Estas respuestas, prosigue, deben apuntar a elevar la calidad de nuestra oferta educacional y a aumentar los recursos necesarios para llevar adelante esta tarea. Enseguida, precisa que la forma, estructura y montos del sistema de financiamiento inciden fuertemente en la calidad de la educación. 

Destaca que nuestro sistema actual ha sido exitoso en ampliar la cobertura educacional y en lograr una alta asistencia de los alumnos a clases. Sin embargo, acota que para mejorar la calidad y la equidad se debe contar con mayores recursos y con mecanismos claros y transparentes de rendición de cuentas y compromisos de resultados.

En este contexto, señala que hoy se busca aumentar de manera significativa los recursos orientados a la educación, de modo que el sistema educativo pueda dar un salto en calidad que le permita responder a las expectativas de las familias, de los estudiantes y del país en su conjunto.

Expone que en el Mensaje a la Nación del presente año se afirmó que la transformación para asegurar la calidad de la educación debe sostenerse en los siguientes pilares: un nuevo marco regulatorio, una Superintendencia de Educación y en un nuevo esfuerzo financiero. Refiere que al concretizarse todas estas medidas se contará con reglas no discriminatorias, con más recursos para la calidad de la educación y con una institucionalidad que permitirá asegurar que estos recursos sean destinados a la educación.

Para alcanzar la calidad de la educación, informa que el Ejecutivo ha presentado el proyecto de ley que Establece la Ley General de Educación, una reforma constitucional en este mismo sentido y un proyecto de ley que crea una Superintendencia de Educación.

Con el objeto de consolidar el sistema de financiamiento de la educación, comenta que se ha presentado esta iniciativa de ley orientada a: otorgar mayores recursos para el sistema escolar, mediante el incremento de la subvención base y de la subvención de adultos; generar mayor transparencia y un sistema de rendición de cuentas, y proporcionar más apoyo a aquellas comunidades escolares que atienden a alumnos en situación de vulnerabilidad social y económica, especialmente a la educación rural y en zonas de extremo aislamiento.


Indica que este proyecto de ley plantea entregar recursos a través de mecanismos que aseguran su continuidad en el tiempo, ya que se trata de un esfuerzo del país, que se convierte en una medida permanente para el sistema escolar. Para ello, continúa, este proyecto modifica la Ley de Subvenciones en lo que respecta a los valores unitarios mensuales de la subvención educacional que se pagará a todos los alumnos que se encuentren en alguno de los siguientes niveles y modalidades de enseñanza: educación parvularia (primer y segundo nivel de transición); educación general básica; educación especial diferencial; educación media científico-humanista; educación media técnico-profesional, en cada una de sus modalidades; educación básica de adultos (primer, segundo y tercer nivel); educación básica de adultos con oficios (segundo y tercer nivel); educación media humanista-científica de adultos (primer y segundo nivel); educación media técnico-profesional de adultos, en cada una de sus modalidades.

Consagra así la entrega de mayores recursos desde el inicio del ciclo escolar hasta su finalización e informa que, también, se incrementarán los recursos destinados para la educación especial diferencial y la educación de adultos. 

Con respecto a la educación de adultos, precisa que con este aumento de subvención se podrán cumplir con las exigencias de su nuevo marco curricular, definido en el decreto supremo Nº 239, de Educación, de 2004, en el cual se establecen mayores horas asociadas a: los ciclos de enseñanza básica y media; la formación de oficios en enseñanza básica, y la formación diferenciada en el caso de la educación media. Indica, además, que en este proyecto de ley se incorpora una modificación a los valores señalados para la subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de la educación de adultos en cada uno de los niveles de enseñanza reconocidos.

Expone que el actual sistema de financiamiento de la educación tiene como base la reforma del año 1982; la cual se funda en la entrega de una subvención por alumno que asiste a clases. Agrega que estos recursos se han traspasado a los sostenedores del sistema educativo, con escasas atribuciones estatales para fiscalizar el uso y control de los mismos. Bajo este contexto, arguye que esta iniciativa legal viene a representar el compromiso que ha asumido el Ejecutivo para avanzar hacia un sistema escolar basado en la transparencia y en la rendición de cuentas. 

Sostiene que esta transparencia debe materializarse en una expresión concreta del destino, uso y rendición final de los recursos financieros disponibles para los establecimientos educacionales, especialmente aquellos entregados a través de la subvención escolar, ya que se trata de recursos públicos que son entregados con fines específicos y respecto de los cuales es necesario establecer mecanismos claros, eficaces y oportunos de rendición de cuentas. Observa, enseguida, que esto se encuentra directamente relacionado con la eficiencia en la gestión del sistema educacional, ya que se vincula con: una real rendición de cuentas de los sostenedores del sistema respecto del uso de los recursos y de sus resultados educativos; una adecuada relación entre el Estado y los sostenedores del sistema, y una alternativa de solución frente a la falta de información, que impide que el Estado pueda ejercer un control efectivo respecto de las condiciones en las que se imparte el servicio educativo por parte de las instituciones escolares.

Señala que el presente proyecto de ley pretende brindar apoyo a todas las comunidades escolares del país que imparten las modalidades de educación regular, educación de adultos, educación especial diferencial, incorporando además a los internados del país, con especial énfasis en los alumnos vulnerables y de las zonas de extremo aislamiento. Refiere que, también, considera el aumento de los factores asociados a la subvención por ruralidad, estableciendo nuevos valores asociados a la compensación en el número de alumnos atendidos en estos establecimientos.


Asimismo, informa que se aumentará el monto de la subvención a todos los establecimientos ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo con una matrícula igual o inferior a 17 alumnos. La idea, prosigue, es otorgar un apoyo especial a la educación rural, poniendo especial énfasis en las escuelas pequeñas, ubicadas en las zonas aisladas que atienden preferentemente a niños vulnerables. Comenta, enseguida, que se beneficiarán con este mayor financiamiento a los 4.500 establecimientos rurales, que están presentes en más del 80% de los municipios del país.


En efecto, sostiene que este proyecto de ley viene a representar la forma como el Gobierno cumple el compromiso que adquirió de modificar el sistema de financiamiento de la educación, con el objeto de dar soporte y viabilidad al mejoramiento en la calidad de la educación.


Indica que se está haciendo una inversión histórica en educación, la que se financiará con recursos provenientes de la reducción en medio punto del superávit estructural del país y que requiere del compromiso y esfuerzo de los distintos actores educacionales, para que rinda frutos y se traduzca en una real mejora de la calidad de la educación.

A continuación, informa que el presente proyecto de ley tiene los siguientes contenidos esenciales:


1.- Incrementa en un 15% del valor unitario mensual de la subvención por alumno. Enseguida, acota que este aumento de la subvención general, se extiende a todos los establecimientos educacionales, para todos los niveles y modalidades de enseñanza, sea que cuenten o no con jornada escolar completa, incorporando, además, en este aumento, al primer nivel de transición, con los mismos valores que el segundo nivel de transición


2.- Incrementa la subvención por ruralidad y mínimo rural. Al respecto, destaca que se considera un aumento adicional de la subvención por ruralidad de un 10%. En el caso de los establecimientos educacionales rurales que tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos, refiere que se aumentará su subvención mínima a 59,68675 Unidades de Subvención Educacional (U.S.E).

3.- Normas sobre Subvención de Adultos. Agrega que esta iniciativa de ley contempla, asimismo, normas que modifican la subvención para la educación de adultos, a fin de implementar su nuevo marco curricular. Señala que se consagran disposiciones que modifican los apartados referentes a la educación básica y media, otorgando montos de subvenciones separados en cada uno de estos ámbitos educacionales, de acuerdo a los nuevos niveles de aprendizaje que establece el nuevo marco curricular. Del mismo modo, comunica que este proyecto de ley incluye una norma derogatoria del artículo 38° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación que contempla una subvención para las modalidades de “Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos”, ya que el nuevo marco ya no considera este tipo de educación.

4.- Rendición de cuentas. En esta materia, precisa que se establece que los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. En el evento que en establecimiento haya obtenido resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que el Ministerio de Educación haya fijado, acotó que dichos sostenedores deberán enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados de los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación. Señala que el incumplimiento de estas obligaciones serán consideradas como infracciones graves a la Ley de Subvenciones.
- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, la señora Ministra de Educación señaló que, recogiendo lo formulado por el Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, una educación de calidad se sostiene sobre los siguientes pilares: un nuevo marco regulatorio; un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación, y un nuevo esfuerzo financiero.


Señaló que el nuevo esfuerzo financiero debe orientarse a: otorgar mayores recursos para el sistema escolar, a través del incremento de la subvención base y de la subvención de adultos, entre otros: dar más apoyo a las comunidades escolares que atienden alumnos en situación de vulnerabilidad, especialmente a la educación rural y a las zonas de extremo aislamiento, e implementar un sistema basado en la transparencia y en la rendición de cuentas.


Comunicó que el presente proyecto de ley modifica la Ley de Subvenciones en lo relativo a los valores unitarios mensuales de la subvención educacional que se deberá pagar a todos los alumnos que se encuentren en los respectivos niveles y modalidades de enseñanza. Informó, asimismo, que se incrementará un 15% del valor unitario mensual de la subvención que se extiende a todos establecimientos educacionales para todos los niveles y modalidades de enseñanza que cuenten o no con Jornada Escolar Completa y señaló que se beneficiará a todos los alumnos, incluyendo a aquéllos que cursan el Primer Nivel de Transición de la Educación Parvularia.


Por otra parte, precisó que se modifica la subvención de adultos, a objeto de dar respuesta a las nuevas necesidades y exigencias  del nuevo marco curricular de esta modalidad, en el cual se incrementan las horas asociadas a los ciclos de enseñanza básica y media, las de formación de oficios en la educación básica y las de formación diferenciada en la educación media. Asimismo, explicó que se deroga el artículo 38 de la Ley de Subvenciones, ya que el nuevo marco curricular no considera este tipo de educación.

Destacó que se apoyará a todas las comunidades escolares del país que imparten las modalidades de educación regular, educación de adultos, educación especial diferencial e internados. También, indicó que se incrementará la subvención por ruralidad y mínimo rural, y comentó que se realizará un aumento adicional del 10% del incremento por ruralidad.

Informó que todos los establecimientos ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo con una matrícula igual o inferior a 17 alumnos aumentarán el monto de la subvención mínima a 59,68675 U.S.E., aplicándoseles, además, el incremento referido a los valores de la educación general básica.

En materia de rendición de cuentas, señaló que se establecen mecanismos para controlar el uso de los recursos y sus resultados. Comentó que los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de 5 años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Agregó que los sostenedores estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación este estado de resultados cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración hayan obtenido en los períodos de evaluación que establezca dicho Ministerio, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que se hayan fijado por la autoridad. Refirió que el incumplimiento de estas obligaciones serán consideradas como infracciones graves a la Ley de Subvenciones.


Recalcó que se duplicará la subvención que se entrega por concepto de subvención escolar. A modo de ejemplo, refirió que la Escuela Básica República de Ecuador de la Región de Antofagasta hoy recibe la suma de $42.200, cifra que se aumentará a $72.000 con los incrementos que propone esta iniciativa de ley y con la subvención preferencial. En el caso de la Escuela el Totoral de la Región de Copiapó, señaló que se incrementará en un 63,8% la subvención que recibe por alumno, lo que implicará que recibirá una suma de $86.532. La Escuela de Cachapoal Moisés Musa, continuó, tendrá una subvención por alumno ascendente a la suma de $60.598 y la Escuela Diego Barros Arana del Ñuble recibirá por concepto de subvención unos $66.227.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide valoró el esfuerzo del Ejecutivo por aumentar la subvención base.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick consultó cómo compatibilizarán las normas contenidas en este proyecto de ley con las de la Superintendencia.


La señora Ministra de Educación respondió que se deberá agregar un artículo transitorio que establezca que mientras no se cree la Superintendencia de Educación las funciones que le corresponden a este órgano serán ejercidas por el Ministerio de Educación.


- Puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, los Honorables senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”.

b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 52, letra a). Tratándose del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, éste será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50. En ambos casos se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 53.”.

2) Reemplázase el artículo 7º por el siguiente nuevo:


“Artículo 7º.- Los párvulos de 1º y 2º nivel de transición deberán tener, a lo menos, cuatro  y cinco años respectivamente, cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán  considerados alumnos para los efectos de la presente ley.”.

3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente, debiendo entenderse que en él se incluye los incrementos fijados por las leyes Nº 19.662; 19.808 y 19.933:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de 
carácter Transitorio
	5,48538

	Educación Media  Humanístico Científica
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial 
y Técnica
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel 
y Tercer Nivel)
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con 
oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,03510

	Educación Media Humanístico–Científica 
de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,24728

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,50952

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,03400

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Industrial (Primer  Nivel)
	2,28915

	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,37290



	Educación Media Técnico-Profesional 
de Adultos Comercial y Técnica 

(Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)

	2,24728



b) Agregáse en el inciso segundo a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:

“En todo caso, el profesional contratado por el mismo establecimiento para la atención de sus alumnos con déficit y/o trastornos de que trata este inciso, no será competente para hacer los diagnósticos de ingreso de los niños que postulan al establecimiento en que trabaja o de egreso de los matriculados en éste.”.

c) Intercálase en el inciso séptimo entre las expresiones “este artículo” y “será aplicable”, la palabra “también”.

d) Sustitúyese su inciso noveno por el siguiente:

“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,64142

	Educación Media Humanístico-Científica


	3,15384



	Educación Media Técnico Profesional 
Agrícola y Marítima
	4,25792

	Educación Media Técnico Profesional
Industrial
	3,33012

	Educación Media Técnico Profesional 
Comercial y Técnica
	3,15384





e) Sustitúyase en el inciso décimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”.


f) Reemplázase su inciso undécimo por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 8,03734. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas  Especiales de Carácter Transitorios, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (USE) por alumno, será de 6,98899.”.

g) Reemplázase en el inciso duodécimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”. 


4) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:
“Cantidad de alumnos
Factor

01
19
2,1000


20
21
1,9746


22
23
1,8712


24
25
1,7832


26
27
1,7073


28
29
1,6413


30
31
1,5841


32
33
1,5335


34
35
1,4884


36
37
1,4488


38
39
1,4125


40
41
1,3795


42
43
1,3498


44
45
1,3223


46
47
1,2981


48
49
1,2750


50
51
1,2541


52
53
1,2343


54
55
1,2156


56
57
1,1991


58
59
1,1837


60
61
1,1683


62
63
1,1551


64
65
1,1419


66
67
1,1298


68
69
1,1177


70
71
1,1067


72
73
1,0968


74
75
1,0869


76
77
1,0781


78
79
1,0693


80
81
1,0539


82
83
1,0451


84
85
1,0363


86
87
1,0286


88
90
1,0165”.


b) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente:

“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos, percibirán una subvención mínima de 59,68675 unidades de subvención educacional (USE), más el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación, el que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda.”.

c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención mínima de 73,90727 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11.”.


d) Sustitúyase el inciso sexto, por los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, pasando el actual séptimo a ser octavo y así sucesivamente:

“No obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes, a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan para percibir la subvención que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.

El Ministro de Educación o el Secretario Regional Ministerial, en su caso, deberá dictar el decreto o resolución que prive a los establecimientos del derecho a percibir las subvenciones a que se refieren los incisos anteriores.”.

5) Sustitúyase el guarismo correspondiente a la (USE), establecido en el inciso tercero del artículo 35, por el siguiente nuevo: “0,1563”.


6) Modifícase el artículo 37 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,5177

	Educación General Básica (7° y 8°)
	0,5177

	Educación Especial Diferencial
	1,5674

	Necesidades Educativas Especiales de 
Carácter Transitorio
	1,5674

	Educación Media Humanístico Científica
	0,5792

	Educación Media Técnico-Profesional 
Agrícola Marítima
	0,8688

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	0,673

	Educación Media Técnico-Profesional 
Comercial y Técnica

	0,6014”.



b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de Educación de Adultos, que será de 0,13620 unidades de subvención educacional (USE) para Educación Básica sin oficios; 0,16425 USE para  Educación Básica con oficios; 0,31030 USE para Educación Media Humanístico-Científica; 0,39990 USE para la Educación Técnico Profesional. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en los locales escolares de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.


7) Derógase el párrafo 3º del Título III “De la Subvención para la Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos” y su artículo 38. 


8) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Establécese una subvención adicional especial cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), para cada nivel y modalidad de enseñanza, de acuerdo a la siguiente tabla: 

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° nivel de transición)
	0,078

	Educación Parvularia (2° nivel de transición)
	0,078

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,0857

	Educación General Básica (7º a 8º años)
	0,0949

	Educación Especial Diferencial
	0,2572

	Necesidades Educativas Especiales 
de Carácter Transitorio
	0,2572

	Educación Media Científico Humanista
	0,1067

	Educación Media Técnico- Profesional 
Agrícola y Marítima
	0,1689

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	0,1268

	Educación Media Comercial y Técnica
	0,1115

	Educación Básica Adultos (Todos las 
modalidades y niveles)
	0,0583

	Educación Media Humanístico-Científica 
Adultos (Todos los niveles)
	0,0874

	Educación Técnico Profesional de Adultos

(Todos los niveles y especialidades)
	0,0874





Esta subvención adicional especial se enterará directamente a cada sostenedor a través de los procedimientos señalados en el artículo 13, con los incrementos señalados en el artículo 12, cuando corresponda. La citada subvención adicional no servirá de base para el cálculo de ningún otro incremento a la subvención.

Las cantidades que reciban los sostenedores por concepto de esta subvención adicional especial, serán destinadas al pago de los beneficios remuneratorios que se establecen en los artículos 8° y 9° de la ley 19.410.

El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50 de esta ley.”.

9) Introdúcese en el inciso tercero del artículo 50, la siguiente letra i) nueva:

“i) Incumplir la obligación de mantención y entrega, en su caso, de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º o adulterar dolosamente cualquier documento que sirva de respaldo a dicha información.”.

10) Agrégase el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refieren los artículos 9°, 37 y 41 de esta ley para  la Educación de Adultos, se aplicará gradualmente de acuerdo al siguiente calendario:


Año 2008: Educación Básica Adulto en todos sus niveles y Primer Nivel de Educación Media Humanístico – Científica y Técnico Profesional.

Año 2009: Segundo Nivel de Educación Media Humanístico - Científica y Técnica Profesional.

Año 2010: Tercer Nivel de Enseñanza Media Técnico Profesional.”.

11) Agrégase el siguiente artículo décimo primero transitorio, nuevo:

“ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el Decreto Supremo de Educación N° 239, de 2004, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (USE):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,40950

	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,60163



	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,93991



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701

	Enseñanza Práctica de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701



Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento de establecimientos educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales 
	0,3999



	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adulto
	0,0874



12) Agrégase el siguiente artículo décimo segundo transitorio, nuevo:

“ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO TRANSITORIO.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 5°, en tanto el Ministerio de Educación no fije los estándares de desempeño educativo de los establecimientos educacionales, los sostenedores deberán entregar a dicho Ministerio el estado de resultados a que se refiere ese inciso cuando cualquiera de sus establecimientos haya obtenido, en a lo menos dos de los últimos tres años, resultados inferiores al promedio nacional en las pruebas del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Mediante resolución del Ministerio de Educación se fijará el promedio señalado en inciso precedente.”.

ARTÍCULO 2º.- Las modificaciones establecidas en esta ley regirán a contar del 1° de enero de 2008.

Sin embargo, lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que incorpora el numeral 10 de esta ley, entrará en vigencia en la fecha que allí se establece.

ARTÍCULO 3°.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Programa Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, de la Subsecretaría de Educación, y en lo que no fuere posible, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en la sesión celebrada el día 17 de octubre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera y Ricardo Núñez Muñoz.

Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y ESCALONA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CON EL OBJETO DE PROHIBIR SUBCONTRATACIÓN Y SUMINISTRO DE TRABAJADORES PARA REALIZAR FAENAS PELIGROSAS PARA LA SALUD

(5448-13)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en el artículo 1º, 19º y 63º numeral 3) de la Constitución Política de la República y en el Código del Trabajo.
Considerando:

1.- 
Que el trabajo es un derecho fundamental. Significa para las personas, una herramienta de progreso personal y material, en tanto, a nivel de la empresa, representa un recurso indispensable para sus actividades productivas.

2.-
Que, en las últimas décadas, la empresa ha sufrido profundas transformaciones en cuanto a su organización, tanto en cuanto al suministro e incorporación del personal, sus jornadas y remuneraciones como a la estructura de sus procesos.

3.-
Que, lo anterior fue recogido con años de retraso en nuestra legislación con la ley N°  20.123, que Regula Trabajo en Régimen de Subcontratación, el funcionamiento de las Empresas de Servicios Transitorios y el Contrato de Trabajo de Servicios Transitorios. 

Dichas disposiciones vinieron a superar un enorme vacío existente, poniendo al día las normas respecto de modalidades de contratación que han cobrado creciente incidencia.

3.-
Que en efecto, la subcontratación y el suministro de personal han sido adoptadas por numerosas empresas con el objeto de externalizar algunos procesos productivos, procurando que éstos sean ejecutados de un modo más flexible y especializado.

4.-
Que las normas puestas en vigor recientemente se ocupan de establecer con precisión diversas hipótesis en que puede tener lugar el suministro de personal, prohibiéndolo, al mismo tiempo, expresamente, para otras situaciones. En el caso de la subcontratación, no se establece regulación sobre el particular.

5.-
Que la ley se ocupa en estas normas, fundamentalmente, de señalar situaciones que digan relación con actividades productivas excepcionales, velando porque aquéllas no signifiquen una merma de la contratación regular ni representen una competencia desleal para los trabajadores.

6.-
Que, sin embargo, no se establecieron restricciones vinculadas a la naturaleza de las labores que se desarrollan, como ocurre en el derecho comparado, fundamentalmente español el que dispone de una norma genérica respecto de actividades o trabajos peligrosos, al tiempo, que se ha regulado, también, en forma más reciente la subcontratación para el sector de la construcción.

Lo anterior, por cuanto resulta evidente que trabajos de alta peligrosidad requieren cierta especialización y medidas de seguridad por parte de los trabajadores que las ejecutan, lo que se encuentra más resguardado cuando éstos son funcionarios de la empresa principal.

7.-
Que, recientemente, se registró un lamentable incidente en la Refinería de Petróleo de Con Con, propiedad de la Empresa Nacional del Petróleo, ENAP. En el suceso falleció un trabajador y resultaron lesionados otros tres. Todos se desempeñaban como funcionarios de empresas contratistas de la entidad estatal.

Tan desgraciado accidente constituye una señal de alerta respecto de la necesidad de enmendar nuestra legislación, estableciendo actividades en que la subcontratación y el suministro se encontrarán prohibidos por poner en riesgo la integridad de los trabajadores.

8.-
Que, por lo anterior, creo conveniente establecer prohibiciones para los tipos de contratación regulador en la Ley 20.123, cuando la naturaleza de las actividades productivas ocasiones grave riesgo a la vida y salud de los trabajadores.

Por lo anterior el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo único.- Modifíquese el D.F.L. N° 1 de 2002, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, de la siguiente forma:

a)
Agréguese, en el inciso primero del artículo 183 A, la siguiente nueva parte final:

“Esta modalidad de contratación no podrá tener lugar, en caso alguno, para la realización de actividades o trabajos vinculados al uso de explosivos; sustancias radioactivas; productos químicos o biológicos perjudiciales para la salud humana; energía eléctrica de alta tensión o, en general, cuando involucren la manipulación o exposición a sustancias peligrosas.”

b)
Elimínese, en la letra b) del inciso primero del artículo 183 P, la letra “o” que sucede al punto y coma (;); reemplácese, en la letra c) del mismo precepto, el punto aparte (.) que sigue a “transitorios” por la expresión “; o” e incorpórese la siguiente nueva letra d):

“d)
Para la realización de actividades o trabajos vinculados al uso de explosivos; sustancias radioactivas; productos químicos o biológicos perjudiciales para la salud humana; energía eléctrica de alta tensión o, en general, cuando involucren la manipulación o exposición a sustancias peligrosas.”

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,


Camilo Escalona Medina



Senador



Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL RESPECTO DE ACTUACIONES Y ATRIBUCIONES DE PARLAMENTARIOS EN MATERIAS LABORALES

(5449-07)

Honorable Senado:

Nuestro Constitución Política es conocida por su exacerbado carácter presidencialista, cuestión  que se ve reflejada en la toma de decisiones de  las mas diversas materias, en donde casi sin contrapeso, la figura presidencial posee un grado de prevalencia tan significativo que muchas veces deja sin capacidad de actuación a los otros poderes del Estado, especialmente al Congreso Nacional, que  solo juega un papel pasivo frente a la voluntad  presidencial.

Este presidencialismo exacerbado,  ha dominado nuestra escena política desde el retorno a la democracia en el año 1990,  y se puede afirmar que ha tenido positivos efectos para el funcionamiento de nuestra institucionalidad democrática; las cifras macroeconómicas y la inserción progresiva del país en el mundo desarrollado son muestras de ello. 

No obstante lo anterior, no podemos al mismo tiempo desconocer los vicios que dicho sistema tiene, sobretodo en relación a la posibilidad de la efectividad del trabajo que pueden desarrollar los miembros del Congreso Nacional, quienes son, por su carácter de elección democrática directa, los que mejor  representan a la soberanía popular y al ejercicio democrático.

Dicha carencia de atribuciones por parte  de los legisladores, es claramente percibida por la población en general, que mayoritariamente considera de poca o nula  utilidad para su vida diaria, el trabajo que desarrollan los parlamentarios, con el consiguiente descrédito que ello significa para la clase política y en general para la vida en democracia. 

El articulo 65 de la Constitución Política de la Republica establece que las leyes pueden tener su origen en la Cámara de Diputados o en el Senado, por mensaje que dirija el Presidente de la Republica o por moción de cualquiera de sus miembros, el mismo articulo 65 enumera luego una lista de materias que corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica. Dicha amplia enumeración  incluye temas  centrales dentro de la organización del país tales como  
la alteración de la división política o administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria del Estado. La 
 iniciativa exclusiva incluye  también el   imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión. 

La creación de nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; el suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones o el  contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de operaciones que puedan comprometer el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, de las entidades semifiscales, autónomas, de los gobiernos regionales o de las municipalidades, y condonar, reducir o modificar obligaciones, intereses u otras cargas financieras de cualquier naturaleza establecidas en favor del Fisco o de los organismos o entidades referidos, también corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica.

Asimismo el fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la Administración Pública y demás organismos y entidades anteriormente señalados es de iniciativa exclusiva del Presidente,  como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos;
Si revisamos detalladamente cada una de las materias que son reservadas al Presidente de la Republica, la gran mayoría dice relación con la Administración tanto política como financiera del aparato estatal, en ese sentido puede resultar explicable el control monopólico que se le otorga al Jefe máximo del Estado sobre dichas materias.  

Sin embargo, no resulta del mismo modo explicable el porqué  se reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente el fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, así como aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos. 

Puede comprenderse de alguna forma la reserva exclusiva para la figura presidencial sobre materias propias del dominio publico, sin embargo, no parece comprensible inhibir a los primeros representantes de la ciudadanía como son los Parlamentarios de una materia tan sensible para la población y tan directamente relacionada con su vida diaria como es la que dice relación con las remuneraciones que perciben las personas en el sector privado   

 Por otro  lado el articulo 60 de la Constitución Política, contempla una seria de causales de cesación en el cargo para los Diputados y Senadores en ejercicio, dentro de dichas causales destaca aquella que  establece que “Cesará en su cargo el diputado o senador que ejercite cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales en favor o representación del empleador o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector público o privado, o que intervengan en ellos ante cualquiera de las partes.”
Dicha causal de cesación parece demasiado estricta dadas las características de muchos de los conflictos laborales que se desarrollan en al ámbito privado, en donde muchas veces la intervención  mediadora de un Diputado o Senador puede resultar de gran ayuda, ya que muchos de eso conflictos carecen de la posibilidad de una instancia mediadora que canalice las demandas de ambas partes, pudiendo caberle a una autoridad de la investidura y legitimidad de un representante como es un Diputado o Senador una importante y legitima labor la solución de dichos conflictos.

En la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución de 1980 fue debatida esta causal de cesación en el cargo, siendo su debate no pacifico entre los intervinientes. El comisionado Señor Guzmán se mostró partidario de su establecimiento, puesto estimó que los parlamentarios no pueden ejercer ningún tipo de influencia ante los funcionarios públicos para asuntos de interés local o nacional, siendo el lugar idóneo para ello la Sala de la Cámara respectiva.

Contrario a este parecer, fue el comisionado Señor Carmona quien fue de la idea de que el parlamentario tiene el perfecto derecho de ocuparse en los intereses locales o nacionales, pero no así cuando se transforma en gestor de intereses particulares o privados.

Teniéndose en consideración los antecedentes dados en dicha discusión, es que se cree necesario modificar los términos de dicha causal de cesación en el cargo establecida en el articulo 60, de manera que un parlamentario pueda intervenir legítimamente en conflictos laborales en representación de intereses locales o nacionales, pudiendo ser sancionado únicamente en caso de que un parlamentario intervenga en la promoción de intereses particulares o privados   

Desde hace mucho tiempo se viene propugnando por reformas a nuestro sistema constitucional que perfeccione nuestro régimen democrático. El exacerbado presidencialismo existente, ha sido identificado como uno de los puntos centrales que debe ser revisado en esta reforma. Creemos que las modificaciones propuestas corresponden a un primer avance que resultan del todo lógico, particularmente teniéndose en consideración  el hecho de que se dejen  intactas las facultades Presidenciales sobre el la organización estatal, dándole la posibilidad de intervención  a los Parlamentarios en materias propias del ámbito privado, en donde por regla general siempre han contado con una amplia iniciativa, sin existir  motivos fundados que justifiquen las excepciones en materia laboral, actualmente vigentes en el texto constitucional.  

Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente :

Proyecto de Ley
Artículo Único: Modifíquese  la Constitución Política de la Republica en la forma que sigue:

1.-Suprímase en el articulo 65 la expresión” como asimismo fijar las remuneraciones mínimas da los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos.”

2.- En el articulo 60 sustitúyase en el inciso cuarto la expresión “cualquier influencia” por la expresión “influencias por motivo de intereses personales”

(Fdo.):CARLOSA BIANCHI CHELECH,

SENADOR
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y KUSCHEL MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL, A FIN DE PROHIBIR APLICACIÓN DE PROCEDIMIENTO ABREVIADO EN DELITOS CONTRA PERSONAS EN QUE LA VÍCTIMA ES UNA MUJER 

(5450-07)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

La violencia contra la mujer es un problema que lamentablemente va en aumento, y se hace patente  trascendiendo nuestra realidad nacional, como la materialización de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Usualmente este tipo de  violencia, denominada “de género”,  se dirige sobre las mujeres por el hecho de serlo, siendo consideradas por sus agresores como sujetos carentes de los mínimos derechos. 

La Organización de Naciones Unidas ha reconocido que la violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La define como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres. La definición técnica del síndrome de la mujer maltratada, consiste en “las agresiones sufridas por la mujer como consecuencia de los condicionantes socioculturales que actúan sobre el género masculino y femenino, situándola en una posición de subordinación al hombre y manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la persona: maltrato en el seno de las relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social y acoso en el medio laboral”. 
Según la información de la Red Chilena de Violencia Doméstica y Sexual,  en nuestro país, desde enero del hasta la fecha,  han sido asesinadas más de 300 mujeres. La mayoría en manos de hombres con quienes tenían o habían tenido un vínculo afectivo. Señala esta organización que “la calificación de los asesinatos de mujeres en los medios de comunicación y en la administración de justicia como ‘crímenes pasionales’ y la presentación de los agresores como ‘sicópatas’, impide reconocer patrones culturales patriarcales que han naturalizado y legitimado por siglos esta permanente violación a los derechos humanos de las mujeres.  No son enfermos: son agresores, machistas y femicidas.”

En el ámbito privado la violencia contra de las mujeres ha tenido mayor visibilidad. Señala esta organización, en base a datos proporcionados por el SERNAM, En Chile, el 50,3% de las mujeres casadas o en uniones de hecho, actuales o pasadas ha vivido alguna vez violencia de parte de su pareja, el 34% ha vivido violencia física y/o sexual y el 16,3% abuso psicológico.

Agrega que comúnmente se asocia la presencia de la violencia doméstica contra las mujeres con la pobreza.  Sin embargo, aún cuando  tiene mayor presencia en los estratos más pobres,  se trata de un fenómeno que afecta transversalmente a mujeres de distintos sectores socioeconómicos y nivel educacional y según datos proporcionados por el SERNAM, el 38% de las mujeres de estrato socioeconómico alto y medio-alto han  sido agredidas por su pareja.  El porcentaje aumenta cuando se trata de la clase media, donde llega a 44,8% y más aún  en el estrato bajo donde alcanza al  59.4%. 

Los estudios también muestran que  a mayor nivel educacional disminuye el riesgo de ser víctima de violencia de género, ya que  el 40% de las mujeres agredidas por sus parejas había cursado enseñanza básica y media incompleta, mientras que un 28,5% , había cursado enseñanza superior.

El Legislativo no puede estar ajeno a uno de los ataques más flagrantes a derechos fundamentales, tales  como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación proclamados en nuestra Carta Fundamental, debiendo escuchar a organismos internacionales que se han preocupado por proporcionar una respuesta global a este problema, pudiendo citar, a saber,  la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación sobre la mujer de 1979; la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia sobre la Mujer, proclamada en diciembre de 1993 por la Asamblea General; las Resoluciones de la Cumbre Internacional sobre la Mujer celebrada en Pekín en septiembre de 1995; la Resolución WHA49.25 de la Asamblea Mundial de la Salud declarando la violencia como problema prioritario de salud pública proclamada por la OMS;  entre otras. 

En el marco de la reunión internacional sobre el derecho de las mujeres y las niñas a interponer recursos y obtener reparaciones, realizado en Nairobi, Kenia, del 19 al 21 de marzo del 2007, es importante destacar a defensoras y activistas de los derechos de las mujeres, y  sobrevivientes de violencia sexual en situaciones de conflicto procedentes de África, Asia, Europa, Sudamérica, Centroamérica y Norteamérica,  se emitió una declaración de principios, haciendo presente que los derechos de las mujeres y las niñas son derechos humanos; y la necesidad del acceso a la justicia, para poner  fin a la impunidad, mediante acciones legales por los crímenes cometidos contra las mujeres y las niñas.

Urge reforzar el derecho a la defensa, consagrado constitucionalmente en el artículo 19 N° 3 de  nuestra Constitución Política.    Para acelerar la respuesta de  la justicia, no debería ser necesario que las víctimas de violencia de género, contra la mujer, acreditaran ante en previamente carecer de recursos cuando soliciten asistencia jurídica gratuita, la que se les prestará de inmediato, sin perjuicio de que si con posterioridad no se le reconoce el privilegio de pobreza,  éstas deban regularizar los honorarios  por aquélla. Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima.”

Existe un procedimiento breve y concentrado, que se realiza ante el juez de garantía, y que constituye una salida alternativa, toda vez que significa una renuncia del imputado al juicio oral.  Esto es, el procedimiento abreviado que sólo es aplicable para hechos respecto de los cuales el fiscal requiere la interposición de una pena privativa de libertad no superior a  cinco años de presidio o reclusión menores en su grado  máximo, o bien, cualquiera otras penas de distinta naturaleza, cualquiera fuere su entidad o monto, ya fueren únicas, conjuntas o alternativas.  Así lo expresa el artículo 406 del Código Procesal Penal. 

Nos parece que respecto de los delitos contra la persona,  cometidos contra la mujer, no debería aplicarse esta verdadera salida alternativa, independiente de la pena que el delito traiga aparejada, por la magnitud de las consecuencias de la  violencia de género analizada.

Por  las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente:  

Proyecto de Ley

Artículo Único: Incorpórese en el  artículo 406 del Código Procesal Penal, luego de la expresión “los hechos respecto de los cuales el fiscal requiere la interposición de una pena privativa de libertad no superior a  cinco años de presidio o reclusión menores en su grado  máximo,” la expresión “y siempre que no fueren constitutivos de delitos contra la persona, efectuados en contra de una mujer.” 

(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,

Carlos Ignacio Kuschel Silva


Senador



Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y KUSCHEL CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO A CIRCUNSTANCIA AGRAVANTE DE RESPONSABILIDAD CRIMINAL DE LOS QUE COMETEN DELITOS EN CONTRA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

(5451-07)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

Con bastante preocupación debemos hacer presente que el nivel de agresividad de la ciudadanía ha aumentado considerablemente. Esto se ve reflejado en distintos ámbitos de la sociedad. Nuestra inquietud puntual, dice relación con los delitos cometidos en contra de los  funcionarios públicos, con ocasión del ejercicio de sus labores. 

Lamentablemente, existe una organización compleja, cual es la función pública, en sus diversas manifestaciones. La  burocracia es nota distintiva y característica que no pasa desapercibida. Esto se origina de una serie de causas, principalmente de carácter normativo y la consecuencia es el descrédito de las instituciones y de los funcionarios que la integran, quienes la mayoría de las veces, se limitan a cumplir fielmente sus labores, sin pretender entorpecer las gestiones de las tercera personas que por una causa u otra deben recurrir ante funcionarios públicos. 

En algunas instituciones, los hechos de violencia se repiten constantemente, por no decir a diario.  Por ejemplo, no es menor el problema de la violencia contra  funcionarios municipales, por la dilación de algún trámite determinado. De la misma forma cabe destacar los hechos de violencia contra los funcionarios de servicios centralizados, que se ven menoscabados por falencias de los servicios en cuestión, que no les son imputables.   

Recientemente, en Punta Arenas,  se suscitó un hecho de violencia al interior de una ambulancia, razón por la que los gremios de la salud, hicieron presente que una de sus luchas dice relación con los altos índices de agresividad con que acude la población a los centros de salud.
Cuando se pretende legislar, en relación a los funcionarios públicos, se recuerda inmediatamente el principio de probidad, para sancionar de manera ejemplar las conductas reprochables que puedan llevar a cabo. Pero se olvida que muchas veces no son los funcionarios públicos los verdaderos responsables de las molestias que se generan a la ciudadanía en atención al simple cumplimiento de un deber, o a la tardanza en una gestión determinada.  

Se sanciona con dureza los delitos contra la propiedad pública,  y sin embargo, las personas, que son los funcionarios públicos, no se encuentran protegidos con especial firmeza,  en el cumplimiento de una labor que a veces ingrata, que está siendo ejercida por el propio Estado. 

Recordemos que cuando se procede a agredir  a un funcionario público, se  está agrediendo,   en últimos términos,  al Estado.  Y las deficiencias que  éste pueda manifestar, en la prestación de determinados servicios,  no son siempre atribuibles al rostro visible, que es el funcionario público. 

Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Agréguese  al final del número 13 del artículo 12 del Código Penal,  reemplazando el punto final por una coma, la siguiente expresión: “o ejecutarlo contra un funcionario público, en relación al ejercicio de sus funciones, o en el lugar en que se .hallare ejerciendo sus funciones,   siempre que no mediare provocación de aquél”

(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,

Carlos Ignacio Kuschel Silva


Senador



Senador
� Presidio menor en sus grados medio a máximo, o sea, 541 días a 5 años.


� 3 años y un día a 5 años.


� Cometen esta apropiación indebida los que en perjuicio de otro se apropian o distraen dinero, efectos o cualquiera otra cosa mueble que hayan recibido en depósito, comisión o administración, o por otro título que produzca obligación de entregarla o devolverla. O sea, en estos casos no existe el elemento “sustracción” de la cosa apropiada, porque ella ha sido entregada voluntariamente por su legítimo poseedor o dueño.


� Sentencia de 7 de marzo de 2007, en causa rol N° 34.423-2003.


� Ley N° 18.091.


� 541 días a 3 años.


� 5 años y un día a 10 años.


� “Artículo 695.- Un reglamento especial determinará en lo demás los deberes y funciones del Conservador, y la forma y solemnidad de las inscripciones.”.





� “Artículo 54.- Facúltese al Presidente de la República para que, previo informe de la Corte Suprema, fije los Aranceles de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia, que se encuentren sometidos a ese régimen de remuneraciones.





Anualmente, el Presidente de la República, previo el informe a que se refiere el inciso precedente, podrá modificar, en todo o en parte, dichos aranceles, considerando especialmente las variaciones que haya experimentado el valor adquisitivo de la moneda.”.
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